
 

TESIS JURISPRUDENCIAL  1/2010 
 

 
INCIDENTE DE INEJECUCIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. DEBEN 
DEVOLVERSE LOS AUTOS AL JUEZ DE DISTRITO SI ÉSTE NO 
AGOTÓ EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 104 
Y 105 DE LA LEY DE AMPARO. Conforme a los citados artículos, 
luego de que cause ejecutoria la sentencia en que se concedió el 
amparo, el juez de distrito la comunicará por oficio a las autoridades 
responsables para su cumplimiento; si dentro de las veinticuatro horas 
siguientes a dicha notificación no quedare cumplida, requerirá de oficio 
o a instancia de parte al superior inmediato de la autoridad responsable 
para que la obligue a cumplir, y en caso de que no se obedeciere la 
ejecutoria deberá remitir el expediente a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación para los efectos del artículo 107, fracción XVI, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, previo a 
declarar el incumplimiento de la sentencia, el juez debe verificar que se 
haya agotado el procedimiento mencionado, esto es, debe cerciorarse 
de que la autoridad responsable o su superior jerárquico tuvo 
conocimiento del requerimiento de cumplimiento para poder exigirlo. 
Por tanto, si del examen del expediente se advierte que una de las 
autoridades vinculadas al cumplimiento no fue debidamente notificada 
del proveído donde se declaró que el fallo protector no había quedado 
cumplido, pues no obra el acuse de recibo respectivo, ni constancia 
actuarial que acredite que dicha autoridad se negó a recibir el oficio, lo 
procedente es devolver los autos al juez de distrito a fin de que, a partir 
de dicho auto, subsane la omisión de notificación y regularice el 
procedimiento aludido. 
 
Incidente de inejecución 301/2008. **********. 28 de mayo de 2008. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Etienne Luquet Farías. 
 
Incidente de inejecución 161/2005. **********. 25 de febrero de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola 
Yaber Coronado. 
 
Incidente de inejecución 730/2008. **********. 25 de febrero de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola 
Yaber Coronado. 
 
Incidente de inejecución 409/2009. **********. 10 de junio de 2009. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María 
Isabel Castillo Vorrath.  
 
Incidente de inejecución 536/2009. **********. 2 de septiembre 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Isabel 
Castillo Vorrath. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de dos de diciembre de dos 



 

mil nueve. México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos mil 
nueve. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   2/2010 
 

 
QUEJA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 95 DE LA 
LEY DE AMPARO. LA SUSPENSIÓN DERIVADA DE SU 
INTERPOSICIÓN NO IMPLICA LA PARALIZACIÓN TOTAL DEL 
JUICIO DE GARANTÍAS. Del citado precepto legal, que condiciona la 
procedencia del recurso de queja a la causación de un daño o perjuicio 
relevante a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva, 
se advierte la intención del legislador de garantizar la expeditez del 
juicio de amparo al establecer la manera de evitar que dicho medio de 
impugnación se utilice en forma desmedida y con la única finalidad de 
retrasar innecesariamente el desarrollo del proceso, lo cual es 
congruente con el artículo 157 de la Ley de Amparo, en el sentido de 
que los jueces de distrito deben cuidar que los juicios de garantías no 
queden paralizados. Ahora bien, el artículo 101 de la ley mencionada 
señala que la interposición del mencionado recurso de queja suspende 
el procedimiento en el juicio de amparo, y además de condicionar tal 
medida a que la resolución que llegue a dictarse en la queja influya en 
la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan 
nugatorios los derechos del recurrente que pudiera haber hecho valer 
en la audiencia, si obtuviera resolución favorable en el recurso, remite al 
artículo 53 de la propia ley, para determinar los términos y alcances de 
la suspensión; de manera que de la interpretación gramatical y conjunta 
de los referidos numerales 101 y 53 se evidencia que la aludida 
remisión es sólo para excluir, para efectos de la suspensión tratándose 
de la queja, a las resoluciones pronunciadas en el incidente de 
suspensión, no para paralizar todo el procedimiento del juicio de 
amparo, como cuando se suscita una cuestión de competencia. Lo 
anterior es así, en virtud de que además de que el citado artículo 101 
prevé expresamente los casos en que ha de suspenderse el 
procedimiento, los cuales no son totalizadores, las finalidades 
perseguidas con la suspensión en materia competencial y la suspensión 
tratándose del indicado recurso de queja son distintas y, por ende, 
producen diferentes efectos, pues mientras en el primer supuesto el 
objeto es evitar la realización de actuaciones por un juez que carece de 
competencia, en el segundo es impedir que quede sin materia la 
violación adjetiva cometida en el procedimiento del juicio de amparo o 
evitar perjuicios irreparables a los recurrentes. Consecuentemente, la 
suspensión establecida en el artículo 101 de la Ley de Amparo, 
derivada de la interposición del recurso de queja previsto en la fracción 
VI del artículo 95 de dicha legislación, no implica la paralización total del 
juicio de garantías, pues al tratarse de una medida cautelar sólo tiene el 
propósito de preservar la materia de la litis constitucional y evitar la 
causación de daños y perjuicios irreparables al recurrente; finalidad que 
se logra: a) impidiendo únicamente el dictado de la sentencia, sin 
demérito de los demás actos procesales, cuando la violación recurrida 
es meramente procesal y está vinculada con la litis del juicio de amparo; 
b) obstaculizando su ejecución material y la emisión de la sentencia, si 
la violación afecta derechos sustantivos y se relaciona con la litis 
constitucional; y, c) sólo obstaculizando su ejecución material, esto es, 
ni siquiera impidiendo la celebración de la audiencia constitucional y el 
dictado del fallo, cuando la infracción guarda independencia del fondo 
del asunto, ya que tales actos pueden subsistir de manera autónoma. 
Sostener lo contrario implicaría desconocer tanto la naturaleza sumaria 
del juicio de garantías como el principio de celeridad procesal derivado 



 

de los artículos 17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 101, 113, 117 y 157 de la Ley de Amparo. 
 
 
Contradicción de tesis 49/2008-PL. Entre las sustentadas por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 4 de noviembre de 2009. 
Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  3/2010 
 
 

RECURSO DE APELACIÓN EN MATERIA MERCANTIL. BASTA CON 
QUE EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA SE HAYA PRONUNCIADO 
SOBRE SU ADMISIÓN PARA QUE SE ACTUALICE LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 73, 
FRACCIÓN XIV, DE LA LEY DE AMPARO. Para que se actualice el 
supuesto a que se refiere el artículo 73, fracción XIV, de la Ley de 
Amparo, resulta necesario que se esté tramitando un medio ordinario de 
defensa interpuesto por el quejoso y que pueda tener por objeto 
revocar, modificar o anular el acto reclamado. Ahora bien, la legislación 
mercantil prevé la interposición del recurso de apelación, que será 
resuelto por el tribunal superior, quien confirmará, reformará o revocará 
las resoluciones dictadas por el juez de primera instancia. Por tanto, 
basta con que éste se haya pronunciado sobre la admisión de dicho 
recurso para determinar que está en trámite un medio ordinario de 
defensa y, por ende, que se actualiza la causa de improcedencia a que 
se refiere el indicado precepto, independientemente de que el tribunal 
de alzada deba pronunciarse en definitiva sobre su procedencia y, en 
su caso, respecto de las cuestiones de fondo planteadas, pues de lo 
contrario, los juicios de garantías quedarían paralizados mientras no 
existiera pronunciamiento del tribunal de alzada y su resolución estaría 
condicionada a lo que se determinara en éste. 
 
 
Contradicción de tesis 285/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y 
el Cuarto Tribunal Colegiado del Sexto Circuito (actualmente Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito). 4 de noviembre de 
2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
Alberto Rodríguez García. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  4/2010 
 

AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. LA 
OMISIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE CITAR A LAS PARTES A 
ELLA O DE CELEBRARLA, NO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
CONSUMADA IRREPARABLEMENTE PARA EFECTOS DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
MÉXICO). En términos del artículo 155 del Código de Procedimientos 
Penales para el Estado de México (abrogado mediante decreto 
publicado en la gaceta del gobierno de la entidad el 9 de febrero de 
2009), la celebración de la audiencia de conciliación para delitos 
perseguibles por querella, independientemente de que se obtenga o no 
la conciliación y de que las partes puedan conciliar antes de la 
determinación respectiva, es un presupuesto insalvable para que el 
Ministerio Público ejerza la acción penal; de manera que su falta genera 
que la actuación de la representación social y de los órganos 
jurisdiccionales apoyados en la determinación del ejercicio de la acción 
penal contenga un vicio de legalidad en la integración de la 
averiguación previa. Así, aunque la violación se configure en la etapa 
de la indagatoria, si el juez de la causa omitió verificar la falta del 
presupuesto de mérito, ello trae consigo la violación a las garantías 
previstas en las fracciones V y IX del apartado A del artículo 20 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
18 de junio de 2008), en tanto que no permite al imputado ejercer a 
plenitud su derecho de defensa, motivo por el cual no puede 
actualizarse un cambio de situación jurídica. En este sentido, se 
concluye que la omisión del Ministerio Público de citar a las partes a la 
referida audiencia de conciliación o de celebrarla, no constituye una 
violación consumada irreparablemente para efectos del juicio de 
amparo indirecto y, por ende, no se actualiza la causa de 
improcedencia prevista en el artículo 73, fracción X, de la Ley de 
Amparo, por cambio de situación jurídica, en razón de que esa citación 
y la audiencia misma se traducen en un requisito o presupuesto 
indispensable para el funcionamiento de la maquinaria de procuración y 
administración de justicia, lo que por sí mismo implica que se trata de 
un caso de excepción a la actualización de la aludida causa de 
improcedencia, ya que los actos procedimentales descritos inciden en 
las garantías tuteladas en el citado precepto constitucional. 
 
 
Contradicción de tesis 161/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Cuarto, todos en Materia 
Penal del Segundo Circuito. 4 de noviembre de 2009. Mayoría de cuatro 
votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  5/2010 
 
 

EMBARGO EN GRADO DE INTERVENCIÓN. EN EL RECURSO DE 
APELACIÓN INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
APRUEBE O DESAPRUEBE LAS CUENTAS RENDIDAS POR EL 
INTERVENTOR, LAS PARTES PUEDEN CUESTIONAR LA FALTA 
DE OBSERVANCIA, POR PARTE DEL JUEZ, DE LAS 
CONDICIONES FORMALES Y SUSTANTIVAS REQUERIDAS, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE HAYAN CONTESTADO O NO LA VISTA 
RESPECTIVA, E INCLUSO AL TENOR DE ARGUMENTOS NO 
PROPUESTOS EN SU DESAHOGO (LEGISLACIÓN PROCESAL 
CIVIL DEL ESTADO DE JALISCO). Los artículos 540 a 543 del Código 
de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco prevén el secuestro o 
embargo en grado de intervención, consistente en asegurar una finca 
rústica o una negociación mercantil o industrial para que los productos o 
bienes económicos que representan estén a las resultas del juicio y los 
frutos que rindan sirvan para garantizar el pago de lo reclamado. Ahora 
bien, uno de los deberes primordiales del interventor es dar cuenta al 
juez, mensualmente, de los esquilmos y demás frutos de la finca y de 
los gastos erogados, para lo cual debe abrirse un incidente con el que 
se dará audiencia a las partes para que hagan valer lo que a su 
derecho corresponda y el juez apruebe o no dicha cuenta y determine 
los fondos que deban quedar para los gastos necesarios, mandando 
depositar el sobrante líquido. Sin embargo, la vista a las partes no 
implica que cuando éstas no la desahoguen o no controviertan las 
cuentas, el juez deba aprobarlas automáticamente, pues además de 
que la ley no prevé esa consecuencia, si el objetivo primordial del 
incidente relativo es que éste, como director del proceso, califique la 
actuación del interventor y determine los fondos necesarios para los 
gastos de la administración, es evidente que la falta de oposición de las 
partes a las cuentas rendidas no puede tener el efecto de suplir las 
condiciones formales y sustantivas que requiere su aprobación, ni 
impedir al juzgador valorar las pruebas conforme a derecho o hacer uso 
del arbitrio judicial, ya que puede examinar, incluso de oficio, el mérito 
de la cuenta mensual del interventor; de ahí que la falta de objeción no 
implica un consentimiento que impida su valoración posterior, sino que 
el juez habrá de decidir al respecto tomando en cuenta lo relatado por el 
interventor y las pruebas ofrecidas. Por tanto, tratándose del embargo 
de bienes en el juicio ejecutivo mercantil, las partes pueden cuestionar 
la falta de observancia, por parte del juzgador, de las condiciones 
formales y sustantivas que requiere el obsequio de la rendición de 
cuentas del interventor, al interponer el recurso de apelación contra la 
resolución que las apruebe o desapruebe, con independencia de que 
aquéllas hayan contestado o no la vista, e incluso al tenor de 
argumentos no propuestos en su desahogo. Lo anterior es así, en 
primer lugar, porque el recurso de apelación tiene por objeto confirmar, 
revocar o modificar la resolución de primera instancia impugnada en los 
puntos relativos a los agravios vertidos en la apelación o en la adhesión 
a ésta y, en segundo lugar, si el análisis de la cuenta mensual del 
interventor es de examen oficioso, porque tal cuenta implica el 
cumplimiento de un deber del interventor frente al juez, su aprobación o 
desaprobación no constituye una cuestión contenciosa en el juicio, de la 
que las partes puedan disponer (allanándose, desistiendo o 
consintiendo determinada etapa o acto procesal), sino que es el juez el 
que, al margen de lo que las partes aleguen, debe juzgar si el 



 

interventor cumplió o no con su deber; es decir, la litis en el recurso 
interpuesto contra la interlocutoria que resuelve el incidente, no se basa 
en el principio dispositivo, sino en el inquisitivo, en tanto que su objeto 
es determinar si el juzgador aprobó o desaprobó la cuenta con arreglo a 
derecho. 
 
 
Contradicción de tesis 361/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 25 de noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente: Sergio 
A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  6/2010 
 
 

AUTO DE EXEQUENDO DICTADO EN UN JUICIO EJECUTIVO 
MERCANTIL. EN SU CONTRA PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO, 
AL CONSTITUIR UN ACTO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE 
DENTRO DEL JUICIO. Conforme al artículo 1,392 del Código de 
Comercio, presentada la demanda en la vía ejecutiva mercantil, 
acompañada del título ejecutivo, el juez dictará auto con efectos de 
mandamiento en forma para que el deudor sea requerido de pago, y en 
caso de que no pague se le embarguen bienes suficientes para cubrir la 
deuda, los gastos y las costas del juicio, poniéndolos bajo la 
responsabilidad del acreedor, en depósito de la persona nombrada por 
éste. Ahora bien, el auto con efectos de mandamiento en forma o auto 
de exequendo no tiene meros efectos declarativos, sino que implica la 
comprobación por parte del juez del cumplimiento de los requisitos para 
disponer la intimación de pago al deudor y, en su defecto, el embargo 
de sus bienes, es decir, dicho auto ordena la afectación de un bien o de 
un conjunto de bienes del demandado para asegurar cautelarmente la 
eventual ejecución de una pretensión de condena planteada en juicio y 
que el demandado no pueda disponer de él, lo cual procede incluso con 
la autorización para hacer uso de la fuerza pública y allanar el domicilio 
del deudor en caso de resistencia. Esto es, el auto de exequendo 
contiene un mandato que se concreta con la sola emisión de la orden 
de requerir el pago de un adeudo en el acto mismo del requerimiento y 
una amenaza consistente en la prevención al deudor de que si no 
efectúa el pago se le embargarán bienes suficientes para cubrir el 
adeudo y las costas, lo que no será motivo de análisis en la resolución 
que ponga fin al juicio, la cual sólo decidirá la suerte de la pretensión de 
fondo del asunto, ni se examinará en otro momento del juicio, pues el 
ejecutado únicamente podrá oponer excepciones después de 
realizados el emplazamiento y el embargo, y reclamar su monto o la 
calidad de la cosa embargada una vez cumplida la diligencia, pero sin 
poder reclamar, por ejemplo, la emisión del auto de exequendo con 
apoyo en un título que no traiga aparejada ejecución. Sobre tales 
premisas, se concluye que contra el auto de exequendo dictado en un 
juicio ejecutivo mercantil procede el amparo indirecto, en términos de la 
fracción IV del artículo 114 de la Ley de Amparo, sin esperar a que se 
practique el embargo, por constituir un acto de ejecución irreparable 
dentro del juicio, pues una vez ejecutada la orden, la impugnación del 
embargo sólo puede tener por efecto remediar vicios propios de éste, 
pero no la legalidad de la propia orden, que requiere como presupuesto 
estar fundada en un título que traiga aparejada ejecución. Lo anterior, 
porque tal perjuicio no es susceptible de reparación dentro del juicio, ni 
siquiera con la obtención de una sentencia favorable que levantara el 
embargo, ya que no podría restituirse al quejoso en la afectación sufrida 
por el tiempo en que éste estuvo en vigor, derivado del auto de 
exequendo. 
 
 
Contradicción de tesis 406/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 25 de noviembre 
de 2009. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño 
Pelayo y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 



 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  7/2010 
 
 

COSTAS. SU CONDENA CON BASE EN EL ARTÍCULO 139 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL DISTRITO FEDERAL 
CONSTITUYE UN SUPUESTO OBJETIVO. El artículo 140 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, cuyo texto es 
equivalente al del artículo 1084 del Código de Comercio, establece una 
excepción al principio general de que cada parte será responsable de 
sus propios gastos y costas. Dichos artículos disponen un sistema mixto 
para la condena en costas, conformado por un criterio subjetivo y otro 
objetivo. El criterio subjetivo atribuye al juez la facultad de condenar en 
costas a la parte que, a su juicio, haya actuado con temeridad o mala 
fe. El criterio objetivo constriñe al juzgador a condenar en costas a la 
parte que se sitúe en alguna de las hipótesis previstas por la ley para la 
condena en costas. Como se puede apreciar, el criterio subjetivo queda 
a la valoración del juez; por el contrario, el criterio objetivo establece en 
forma específica los casos en los que el juzgador está constreñido a 
imponer una condena en costas, lo cual se desprende de la frase 
“siempre serán condenados” que precede a las fracciones que 
enumeran los casos específicos para la condena en costas. Por su 
parte, el artículo 139 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito 
Federal dispone, en forma categórica, que “El pago de los gastos será a 
cargo del que faltare al cumplimiento de la obligación”. Dicha 
disposición se introdujo en la reforma aprobada en el año de mil 
novecientos noventa y seis, con el objeto de desalentar el uso de los 
recursos legales para evitar o retrasar el cumplimiento de obligaciones. 
De ahí que establece otro supuesto objetivo para la condena en costas 
en los juicios civiles, que es ajeno al criterio subjetivo contemplado por 
el artículo 140 de dicho código procesal que obliga al juez a condenar 
en costas a la parte que, a su juicio, haya actuado con temeridad o 
mala fe, y que es ajeno también a los otros supuestos objetivos 
previstos en las fracciones de dicho artículo 140. 
 
 
 
Contradicción de tesis 345/2009. Entre las sustentadas por el Octavo 
y Décimo Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 25 de noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente: José 
de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de diciembre de 
dos mil nueve.- México, Distrito Federal, tres de diciembre de dos 
mil nueve.- Doy fe. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
AL INCLUIR LA EXPRESIÓN "O DE CUALQUIER OTRO TIPO" NO 
VIOLA LA GARANTÍA DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. El artículo 
identificado dispone que las personas morales residentes en el país 
acumularán la totalidad de los ingresos en efectivo, en bienes, en 
servicio, en crédito o de cualquier otro tipo que obtengan en el ejercicio, 
inclusive los provenientes de sus establecimientos en el extranjero. 
Ahora bien, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación el artículo 17 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, al incluir la expresión "o de cualquier otro tipo", no viola la 
garantía de legalidad tributaria contenida en el artículo 31, fracción IV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello es 
así, pues no hace genérico el objeto del impuesto ni constituye una 
cláusula abierta para que la autoridad determine arbitrariamente esos 
ingresos, sino que dicho término se refiere a los demás ingresos que 
modifican positivamente el patrimonio de los contribuyentes, en los 
términos que prevé la Ley citada, sin que deba existir una disposición 
que expresamente contenga la lista exhaustiva de todos los conceptos 
que han de considerarse como ingreso gravable. La interpretación del 
concepto "ingreso" en el referido ordenamiento legal, exige una regla 
amplia para los residentes en territorio nacional, incluyente de la 
totalidad de los ingresos, excepto los específicamente excluidos por el 
legislador. 
 
Amparo directo en revisión 1504/2006. **********. 25 de octubre de 
2006. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz: Secretario: Juan Carlos 
Roa Jacobo. 
 
Amparo en revisión 854/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: Paola 
Yaber Coronado, Pedro Arroyo Soto y Martha Elba Hurtado Ferrer. 
 
Amparo en revisión 938/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Paola Yaber Coronado y Martha Elba Hurtado Ferrer. 
 
Amparo en revisión 552/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Paola Yaber Coronado y Martha Elba Hurtado Ferrer. 
 
Amparo en revisión 730/2009. **********. 7 de octubre 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Paola Yaber Coronado y Martha Elba Hurtado Ferrer. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de trece de enero de dos mil 
diez. México, Distrito Federal, catorce de enero de dos mil diez. 
Doy fe. 
 



 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
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CATEO. ANTE LA AUSENCIA DEL OCUPANTE DEL LUGAR 
OBJETO DE LA ORDEN, CORRESPONDE A LA AUTORIDAD 
DESIGNAR A LOS TESTIGOS, SIN QUE AQUÉL PUEDA HACERLO 
DESPUÉS DE INICIADA LA DILIGENCIA, AL SER ENCONTRADO 
ESCONDIDO EN EL INTERIOR DEL DOMICILIO CATEADO. La 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que si para dar testimonio de lo ocurrido en el desarrollo de un cateo los 
testigos deben estar presentes desde que comience la diligencia, es 
inconcuso que su designación también debe llevarse a cabo desde su 
inicio, ya sea a propuesta del ocupante del lugar cateado o, ante su 
ausencia o negativa, de la autoridad que la practique. En ese sentido y 
conforme a los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 61 del Código Federal de Procedimientos Penales, 
en caso de que antes del inicio del cateo ninguna persona del domicilio 
objeto de la orden acuda al llamado del Ministerio Público para llevar a 
cabo el desahogo respectivo, se actualiza el supuesto relativo a la 
ausencia del ocupante del lugar y, por ende, corresponderá a dicha 
autoridad designar a los testigos. Ahora bien, la circunstancia de que 
durante el desarrollo de la diligencia se encuentre al ocupante del lugar 
cateado, quien estaba escondido en su interior, no implica que en ese 
momento deba otorgársele la oportunidad de proponer a sus testigos, 
en razón de que tal designación siempre debe llevarse a cabo desde el 
inicio de la diligencia, lo cual, en la especie, ya ocurrió –a cargo de la 
autoridad y a causa de su ausencia– precisamente para que aquéllos 
estén en condiciones de apreciar todos los hechos que se asienten en 
el acta circunstanciada que al efecto se levante y que habrán de firmar, 
objetivo que no se alcanzaría si fueran designados después de iniciada 
la diligencia, pues no darían testimonio completo de lo ocurrido, al no 
haber presenciado íntegramente la actuación de la autoridad. 
 
 
Contradicción de tesis 276/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 2 de diciembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, catorce de enero de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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HONORARIOS. QUIEN DEMANDE SU PAGO EN LA VÍA ORDINARIA 
CIVIL, DERIVADO DE LA REPRESENTACIÓN O ASESORÍA 
PRESTADA EN UN LITIGIO LABORAL A UN TRABAJADOR, NO 
TIENE QUE EXHIBIR TÍTULO PROFESIONAL. De la lectura armónica 
de los artículos 5o. y 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como de los numerales 692 a 696 de la Ley 
Federal del Trabajo, 134 y 135 de la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 
Constitucional, y 26 y 27 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. 
Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito 
Federal, se advierte que el sistema litigioso en materia laboral configura 
una protección a favor de los trabajadores para que puedan presentarse 
a juicio con facilidad. Así, una consecuencia de este modelo es que los 
trabajadores pueden ser representados o asesorados en juicio por la 
persona que consideren más adecuada, sin que se exija que sea 
profesional en alguna rama del conocimiento. En efecto, es posible que 
conforme a la ley que rija en determinado ámbito, quien preste ciertos 
servicios no requiera título profesional para ello, sin que por esa 
circunstancia pierda su derecho a percibir una retribución por su 
desempeño, independientemente de que para exigirla deba acudir a la 
vía civil, pues los representantes, apoderados o asesores no pueden 
ser despojados del producto de su trabajo más que por mandato 
judicial. Por tanto, se concluye que quien demande el pago de 
honorarios en la vía ordinaria civil, derivado de la representación o 
asesoría prestada en un litigio laboral a un trabajador, no tiene que 
exhibir título profesional para acreditar su legitimación, pues aunque se 
trate de un juicio civil, dichos representantes no requirieron título 
profesional para prestar el servicio del que deriva su derecho a cobrar 
honorarios. Lo contrario dejaría en estado de indefensión a quienes 
presten tales servicios, al impedirles recuperar el producto de su 
trabajo. 
 
 
Contradicción de tesis 356/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Sexto Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito. 2 de diciembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha trece de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, catorce de enero de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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CONMUTACIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN. AL SENTENCIADO POR 
DELITO INTENCIONAL QUE SE LE HUBIERA CONCEDIDO, 
AUNQUE NO SE HAYA ACOGIDO A TAL BENEFICIO, NO PODRÁ 
OTORGÁRSELE NUEVAMENTE SI CON POSTERIORIDAD COMETE 
OTRO ILÍCITO IGUALMENTE INTENCIONAL (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE PUEBLA). El artículo 100 del Código de Defensa Social 
del Estado de Puebla señala que los tribunales podrán resolver que la 
sanción privativa de la libertad impuesta se conmute por multa o trabajo 
a favor de la comunidad, si la prisión no excede de dos años, si es la 
primera vez que el sentenciado incurre en delito y si, además, ha 
demostrado buenos antecedentes personales, o sólo por multa, si 
rebasa los dos años pero no excede de cinco, y el numeral 101 del 
citado Código dispone que una vez concedido el beneficio de la 
conmutación de la pena de prisión por delito intencional, no podrá 
conmutarse nuevamente si con posterioridad comete otro delito también 
intencional. Así, tomando en cuenta que uno de los requisitos de 
procedencia para la concesión del aludido beneficio es que se trate de 
un sentenciado primodelincuente, se concluye que a quien se le hubiere 
conmutado la pena de prisión impuesta por su responsabilidad en la 
comisión de un delito de carácter intencional, aunque no se haya 
acogido a ese beneficio o tal conmutación no haya surtido sus efectos, 
no podrá otorgarse nuevamente si con posterioridad comete otro ilícito 
igualmente intencional. Ello es así, porque sostener lo contrario no sólo 
significaría desconocer el mencionado requisito de procedencia (que el 
sentenciado sea primodelincuente), sino considerar que el otorgamiento 
de este tipo de beneficios constituye un derecho exigible por el 
sentenciado, aunque se trate de una facultad discrecional del juzgador. 
 
 
Contradicción de tesis 417/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Sexto Circuito. 13 de enero de 2010. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiuno de enero de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA EN UNA CAUSA PENAL. LA 
FALTA DE FIRMA DEL JUEZ EN ELLA,  CONDUCE A CONCEDER 
EL AMPARO PARA QUE SE SUBSANE TAL OMISIÓN, PUES ÉSTA 
IMPIDE CUALQUIER EXAMEN DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE 
LA EMITIDA EN APELACIÓN (LEGISLACIONES APLICABLES DE 
LOS ESTADOS DE GUERRERO Y MICHOACÁN). La falta de firma del 
juez en una sentencia de primer grado en un asunto penal, cuando se 
considere que la firma es un requisito esencial, como así lo establecen 
los Códigos Procesales Penales  y demás leyes aplicables de los 
Estados de Guerrero y Michoacán, no constituye una violación procesal 
de las previstas en el artículo 160, fracción IV de la Ley de Amparo, sino 
que se traduce en el desacato a una formalidad del procedimiento que 
impide pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad 
de la resolución dictada en la apelación que la sustituyó, por ser un 
requisito que condiciona la validez de dicha sentencia, lo cual debe 
examinarse por el tribunal de amparo previamente a las cuestiones de 
fondo, acorde con el artículo 77, fracción I, del indicado ordenamiento, 
que exige la fijación clara y precisa del acto o actos reclamados, y la 
apreciación de las pruebas conducentes para tenerlos o no por 
demostrados. Así, aun cuando el tribunal de apelación no se hubiera 
percatado de la mencionada deficiencia e independientemente de que 
no fuera motivo de agravio, si el tribunal de amparo la advierte al 
cerciorarse de la existencia del acto reclamado, debe considerarla a 
pesar de que no exista concepto de violación sobre este tópico y 
conceder el amparo, para el efecto de que la autoridad responsable 
dicte una nueva resolución en la que deje sin efectos la que constituyó 
el acto reclamado y ordene la reposición del procedimiento, para que el 
juez de primera instancia emita la sentencia conforme a derecho 
proceda; pues la omisión de la firma en la sentencia de primera 
instancia impide cualquier examen de la constitucionalidad de la emitida 
en apelación, que en lugar de haber examinado los agravios, debió 
ordenar la reposición del procedimiento para reparar esa deficiencia; de 
otra manera, la sentencia de primer grado carece de validez y no puede 
sustentar lo decidido por el Tribunal Superior que conoció de la 
apelación.  
 
 
Contradicción de tesis 26/2008-PL. Entre las sustentadas por el 
Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito. 13 de enero de 2010. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiuno de enero de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. LO ES LA SALA QUE CONOCIÓ DEL 
RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO CONTRA LA 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA, CUANDO EL TERCERO 
EXTRAÑO POR EQUIPARACIÓN RECLAMA EL ILEGAL 
EMPLAZAMIENTO AL JUICIO DE ORIGEN Y TODO LO ACTUADO 
EN ÉL. De los artículos 4o., 11 y 114, fracción V, de la Ley de Amparo, 
así como de la jurisprudencia P./J. 5/98 del Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “PERSONA 
EXTRAÑA A JUICIO. EN EL AMPARO QUE PROMUEVA, SON 
AUTORIDADES RESPONSABLES LAS QUE DICTAN, ORDENAN, 
EJECUTAN O TRATAN DE EJECUTAR, LOS ACTOS QUE AFECTAN 
EL BIEN O DERECHO DEL QUE AQUÉLLA ES TITULAR.”, se infiere 
quiénes serán autoridades responsables en la demanda interpuesta por 
un tercero extraño a juicio por equiparación; luego entonces, es 
autoridad responsable la Sala que pronunció la sentencia de segunda 
instancia debido a que si como parte de los actos reclamados se señala 
el ilegal emplazamiento y todo lo actuado en el juicio a partir de aquél, 
entonces la Sala que pronunció el fallo de segundo grado que forma 
parte del juicio tendrá el carácter de autoridad responsable al haber 
intervenido en los actos posteriores al emplazamiento. Así, la Sala que 
conoció del recurso de apelación contra la sentencia de primera 
instancia cuando se reclama en amparo indirecto el ilegal 
emplazamiento y todo lo actuado en el juicio de origen es autoridad 
responsable para efectos del juicio de amparo indirecto, toda vez que al 
tercero extraño por equiparación no sólo le afecta el ilegal 
emplazamiento a juicio sino también las determinaciones posteriores a 
éste, las cuales fueron tomadas durante todo el procedimiento como 
consecuencia de no haber sido legalmente emplazado. 
 
 
Contradicción de tesis 216/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Quinto, todos en Materia 
Civil del Tercer Circuito. 13 de enero de 2010. Cinco votos. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda 
Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiuno de enero de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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SECRETARIOS DE JUZGADO DE DISTRITO. LA AUTORIZACIÓN 
CONFERIDA POR EL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
PARA SUSTITUIR AL JUEZ DURANTE SU PERIODO VACACIONAL, 
IMPLICA LA FACULTAD DE DICTAR EL FALLO DEFINITIVO TANTO 
EN JUICIOS DE AMPARO COMO EN PROCEDIMIENTOS DE 
DIVERSA MATERIA. El artículo 161 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación prevé que durante las vacaciones del titular 
del órgano jurisdiccional, el Consejo de la Judicatura Federal nombrará 
a quien deba sustituirlo, o bien podrá abstenerse de realizar ese 
nombramiento. En el primer supuesto, si se hace la designación del 
sustituto del juez en favor del secretario de juzgado, éste puede fallar 
los juicios de amparo y también goza de facultades amplias y plenitud 
de jurisdicción para resolver cualquier tipo de juicio sometido a la 
potestad del juzgador, por lo que habrá de realizar las funciones 
completas propias del titular del juzgado, lo que incluye pronunciar 
sentencias en asuntos de cualquier materia, pues jurídicamente estas 
resoluciones constituyen los actos jurisdiccionales por excelencia, sin 
cuya facultad no se entendería la razón por la cual tendría que 
nombrarse al sustituto del juez en sus ausencias vacacionales, por ser 
evidente que la función jurisdiccional tiene como característica 
primordial el pronunciamiento de las resoluciones que deban recaer a 
los asuntos que se encuentren bajo la potestad del juzgador. En 
cambio, en el segundo supuesto, relativo a la omisión de la 
designación, los secretarios encargados de los juzgados de distrito sólo 
pueden fallar los juicios de amparo cuyas audiencias se hayan señalado 
para los días en que los titulares disfruten de vacaciones, en razón de 
que en ese caso aquéllos, por ministerio de ley, quedan encargados del 
despacho del juzgado, y al no haber sido nombrados sustitutos del juez 
y por no contar con facultades amplias de decisión jurisdiccional, 
conforme al indicado artículo 161, sólo podrán dictar el fallo definitivo en 
los juicios de amparo cuyas audiencias se celebren dentro del periodo 
vacacional del titular del juzgado, sin necesidad de contar con 
autorización por parte del Consejo para resolver dichos juicios. 
 
 
Contradicción de tesis 69/2009. Entre las sustentadas por el entonces 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, ahora Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del mismo circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de 
enero de 2010. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Manuel González Díaz.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiuno de enero de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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SUSPENSIÓN DE OFICIO. CONTRA LA RESOLUCIÓN EN LA QUE 
EL JUEZ DE DISTRITO OMITE PRONUNCIARSE EXPRESAMENTE 
RESPECTO DE SU CONCESIÓN O NEGATIVA, PROCEDE EL 
RECURSO DE QUEJA. La suspensión de oficio procede en los asuntos 
que no admiten demora alguna, en tanto que de no ordenarse podrían 
ocasionarse al gobernado perjuicios de imposible reparación. Ahora 
bien, la omisión del pronunciamiento expreso del juez de distrito 
respecto de la suspensión de oficio no está contenida en las hipótesis 
que limitativamente prevé el artículo 83 de la Ley de Amparo, por lo que 
en su contra no procede el recurso de revisión; en cambio, en términos 
del artículo 95, fracción VI, de la citada ley, contra dicha omisión 
procede el recurso de queja, ya que se trata de una resolución del juez 
de distrito, durante la tramitación del juicio de amparo, que no admite 
expresamente el recurso de revisión y que por su naturaleza puede 
causar daño o perjuicio al quejoso, no reparable en la sentencia 
definitiva que se dicte en el juicio. No es obstáculo a lo anterior que el 
artículo 89 del mencionado ordenamiento legal aluda al recurso de 
revisión “tratándose del auto en que se haya concedido o negado la 
suspensión de plano”, ya que no contempla el caso en el que ocurra la 
referida omisión. 
 
 
Contradicción de tesis 225/2009. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito. 13 de enero de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiuno de enero de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   16/2010 
 
 

CADUCIDAD DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA. EL ARTÍCULO 270 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DE COAHUILA, 
DEROGADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL PERIÓDICO 
OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 16 DE MAYO DE 2008, PREVÉ DOS 
HIPÓTESIS JURÍDICAS DISTINTAS PARA QUE OPERE. Conforme al 
citado precepto, la averiguación previa caducará sólo tratándose de 
delitos no graves y al actualizarse cualquiera de los dos siguientes 
supuestos: 1) cuando a partir de que se formule o se ratifique la 
denuncia o la querella, transcurran más de dieciocho meses sin que se 
ejercite la acción penal por causa no imputable a los agentes 
encargados de aquélla o de la policía ministerial o sus auxiliares, 
siempre que no esté pendiente de resolver promoción o desahogo de 
medio de prueba claramente conducente a los fines de la averiguación 
o algún recurso de inconformidad (primer párrafo de dicho numeral), y 
2) aun con esos pendientes, si las dilaciones son imputables a los 
referidos agentes (segundo párrafo), la expresión “si excluidas las 
dilaciones” debe entenderse en el sentido de que operará la caducidad 
de la averiguación previa por el término que señala el segundo párrafo 
del indicado artículo, haciendo caso omiso de las dilaciones o retardos 
en que incurra la autoridad ministerial. Interpretación que obedece a la 
intención expresada en la exposición de motivos del Código de 
Procedimientos Penales de Coahuila, presentada por el titular del 
Ejecutivo y el presidente del Tribunal Superior de Justicia, ambos de 
dicha entidad, al Congreso del Estado el 23 de marzo de 1999, que fue 
la de garantizar al indiciado los principios constitucionales de seguridad 
jurídica, breve juicio y justicia pronta y expedita, y evitar que las 
averiguaciones previas se prolonguen indefinidamente en detrimento de 
sus garantías constitucionales. 
 
 
Contradicción de tesis 277/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Quinto, ambos del Octavo Circuito. 
13 de enero de 2010. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiuno de enero de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  17/2010 
 
 

JURISDICCIÓN CONCURRENTE. SI EN EL CONTRATO MERCANTIL 
LAS PARTES NO ESPECIFICAN EL FUERO DEL TRIBUNAL A 
CUYA COMPETENCIA SE SOMETEN, DEBE QUEDAR A SALVO SU 
DERECHO PARA ACUDIR A LA POTESTAD JURISDICCIONAL DEL 
TRIBUNAL FEDERAL O LOCAL DE SU ELECCIÓN. Del artículo 104, 
fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
deriva que las controversias del orden mercantil suscitadas sobre el 
cumplimiento y aplicación de leyes federales en las que sólo se afecten 
intereses particulares, la jurisdicción es concurrente y, por tanto, 
pueden conocer del juicio tanto los juzgados y tribunales federales 
como los locales del orden común, a elección del actor. Por otra parte, 
de los artículos 1092 y 1093, del Código de Comercio, se advierte que 
en los asuntos de carácter mercantil será competente el juez a quien los 
litigantes se hubieren sometido expresa o tácitamente (cláusula de 
sumisión expresa) y que hay sumisión expresa cuando los interesados 
renuncian clara y terminantemente al fuero que la ley les concede. 
Ahora bien, cuando en un contrato mercantil se establece que las 
partes pactan someterse a la competencia de los tribunales de la ciudad 
en la que se celebró, pero omiten señalar el fuero de dichos tribunales, 
en tal caso se alude a una cuestión de competencia territorial que no 
delimita el carácter de la jurisdicción de los órganos jurisdiccionales, 
aun cuando en el lugar donde se celebró el acuerdo de voluntades sólo 
resida el juez del orden común, ya que si no se señaló el fuero del 
tribunal a cuya competencia se someten resultan igualmente 
competentes los del fuero federal que los del local, pues ambos tienen 
jurisdicción en ese territorio. Por tanto, si en un contrato mercantil sólo 
se dice que las partes se someten a la jurisdicción del juez de 
determinado lugar sin especificar su fuero, debe quedar a salvo el 
derecho del actor para acudir al tribunal federal o local de su elección. 
 
 
Contradicción de tesis 296/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 13 de enero de 2010. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinte de enero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiuno de enero de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  18/2010. 
 

UNIVERSIDADES PÚBLICAS. LA AUTONOMÍA DE LA QUE 
LEGALMENTE PUEDEN SER DOTADAS LES CONFIERE LA 
FACULTAD DE AUTOGOBIERNO. Del artículo 3o., fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que 
las universidades públicas son organismos públicos descentralizados 
con autonomía especial, la cual implica que cuentan con facultades de 
autoformación y autogobierno para lograr mayor eficacia en la 
prestación del servicio que tienen atribuido, fundado en la libertad de 
enseñanza, sin que ello conlleve a su disgregación en la estructura 
estatal en virtud de que se ejerce en un marco de principios y reglas 
predeterminadas por el propio Estado. Por tanto, la autonomía de la que 
legalmente pueden ser dotadas las universidades públicas confiere a 
éstas la facultad de autogobierno acotada constitucionalmente, cuyo 
ejercicio está condicionado a lo establecido en las leyes para desarrollar 
bases que les permita cumplir con los fines que tienen encomendados, 
determinar sus planes y programas de estudio, y fijar los términos de 
ingreso, promoción y permanencia de su personal académico, así como 
la forma en que administrarán su patrimonio. 
 
Amparo en revisión 153/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Mario César 
Flores Muñoz. 
 
Amparo en revisión 155/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo en revisión 633/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 
Amparo en revisión 212/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 
Amparo en revisión 5/2009. **********. 8 de julio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos 
Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de tres de febrero 
de dos mil diez. México, Distrito Federal, cuatro de febrero de dos 
mil diez.  Doy fe. 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 

 

HAGH/cop. 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  19/2010. 
 
 

UNIVERSIDADES PÚBLICAS. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA EL ACTO DERIVADO DEL EJERCICIO DE SU 
AUTONOMÍA, CONSISTENTE EN EL NOMBRAMIENTO DE 
RECTOR. Del artículo 3o., fracción VII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la autonomía de las 
universidades públicas confiere a éstas la facultad de autoformación y 
autogobierno acotada constitucionalmente para determinar sus planes y 
programas de estudio, y fijar los términos de ingreso, promoción y 
permanencia de su personal académico, así como la forma en que 
administrarán su patrimonio. En ese sentido, el amparo es 
improcedente contra  el  acto derivado del ejercicio de la autonomía 
universitaria, consistente en el  nombramiento del rector de la 
universidad, por lo que debe sobreseerse en el juicio al no estar 
sustentado en una relación de supra a subordinación respecto de los 
gobernados, ni apoyado en una facultad de imperio susceptible de 
causar perjuicio en la esfera jurídica de éstos.  
 

Amparo en revisión 153/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Mario César 
Flores Muñoz. 
 
Amparo en revisión 155/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo en revisión 633/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 
Amparo en revisión 212/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 

Amparo en revisión 5/2009. **********. 8 de julio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos 
Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la Primera  
Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de tres de febrero  de dos 
mil diez. México, Distrito Federal, cuatro de febrero de dos mil diez.  
Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 

 

HAGH/cop. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  20/2010. 
 
 

UNIVERSIDADES PÚBLICAS. COMPETENCIAS QUE DERIVAN DE 
SU FACULTAD DE AUTOGOBIERNO. Las competencias que derivan 
de la facultad de autogobierno de las universidades públicas son las 
siguientes: a) Normativas, que se traducen en la aptitud de expedir 
normas generales que permitan regular todas las actividades 
relacionadas con el servicio educativo y la promoción de la 
investigación y la cultura; b) Ejecutivas, referidas al desarrollo y 
ejecución de los principios constitucionales, de las leyes expedidas por 
los órganos legislativos y las normas que las universidades emiten; c) 
Supervisión, que implican la facultad de inspección y control para 
supervisar la actividad que desarrollan por sí, o por conducto de 
cualquier órgano adscrito a la casa de estudios, esto es, pueden 
realizar inspecciones y evaluaciones de tipo administrativo, académico, 
científico, técnico y operativo, a fin de comprobar que se respeten los 
principios constitucionales, legales y universitarios; y d) Parajudiciales, 
que se refieren a la capacidad de dirimir conflictos que surjan al interior 
de la universidad, siempre que constitucional o legalmente su solución 
no esté reservada a un régimen jurídico específico que excluya al 
universitario. 
 
Amparo en revisión 153/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Mario César 
Flores Muñoz. 
 
Amparo en revisión 155/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo en revisión 633/2008. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 
Amparo en revisión 212/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 
 
Amparo en revisión 5/2009. **********. 8 de julio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos 
Madrazo. 
 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de tres de febrero  
de dos mil diez. México, Distrito Federal, cuatro de febrero de dos 
mil diez.  Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/cop. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  21/2010 
 
 

DOCUMENTO PRIVADO QUE CONTIENE UN ACTO JURÍDICO 
TRASLATIVO DE DOMINIO. SU COPIA CERTIFICADA POR UN 
FEDATARIO PÚBLICO DEBE CONSIDERARSE DE FECHA CIERTA 
Y, POR ENDE, SUFICIENTE PARA ACREDITAR EL INTERÉS 
JURÍDICO EN EL AMPARO. Si bien es cierto que conforme al artículo 
203 del Código Federal de Procedimientos Civiles, los documentos 
privados hacen prueba plena de los hechos mencionados en ellos, que 
pueden consistir, por ejemplo, en la celebración de un acto jurídico 
válido de traslación de dominio, también lo es que ello no es suficiente 
para tener por acreditado el interés jurídico en el juicio de amparo, 
acorde con los criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, pues aquéllos además deben ser de fecha cierta, lo cual 
acontece desde el día en que se incorporan o inscriben en un Registro 
Público, desde la muerte de cualquiera de sus firmantes o desde la 
fecha en que son presentados ante algún funcionario público, por razón 
de su oficio. Por tanto, si el documento privado que contiene un acto 
jurídico traslativo de dominio es presentado ante un notario público, y 
en uso de sus funciones emite copia certificada de éste, constatando 
que en cierta fecha tuvo a la vista el documento para su compulsa, 
dicha copia certificada es un documento de fecha cierta, pues no deja 
duda de que el documento existía al momento en que el notario lo tuvo 
a la vista, de manera que si dicha fecha es anterior al acto reclamado, 
la copia certificada puede demostrar el interés jurídico de quien la 
presenta, siempre y cuando se acredite la afectación al derecho real de 
propiedad hecho valer, y sin perjuicio de que el tribunal de amparo, 
valorando el documento con las reglas de las documentales privadas, 
pueda determinar si en éste se contiene o no un acto jurídico válido y 
eficaz que produzca como consecuencia la creación o traslación del 
derecho subjetivo que el quejoso señala como transgredido por el acto 
reclamado a la autoridad responsable. 
 
 
Contradicción de tesis 149/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 27 de 
enero de 2010. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de febrero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de febrero de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 

 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL  22/2010. 

 
 
CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. CONDICIONES PARA SU EXISTENCIA. Si se toma en 
cuenta que la finalidad última de la contradicción de tesis es resolver los 
diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más tribunales 
colegiados de circuito, en aras de la seguridad jurídica, 
independientemente de que las cuestiones fácticas sean exactamente 
iguales, puede afirmarse que para que una contradicción de tesis exista 
es necesario que se cumplan las siguientes condiciones: 1) que los 
tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la 
que tuvieron que ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio 
interpretativo mediante la adopción de algún canon o método, 
cualquiera que fuese; 2) que entre los ejercicios interpretativos 
respectivos se encuentre al menos un razonamiento en el que la 
diferente interpretación ejercida gire en torno a un mismo tipo de 
problema jurídico, ya sea el sentido gramatical de una norma, el 
alcance de un principio, la finalidad de una determinada institución o 
cualquier otra cuestión jurídica en general, y 3) que lo anterior pueda 
dar lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si la 
manera de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a 
cualquier otra que, como la primera, también sea legalmente posible. 
 
Contradicción de tesis 124/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Miguel Enrique 
Sánchez Frías, Roberto Lara Chagoyán y Raúl Manuel Mejía Garza. 
 
Contradicción de tesis 123/2009. Suscitada entre las sustentadas por 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en la misma materia del Séptimo Circuito. 
9 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Mariana Mureddu Gilabert. 
 
Contradicción de tesis 168/2009. Suscitada entre el Segundo y Cuarto 
Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito. 9 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 
 
Contradicción de tesis 262/2009. Suscitada entre el Cuarto y el 
Segundo Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito. 9 
de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo.  
 
Contradicción de tesis 235/2009. Entre los criterios sustentados por el 
Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Vigésimo Segundo 
Circuito. 23 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 



 

 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de diez de febrero de dos mil 
diez. México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil diez. Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL   23/2010. 

 
 

 
CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO. FINALIDAD Y CONCEPTO. El Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de 
tesis 36/2007-PL, en sesión de 30 de abril de 2009, interrumpió la 
jurisprudencia P./J. 26/2001, de rubro: "CONTRADICCIÓN DE TESIS 
DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA 
SU EXISTENCIA.". Así, de un nuevo análisis al contenido de los 
artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 197-A de la Ley de Amparo, la Primera Sala 
advierte como condición para la existencia de la contradicción de tesis 
que los criterios enfrentados sean contradictorios; sin embargo, el 
sentido del concepto "contradictorio" ha de entenderse 
cuidadosamente, no tanto en función del estado de los criterios 
enfrentados, sino de la finalidad misma de la contradicción de tesis, que 
es generar seguridad jurídica. En efecto, la condición que debe 
observarse está más ligada con el fin que con el medio y, por tanto, la 
esencia de la contradicción radica más en la necesidad de dotar al 
sistema jurisdiccional de seguridad jurídica que en la de comprobar que 
se reúna una serie de características determinadas en los casos 
resueltos por los tribunales colegiados de circuito; de ahí que para 
determinar si existe o no una contradicción de tesis debe analizarse 
detenidamente cada uno de los procesos interpretativos involucrados —
y no tanto los resultados que ellos arrojen— con el objeto de identificar 
si en algún razonamiento de las  respectivas decisiones se tomaron 
vías de solución distintas —no necesariamente contradictorias en 
términos lógicos— aunque legales, pues al ejercer el arbitrio judicial 
pueden existir diferendos, sin que ello signifique haber abandonado la 
legalidad. Por ello, en las contradicciones de tesis que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación está llamada a resolver debe avocarse a 
reducir al máximo, cuando no a eliminar, ese margen de 
discrecionalidad creado por la actuación legal y libre de los tribunales 
contendientes. 
 

Contradicción de tesis 124/2008-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y 
Administrativa del Quinto Circuito. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Miguel Enrique 
Sánchez Frías, Roberto Lara Chagoyán y Raúl Manuel Mejía Garza. 
 
Contradicción de tesis 123/2009. Suscitada entre las sustentadas por 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en la misma materia del Séptimo Circuito. 
9 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Mariana Mureddu Gilabert. 
 
Contradicción de tesis 168/2009. Suscitada entre el Segundo y Cuarto 
Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito. 9 de 
septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 



 

 
Contradicción de tesis 262/2009. Suscitada entre el Cuarto y el 
Segundo Tribunales Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito. 9 
de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Rosaura Rivera Salcedo.  
 
Contradicción de tesis 235/2009. Entre los criterios sustentados por el 
Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Vigésimo Segundo 
Circuito. 23 de septiembre de 2009. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de diez de febrero de dos mil 
diez. México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil diez. Doy 
fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL  24/2010. 

 
 

 
RENTA. EL ARTÍCULO 170 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
AL NO ESPECIFICAR LO QUE DEBE ENTENDERSE POR 
“INGRESO ESPORÁDICO”, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA. De los artículos 1o. y 106 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, se advierte que el objeto del impuesto relativo 
para las personas físicas no se agota en cada uno de los capítulos del 
Título IV de dicha ley, sino que lo constituyen los ingresos percibidos en 
efectivo, en bienes, en crédito, en servicios en los casos que señale ese 
ordenamiento o de cualquier otro tipo, independientemente de la fuente 
de donde procedan, es decir, conforme al precepto últimamente citado 
cualquier ingreso que incremente el patrimonio del contribuyente debe 
gravarse, a menos que exista una norma que conlleve su exclusión. 
Ahora bien, si se tiene en cuenta que la fuente de la obligación tributaria 
es la legislación establecida por el Congreso de la Unión, y atendiendo 
a la capacidad contributiva como fundamento de la imposición, el 
legislador se aproxima a un concepto legal de “ingreso” desde la óptica 
de las ganancias económicas, las cuales presumiblemente tendrán el 
carácter de ingreso, salvo que sean excluidas de tal efecto por 
disposición legal o por mandato constitucional, es indudable que el 
artículo 170 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al referirse a los 
ingresos que los contribuyentes “obtengan en forma esporádica”, sin 
mencionar cuáles son éstos, no infringe la garantía de legalidad 
tributaria contenida en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues del análisis integral de 
los artículos que conforman el Título IV de aquel ordenamiento legal 
tributario que lo contiene, se colige que los ingresos a que alude el 
referido artículo 170 son los mencionados en los capítulos que 
conforman el Título citado, obtenidos esporádicamente. Además, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que no puede 
exigírsele al legislador que defina cada palabra que utiliza si las que 
eligió tienen un uso que revela que son de clara comprensión; así, en el 
caso, basta acudir a un diccionario para saber que la expresión 
“esporádico” significa ocasional, disperso o sin antecedentes; lo anterior 
tiene sentido si se considera que el indicado artículo 170 forma parte 
del capítulo “De los demás ingresos que obtengan las personas físicas”, 
es decir, distintos de los señalados en otros capítulos de la propia Ley, 
y que son aquellos que no se perciben ordinaria, cotidiana y 
regularmente.  
 
Amparo en revisión 1101/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Pedro Arroyo 
Soto, Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 976/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Pedro Arroyo 
Soto, Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 938/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 



 

Amparo en revisión 242/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 730/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de diez de febrero de dos mil 
diez. México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil diez. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  25/2010. 
 

 
RENTA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN X, EN RELACIÓN CON LA 
DIVERSA XXIII, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA 
LA GARANTÍA DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El citado precepto no 
viola la garantía de equidad tributaria contenida en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por el trato diferenciado en el monto que se otorga de 
exención a los sujetos que disponen de los fondos de la cuenta 
individual administrada por la Afore, los retira y los recibe en una sola 
exhibición, en relación con aquellos que realizan un retiro parcial por 
concepto de ayuda para gastos de matrimonio. Lo anterior es así, ya 
que son supuestos diversos y, por ende, el tratamiento es distinto, en el 
primero se efectúa un retiro total de las aportaciones tripartitas y sus 
rendimientos junto con la cuota social aportada por el gobierno, lo cual 
se encuentra exento parcialmente, es decir, con noventa veces el 
salario mínimo general del área geográfica del contribuyente, mientras 
que en el segundo se realiza un retiro parcial, en términos de la Ley del 
Seguro Social, de treinta salarios mínimos, por concepto de ayuda para 
gastos de matrimonio, monto que está exento totalmente. Esto es, por 
el hecho de que el ingreso provenga de la misma cuenta en ambos 
supuestos, no significa que deba dársele el mismo tratamiento fiscal, 
pues su fuente y monto son diferentes, de ahí que al efectuarse el retiro 
parcial por concepto de ayuda para gastos de matrimonio, una vez 
cumplidos los requisitos de ley, sólo es posible realizar el retiro de 
treinta días de salario mínimo general que rija en el Distrito Federal, 
recursos que provienen de la cuota social que aporte el gobierno 
federal, mientras que al efectuar el retiro total de aquella cuenta en el 
momento de la separación laboral, se está entregando la cantidad total 
que se obtuvo derivada del ahorro efectuado con la aportación tripartita 
(trabajador, patrón y gobierno), de manera que la actualización de 
dichos supuestos  no tiene relación alguna, máxime que la hipótesis 
establecida en la fracción X otorga una exención de noventa salarios 
mínimos, a diferencia de la fracción XXIII de treinta salarios mínimos, 
pues es lo máximo que puede retirarse. 
 
Amparo en revisión 1101/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Pedro Arroyo 
Soto, Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 976/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Pedro Arroyo 
Soto, Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 938/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan. N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 242/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan. N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 730/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan. N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 



 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de diez de febrero de dos mil 
diez. México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil diez. Doy 
fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  26/2010. 
 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN X,  DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, NO PREVÉ UN SUPUESTO DE DOBLE 
TRIBUTACIÓN. El citado precepto, al gravar el ingreso derivado de la 
cuenta individual administrada por la Afore por el excedente de noventa 
veces el salario mínimo del área geográfica del contribuyente, no prevé 
un supuesto de doble tributación. Lo anterior es así, pues la cantidad 
que el patrón le retiene al trabajador del salario, por concepto de cuota 
obrero-patronal, es un monto que ya pagó impuesto por ese concepto, 
al provenir de la renta derivada del trabajo, cuestión diversa cuando esa 
cantidad es retirada por el trabajador con las demás aportaciones 
efectuadas por el patrón y el gobierno, con los rendimientos 
correspondientes al provenir de la cuenta individual, los cuales en ese 
momento son gravados como ingreso proveniente de fuente de ahorro. 
Esto es, el ingreso por salario y el obtenido con cargo a la cuenta 
individual no pueden considerarse como renta de la misma fuente, dado 
que el primero deriva exclusivamente del trabajo y el segundo del 
ahorro, adicionado con las aportaciones del patrón y del gobierno, y los 
rendimientos relativos. 
 
Amparo en revisión 1101/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Pedro Arroyo 
Soto, Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 976/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretarios: Pedro Arroyo 
Soto, Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 938/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 242/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
Amparo en revisión 730/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretarios: Pedro Arroyo Soto, 
Martha Elba Hurtado Ferrer y Paola Yaber Coronado. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de diez de febrero de dos mil 
diez. México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil diez. Doy 
fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  27/2010 
 
 

APELACIÓN. PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA LA SENTENCIA 
INTERLOCUTORIA DICTADA EN EL INCIDENTE DE REDUCCIÓN 
DE LA PENSIÓN PROVISIONAL DE ALIMENTOS (LEGISLACIÓN 
PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE MICHOACÁN, VIGENTE 
HASTA EL 7 DE SEPTIEMBRE DE 2008). El artículo 911 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado de Michoacán (abrogado 
mediante decreto publicado en el periódico oficial de esa entidad 
federativa el 6 de septiembre de 2008) establece que las sentencias de 
los incidentes son apelables cuando lo fuere la sentencia en lo principal. 
Ahora bien, tratándose del incidente de reducción de la pensión 
alimenticia provisional, la sentencia principal no es la resolución que 
decreta los alimentos provisionales –contra la cual no procede recurso 
alguno en términos del artículo 1295 del indicado Código– sino que lo 
es la dictada en el juicio que resuelve en definitiva la pensión 
alimenticia, en virtud de que el incidente de reducción de la pensión 
provisional de alimentos es parte integrante del juicio donde se decidirá 
la pensión definitiva conforme a los artículos 1298 y 1299 del referido 
Código, es decir, en la jurisdicción voluntaria se decide la fijación de 
una pensión provisional de alimentos y la resolución correspondiente 
servirá como medida cautelar en la sustanciación del juicio, promovido 
en la vía sumaria para fijar la pensión definitiva. Por tanto, si la 
resolución que decreta la pensión alimenticia definitiva es apelable 
conforme al artículo 636 de aquel código procesal, es evidente que en 
términos del aludido artículo 911, también procede el recurso de 
apelación contra la resolución dictada en el incidente de reducción de la 
pensión de alimentos provisionales.  
 
 
 
Contradicción de tesis 3/2009. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito (antes Cuarto 
Tribunal Colegiado) y el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo (antes Segundo Tribunal Colegiado) del 
mismo Circuito. 27 de enero de 2010. Cinco votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio 
Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  28/2010 
 
 

AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA ACTOS 
DICTADOS DESPUÉS DE CONCLUIDO EL JUICIO EN LA FASE DE 
CUMPLIMIENTO VOLUNTARIO DE LA SENTENCIA. La razón 
medular del legislador para establecer la regla de procedencia del juicio 
de garantías contenida en el segundo párrafo de la fracción III del 
artículo 114 de la Ley de Amparo, relativa a que tratándose de actos 
dictados dentro del procedimiento de ejecución de sentencia el amparo 
sólo procede contra la resolución que pone fin a dicho procedimiento, 
pudiéndose reclamar en la misma demanda las violaciones cometidas 
durante éste que hubieran dejado sin defensa al quejoso, es el eficaz 
cumplimiento de las sentencias judiciales como tutela del Estado en la 
impartición de justicia; de ahí que ello también opera respecto de los 
actos tendentes al cumplimiento de la sentencia de condena o su 
preparación, ya sea en la instancia de forzoso cumplimiento o en la 
etapa voluntaria para el demandado. Por tanto, el amparo indirecto es 
improcedente contra actos dictados después de concluido el juicio en la 
fase de cumplimiento voluntario de la sentencia, porque no se trata de 
la última resolución en el periodo de ejecución. Lo anterior es así, 
porque si bien es cierto que tales actos no tienden directamente a 
obtener su cumplimiento sino que únicamente lo preparan, también lo 
es que la procedencia o improcedencia del juicio de garantías contra 
actos dictados después de concluido el juicio y que corresponden a la 
ejecución de sentencia no se determina por el aspecto procesal formal 
de haberse dado inicio o aperturado el procedimiento de apremio o de 
cumplimiento forzoso de la sentencia, que es un aspecto meramente 
formal, sino que lo determinante es establecer si existe cosa juzgada 
como institución procesal fundamental para identificar los actos 
después de concluido el juicio. 
 
 
Contradicción de tesis 40/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 3 de febrero de 2010. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  29/2010 
 
 

EMBARGO. LA NEGATIVA DEL JUEZ NATURAL DE ORDENAR SU 
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD 
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN, IMPUGNABLE EN AMPARO INDIRECTO 
(LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE CHIAPAS E HIDALGO). De 
los artículos 526 y 534 de los Códigos de Procedimientos Civiles de los 
Estados de Chiapas e Hidalgo, respectivamente, se advierte la 
obligación de inscribir el embargo de bienes inmuebles en el Registro 
Público de la Propiedad, para dar seguridad jurídica frente a otros 
acreedores de la situación que guardan aquéllos, a través de la 
publicidad de la constitución, declaración, transmisión, modificación, 
extinción y gravamen de los derechos reales y posesión de bienes 
inmuebles, porque los actos que se inscriben en aquél surten efectos y 
son oponibles frente a terceros, de ahí que el acreedor pueda oponer su 
derecho preferente sobre el bien embargado frente a acreedores futuros 
que pretendan hacer exigible el cobro de cualquier crédito personal 
contra el mismo deudor y sobre el mismo inmueble. Por tanto, la 
negativa del juez natural de ordenar la inscripción en el Registro Público 
de la Propiedad el embargo trabado sobre un bien inmueble, constituye 
una violación procesal de imposible reparación, impugnable en amparo 
indirecto, ya que afecta de manera directa e inmediata un derecho 
sustantivo, del cual no se ocupará la sentencia definitiva ni podría 
repararse la afectación aun obteniendo sentencia favorable, pues la 
falta de inscripción en dicho Registro, impide que surja el derecho 
preferente del acreedor frente a otros créditos que puedan fincarse 
sobre el mismo. 
 
 
Contradicción de tesis 205/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito. 3 de febrero de 
2010. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  30/2010 
 
 

ABANDONO DE FAMILIA. EL INCUMPLIMIENTO INJUSTIFICADO 
DEL PAGO DE LA PENSIÓN ALIMENTICIA DECRETADO EN UNA 
SENTENCIA DE DIVORCIO VOLUNTARIO, NO CONFIGURA EL 
DELITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 282 DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN, PERO SÍ EL PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 280 DEL MISMO ORDENAMIENTO. El delito de 
abandono de familia previsto por el artículo 282 del Código Penal para 
el Estado de Nuevo León exige para su integración la existencia de una 
obligación alimenticia derivada de una sentencia condenatoria, por lo 
que tal figura no se actualiza cuando esa obligación deriva de una 
sentencia de divorcio voluntario, toda vez que esta resolución es de 
naturaleza constitutiva al establecer derechos y obligaciones para las 
partes, cónyuges e hijos, como la relativa a suministrar alimentos a los 
menores a partir de un convenio celebrado entre los consortes sin que 
exista controversia entre éstos, a diferencia de las sentencias de 
condena que son aquellas que imponen obligaciones de dar, hacer o no 
hacer a la parte que resulte culpable en la controversia dirimida; sin 
embargo, el incumplimiento injustificado del deudor en el pago de la 
pensión alimenticia derivada de una sentencia de divorcio por mutuo 
consentimiento configura el delito previsto en el artículo 280 del citado 
Código, ya que éste no restringe el surgimiento de la obligación de 
ministrar alimentos a algún medio o acto jurídico específico, sino que 
prevé como condición el incumplimiento injustificado de la obligación 
alimentaria, debido a que la intención del legislador local fue crear un 
marco jurídico acorde con los compromisos y convenciones 
internacionales en materia de derechos humanos y de protección a los 
derechos de los niños.  
 
 
Contradicción de tesis 407/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Cuarto Circuito. 3 de febrero de 2010. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de febrero de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de febrero de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   31/2010 
 

CONFESIÓN. TIENE ESE CARÁCTER LA DECLARACIÓN DEL 
INCULPADO, EN EL CASO DEL DELITO CONTRA LA SALUD 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 195, PRIMER PÁRRAFO, DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL, CUANDO NO RECONOCE EL 
ELEMENTO SUBJETIVO ESPECÍFICO REQUERIDO POR LA LEY Y 
ADUCE QUE LA POSESIÓN DEL NARCÓTICO ES PARA SU 
CONSUMO PERSONAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 
VEINTE DE AGOSTO DE DOS MIL NUEVE). La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que la confesión, llamada 
impropiamente como calificada, es aquella en la que el acusado 
confiesa el hecho ilícito, pero introduce a su favor una causa excluyente 
o modificativa de responsabilidad. Dicha confesión, en principio, es 
indivisible y, por ende, debe admitirse en su integridad, pero si no es 
verosímil o se encuentra contradicha por otros elementos de prueba, 
entonces podrá dividirse, para tomar en cuenta sólo lo que perjudica al 
inculpado y no lo que le beneficia. Atento a lo anterior, se concluye que 
la declaración del inculpado, en el caso del delito contra la salud en su 
modalidad de posesión de narcóticos referida en el artículo 195, primer 
párrafo, del Código Penal Federal, adquiere el carácter de confesión 
calificada, cuando reconoce la posesión del narcótico pero no la 
finalidad de realizar alguna de las conductas establecidas en el diverso 
numeral 194 del citado ordenamiento y, en cambio, aduce que el 
narcótico está destinado para su consumo personal.  Ello es así porque 
tal declaración no entraña la negativa de delito alguno, en virtud de que 
puede actualizarse la posesión simple a la que alude el artículo 195 bis 
del Código Penal Federal, y además se prevale de una auténtica 
excluyente de responsabilidad, en términos del artículo 195, segundo 
párrafo, de dicho Código y 525 del Código Federal de Procedimientos 
Penales. En este caso, pueden presentarse cualquiera de dos hipótesis, 
a saber: i) que sea creíble y verosímil el que la posesión del narcótico 
sea por una sola vez y en cantidad tal que pueda presumirse que está 
destinada a su consumo personal, en términos del artículo 195, 
segundo párrafo, del Código Penal Federal, en cuyo caso la confesión 
no podrá dividirse y beneficiará en su integridad al procesado; o bien, ii) 
que la confesión al respecto no sea creíble ni verosímil y se encuentre 
contradicha, en cuyo caso constituirá una confesión calificada divisible, 
de la que sólo se podrá tener por cierto lo que le perjudica al inculpado 
y no lo que le beneficia. 
 
 
Contradicción de tesis 379/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito; el 
entonces Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, actual 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito; 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito, anterior Cuarto Tribunal Colegiado del Quinto Circuito; y 
Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 27 de enero de 
2010. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 
y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
febrero de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  32/2010 
 

BENEFICIOS DE LIBERTAD ANTICIPADA. ES IMPROCEDENTE EL 
AMPARO INDIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DE LA 
DIRECCIÓN DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES DE LA 
SUBSECRETARÍA DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, POR 
MEDIO DE LA CUAL DECIDE SOBRE SU CONCESIÓN. Si bien es 
cierto que la referida Dirección (actualmente Dirección Ejecutiva de 
Sanciones Penales de la Secretaría de Gobierno del Distrito Federal) es 
la encargada de vigilar y dar seguimiento al procedimiento mediante el 
cual determina si procede la concesión de los beneficios de libertad 
anticipada (tratamiento preliberacional, libertad preparatoria y remisión 
parcial de la pena), también lo es que la determinación que emite no es 
definitiva y no causa perjuicio al quejoso, pues el artículo 54 de la Ley 
de Ejecución de Sanciones Penales para el Distrito Federal, establece 
que dicha resolución se someterá a consideración de la autoridad 
ejecutora, la cual es, según la fracción III del artículo 2o. de dicho 
ordenamiento, el Jefe de Gobierno actuando por conducto de la 
Secretaría y de la Subsecretaría de Gobierno del Distrito Federal. En 
ese orden de ideas, si el acto reclamado en el juicio de amparo lo 
constituye la resolución emitida por la Dirección de Ejecución de 
Sanciones Penales de la Subsecretaría de Gobierno del Distrito 
Federal, por medio de la cual decide sobre si concede o no alguno de 
los beneficios de la libertad anticipada y no la resolución que en su caso 
emita la autoridad ejecutora, a la cual está supeditada aquélla, dicha 
determinación no puede considerarse susceptible de afectar al quejoso 
por no constituir un acto definitivo y, por tanto, el juicio de garantías en 
su contra es improcedente con fundamento en la fracción XV del 
artículo 73 de la Ley de Amparo, por lo que debe sobreseerse en él 
conforme a la fracción III del artículo 74 del mismo ordenamiento. 
 
 
Contradicción de tesis 411/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Sexto, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 27 de enero de 2010. Cinco votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa 
López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
febrero de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  33/2010 
 

DOCUMENTO PRIVADO. LA COPIA CERTIFICADA POR 
FEDATARIO PÚBLICO LO HACE DE FECHA CIERTA A PARTIR DE 
QUE LO TUVO A LA VISTA PARA SU REPRODUCCIÓN Y, 
ÚNICAMENTE, PARA EL EFECTO DE HACER CONSTAR QUE 
EXISTÍA EN ESE MOMENTO. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que la fecha cierta de un documento privado es 
aquella que se tiene a partir del día en que tal instrumento se inscriba 
en un Registro Público de la Propiedad; desde la fecha en que se 
presente ante un fedatario público, o a partir de la muerte de cualquiera 
de los firmantes. De no darse alguno de esos supuestos, no puede 
considerarse que un documento es de fecha cierta, y por ende, no 
puede tenerse certeza de la realización de los actos que consten en 
tales documentos. Ahora bien, cuando ante un fedatario público se 
presenta un instrumento privado para su reproducción y certificación, la 
fe pública y facultades de que está investido permiten considerar que el 
instrumento reproducido existía en la fecha en que se realizó tal 
reproducción y cotejo. Por lo que la fecha cierta se adquiere a partir de 
dicha certificación y no a partir de la fecha que está asentada en el 
documento. Asimismo, tal certificación notarial no debe equipararse con 
los efectos jurídicos de una certificación notarial de la autenticidad de 
las firmas ni califica la legalidad del documento o de lo expresado en él.  
 
 
Contradicción de tesis 122/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Segundo Circuito. 3 de febrero de 2010. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Amparo Hernández Chong 
Cuy. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
febrero de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  34/2010 
 

SUSPENSIÓN. PROCEDE OTORGARLA CONTRA LA ORDEN DE 
REAPREHENSIÓN DICTADA EN CUMPLIMIENTO DE UNA 
SENTENCIA CONDENATORIA, AUN CUANDO ÉSTA HUBIESE 
CAUSADO EJECUTORIA. Procede conceder la suspensión cuando el 
acto reclamado lo constituye la orden de reaprehensión dictada en 
cumplimiento de una sentencia condenatoria en contra del reo, aun 
cuando ésta hubiese causado ejecutoria. Lo anterior es así, ya que si 
bien es cierto que entre los requisitos previstos en la fracción II del 
artículo 124 de la Ley de Amparo, se encuentra el relativo a que con la 
medida cautelar no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan 
disposiciones de orden público, también lo es que la orden de 
reaprehensión es un acto independiente de la sentencia ejecutoriada, 
cuya legalidad y constitucionalidad no han sido determinadas, y puede 
contravenir las leyes que la rigen. Por tanto, procede conceder la 
suspensión contra dicho acto, con el objeto de que el responsable 
quede a disposición del Juez de Distrito únicamente por cuanto a su 
libertad personal, y a disposición del Juez de la causa para la 
continuación del procedimiento, lo cual no contraviene el interés social 
ni las disposiciones de orden público, pues con tal medida cautelar 
solamente se posterga la compurgación de la pena impuesta en la 
sentencia firme, ya que la sociedad está interesada en que quienes 
resulten penalmente responsables de la comisión del delito en una 
sentencia ejecutoria purguen la pena correspondiente. Esto es, al 
concederse la suspensión contra la orden de reaprehensión, no se 
determina que el sentenciado no compurgue dicha condena, sino que 
únicamente se postergue hasta en tanto exista certeza legal de que, 
con independencia de la sentencia firme, tal acto se haya llevado a 
cabo de acuerdo con la legislación que lo rige, y no se violen preceptos 
de la Constitución Federal; de no ser así, se afectarían disposiciones de 
orden público, aunado a que, en la observancia de la legislación relativa 
y de los principios contenidos en la Ley Fundamental, la sociedad en 
general tiene un interés superlativo, pues está interesada en que 
cualquier acto que afecte la libertad de una persona se lleve a cabo 
conforme a las disposiciones vigentes.  
 
 
Contradicción de tesis 369/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito. 10 de 
febrero de 2010. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
febrero de dos mil diez.- Doy fe 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  35/2010 
 

REVISIÓN CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE CONCEDE LA 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA. SI DURANTE SU TRÁMITE EL JUEZ DE 
DISTRITO DEJA SIN EFECTOS LA MEDIDA CAUTELAR POR NO 
HABER SIDO EXHIBIDA LA GARANTÍA CORRESPONDIENTE, EL 
RECURSO NO QUEDA SIN MATERIA. De los artículos 124, 124 Bis, 
125 y 139 de la Ley de Amparo, se advierte que si estando en trámite 
un recurso de revisión interpuesto contra la interlocutoria que otorga la 
suspensión definitiva en un juicio de amparo, el Juez de Distrito informa 
que dejó sin efectos la medida cautelar porque el quejoso no exhibió la 
garantía requerida, el recurso no queda sin materia, en virtud de que el 
único efecto de esa actuación es que la autoridad responsable pueda 
ejecutar el acto reclamado; sin embargo, en esas circunstancias, el 
quejoso puede exhibir el monto exigido, pues ello constituye un 
requisito de efectividad que no conlleva la revocación de la suspensión 
concedida. Así, una vez que se cumplan requisitos de efectividad y 
mientras no se haya ejecutado el acto reclamado, se reanudan los 
efectos de la suspensión, la cual constituye la materia de la revisión, por 
lo que el Tribunal Colegiado de Circuito debe proseguir con su estudio y 
resolverlo. 
 
 
Contradicción de tesis 450/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 17 de 
febrero de 2010. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
febrero de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  36/2010 
 
 

CONTRATO DE COMPRAVENTA. NO SE REQUIERE SU 
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD 
PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO PARA LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. El contrato de 
compraventa nace a la vida jurídica cuando una de las partes se obliga 
a transferir la propiedad de una cosa o de un derecho, y la otra se 
compromete a pagar un precio cierto y en dinero, momento a partir del 
cual existe traslación de propiedad, aunque deban quedar a salvo los 
derechos de terceros con buena fe registral, incluso en los casos en 
que la ley exige cierta formalidad para la celebración del contrato, ya 
que la ausencia de dicha forma no produce la inexistencia del acto, sino 
un vicio subsanable. Así, si se demuestra la existencia del contrato de 
compraventa, y con él un derecho subjetivo existente y afectado 
mediante el acto reclamado en el juicio de amparo, debe tenerse por 
acreditado el interés jurídico, pues las inscripciones hechas en el 
Registro Público de la Propiedad sólo tienen efectos declarativos y no 
constitutivos, a fin de que los actos registrados surtan efectos contra 
terceros, de manera que los derechos que se tengan sobre los bienes, 
como el derecho de propiedad, provienen del acto jurídico celebrado 
entre las partes y no de su inscripción en dicho Registro. Esto es, no es 
indispensable que el contrato de compraventa esté inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad para demostrar el interés jurídico para 
la procedencia del juicio de amparo en que se reclame un acto de 
autoridad que afecte tales derechos, lo cual no implica prejuzgar sobre 
la concesión del amparo ni respecto de la eficacia del contrato de 
compraventa frente a las partes en el juicio de origen o frente a 
terceros. 
 
 
Contradicción de tesis 127/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 17 de febrero de 2010. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza 
López Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
febrero de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
febrero de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  37/2010 
 
 

JUICIO POLÍTICO. LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL TRIBUNAL 
SUPERIOR DE JUSTICIA DE UN ESTADO, ACTUANDO COMO 
JURADO DE SENTENCIA, CONSTITUYE UN ACTO DE 
NATURALEZA POLÍTICA, POR LO QUE SE ACTUALIZA LA 
CAUSAL DE IMPROCEDENCIA ESTABLECIDA EN LA FRACCIÓN 
VIII DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO. La resolución que 
emita el tribunal superior de justicia de un estado actuando como 
órgano de sentencia dentro de un juicio político es de naturaleza política 
ya que se encuentra inscrita en un procedimiento que en su totalidad 
participa de las características de un sistema de control político: a) 
responden a un criterio de oportunidad política, b) se controlan actos y 
personas, no normas o productos normativos, c) el parámetro de control 
es político o surge de la misma voluntad política del órgano que 
controla, y finalmente d) el resultado es una sanción de carácter 
político: destitución o inhabilitación en el cargo. En este sentido, el que 
la autoridad que ejerza el control político sea alguno de los tribunales 
superiores de justicia de los estados o que éstos tengan alguna 
participación en el proceso de atribución de responsabilidades políticas, 
no es razón válida para catalogar su actuación como jurisdiccional, toda 
vez que aun cuando es costumbre o regla general entender como 
coincidentes el carácter formal y material de las atribuciones de los 
órganos del Estado, lo correcto es atender a la naturaleza de la función. 
En consecuencia, dada la naturaleza del procedimiento y de las 
actuaciones de las autoridades que participan en él, cuando las 
constituciones correspondientes las califiquen como decisiones 
soberanas y discrecionales, se actualiza la causal de improcedencia 
establecida en la fracción VIII del artículo 73 de la Ley de Amparo. 
 
 
Contradicción de tesis 31/2006-PL. Entre las sustentadas por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito 
y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito. 11 de 
noviembre de 2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Raúl Manuel Mejía Garza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de marzo de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de marzo de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  38/2010 
 
 

DELITO CONTRA LA SALUD. SE ACTUALIZA LA POSESIÓN DEL 
NARCÓTICO CON FINES DE SUMINISTRO Y NO LA TENTATIVA DE 
SUMINISTRO GENÉRICO, CUANDO EL SUJETO ACTIVO 
PRETENDE INTRODUCIR UN ESTUPEFACIENTE A UN CENTRO DE 
RECLUSIÓN PARA HACERLO LLEGAR A UN INTERNO Y NO LO 
LOGRA POR CAUSAS AJENAS A SU VOLUNTAD. En el caso de un 
sujeto que se presenta en un centro de reclusión con el fin de hacer 
llegar a un interno algún narcótico de los previstos en el artículo 193 del 
Código Penal Federal, sin lograr su objetivo por causas ajenas a su 
voluntad, en la especie, por haber sido descubierto por personal de 
seguridad de la prisión, se tipifica el delito de posesión con fines de 
suministro establecido en el artículo 195 del Código Penal Federal y no 
el de suministro genérico en grado de tentativa, contenido en la fracción 
I del artículo 194 en relación con el numeral 12, ambos del propio 
ordenamiento. Lo anterior es así, porque de la exposición de motivos de 
la reforma al indicado artículo 193 publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de enero de 1994, se advierte que el delito de 
posesión con fines de suministro fue creado por el legislador con la 
intención de extender la punibilidad de este tipo de delitos más allá de 
la simple tentativa, esto es, tipificó en forma autónoma actos de 
ejecución del ilícito no consumado, incluso preparatorios, siempre que 
resulten unívocos, esto es, que revelen la intención de cometer el ilícito 
penal pero que por una razón ajena a su voluntad no continuaron con 
su realización; ello con el fin de evitar que queden impunes tales 
conductas. 
 
 
 
Contradicción de tesis 2/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Cuarto Circuito. 10 de febrero de 2010. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de marzo de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de marzo de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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DELITO CONTRA LA SALUD. SI DURANTE EL PROCEDIMIENTO 
SE ADVIERTE QUE SE ESTÁ SIGUIENDO POR EL DELITO DE 
TENTATIVA DE SUMINISTRO Y NO POR EL DE POSESIÓN CON 
FINES DE SUMINISTRO, DEBE HACERSE LA RECLASIFICACIÓN 
CORRESPONDIENTE Y NO ORDENARSE LA LIBERTAD DEL 
INCULPADO. En el caso de que el sujeto activo se presente en un 
centro de reclusión con el fin de hacer llegar a un interno algún 
narcótico de los previstos en el artículo 193 del Código Penal Federal, 
sin que logre su objetivo por causas ajenas a su voluntad, el delito que 
se tipifica es el de posesión con fines de suministro establecido en el 
artículo 195 del Código Penal Federal y no el de suministro genérico en 
grado de tentativa contenido en la fracción I del artículo 194 en relación 
con el numeral 12, ambos del propio ordenamiento; sin embargo, ello 
no conlleva a concluir que por esa razón, ante un proceso en donde no 
se haya emitido sentencia ejecutoriada seguido por el delito de tentativa 
de suministro deba decretarse la libertad a favor del procesado, sino 
que al tratarse de los mismos hechos y en atención al principio de 
mayor beneficio, lo conducente es dictar orden de aprehensión, auto de 
formal prisión, o en su caso sentencia, según el estado procesal de que 
se trate, por el delito de posesión con fines de suministro que es el que 
realmente se actualiza, sin que ello menoscabe las garantías del 
inculpado, pues esto no implica una variación del delito contra la salud, 
sino una modalidad diversa por especialización, aunado a que tal 
reclasificación le resulta más benéfica en tanto que su punibilidad es 
menor. 
 
 
Contradicción de tesis 2/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materia Penal del 
Cuarto Circuito. 10 de febrero de 2010. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de marzo de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de marzo de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  40/2010 
 
 

DECLARATORIA DE PERJUICIO EMITIDA POR LA SECRETARÍA 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. NO CONSTITUYE UN 
ELEMENTO DEL DELITO DE CONTRABANDO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 103, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. La declaratoria de perjuicio emitida por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, a que se refiere el artículo 92 del Código 
Fiscal de la Federación, constituye un presupuesto de la acción penal, 
en tanto que es previo al proceso, según se deduce del epígrafe del 
artículo en comento, que señala con transparencia que son condiciones 
que se requieren “para proceder penalmente por los delitos fiscales”. 
Empero, el requisito en cuestión, nada tiene que ver con la existencia o 
inexistencia del delito previsto en el diverso artículo 103, fracción II del 
mismo Código, en virtud de que no forma parte del tipo penal, puesto 
que la tipicidad se verifica con antelación a que la declaración en 
cuestión ocurra; no condiciona el carácter de la antijuridicidad, atento a 
que la mera verificación de la conducta típica contraría el orden jurídico, 
sin necesidad de que se presente la declaración de la autoridad 
hacendaria; y no incide en la capacidad de autodeterminación del sujeto 
activo que es lo que le da contenido a la culpabilidad, ya que la 
conducta es reprochable penalmente, con independencia de que exista 
o no la declaración de referencia. En consecuencia, es claro que la 
figura en cuestión yace fuera del delito, por lo que no es posible afirmar 
que la misma sea parte del mismo, puesto que no integra a ninguno de 
sus elementos. 
 
 
Contradicción de tesis 396/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del Vigésimo Noveno 
Circuito. 17 de febrero de 2010. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diez de marzo de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, once de marzo de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  41/2010 
 
 

EVICCIÓN. PARA LA CONDENA AL SANEAMIENTO POR DICHA 
HIPÓTESIS, BASTARÁ DEMOSTRAR QUE MEDIANTE 
RESOLUCIÓN EL ADQUIRENTE DE UN BIEN O DERECHO LO 
PERDIÓ TOTAL O PARCIALMENTE POR LA DECLARATORIA DE 
EXISTENCIA DE UN MEJOR DERECHO QUE EL SUYO 
(LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE MÉXICO Y JALISCO). De 
los artículos 1948 al 1969 del Código Civil para el Estado de México 
promulgado el veintinueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
seis (abrogado el siete de junio de dos mil dos); y 1622 a 1645 del 
ordenamiento estatal del mismo nombre pero para el Estado de Jalisco, 
se desprende que la condena al saneamiento en el caso específico de 
la evicción y en agravio del transferente de un bien o derecho, 
procederá cuando el adquirente sufra su pérdida total o parcial 
mediante una declaratoria de existencia de un mejor derecho que el 
suyo y de persona ajena, y a pesar de que el bien o derecho se hubiera 
transmitido de buena fe mediante contrato de compraventa, permuta, 
arrendamiento y, en general, por cualquier acto traslativo de dominio o 
de uso, pero siempre que esa declaración se encuentre en sentencia y 
en la cual se contenga el reconocimiento de la existencia de un mejor 
derecho que supere al invocado por éste, trayendo como resultado 
dicha pérdida total o parcial. 
 
 
Contradicción de tesis 297/2009. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 20 de enero 
de 2010. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Emmanuel Rosales Guerrero. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de marzo 
de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de marzo de 
dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL   42/2010 
 
 

DELITOS CONTRA LA SALUD. EL ARTÍCULO TERCERO 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 20 DE AGOSTO DE 2009, VIOLA EL PRINCIPIO 
DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL 
GOBERNADO. El mencionado transitorio, al establecer que a las 
personas procesadas o sentenciadas que hayan cometido con 
anterioridad a la entrada en vigor del citado decreto uno de los delitos 
que contempla, les serán aplicables las disposiciones vigentes en el 
momento en que se haya cometido, viola el principio de retroactividad 
de la ley en beneficio del gobernado, contenido en el primer párrafo del 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues con ello se impide aplicar a favor del procesado o sentenciado, la 
ley que le resulte más favorable. No es óbice para lo anterior, que las 
autoridades locales no hayan adecuado sus legislaciones para su 
intervención en la aplicación de las normas contenidas en ese Decreto, 
como lo previene su artículo primero transitorio, toda vez que desde su 
entrada en vigor, que fue el día siguiente de su publicación, las 
autoridades federales conocerán de los delitos que establece el 
Capítulo VII de la Ley General de Salud, entre otros casos, cuando, 
independientemente de la cantidad del narcótico, el Ministerio Público 
de la Federación prevenga en el conocimiento del asunto, según se 
ordena en el también adicionado artículo 474 de dicho ordenamiento. 
 

Amparo en revisión 2270/2009. 24 de febrero de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Blanca Lobo 
Domínguez. 
 
Amparo en revisión  2247/2009. 10 de marzo de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román.  
 
Amparo en revisión 2265/2009. 10 de marzo de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Amalia Tecona 
Silva. 
 
Amparo en revisión 2269/2009. 10 de marzo de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Amalia Tecona 
Silva. 
 
Amparo en revisión 32/2010. 10 de marzo de 2010. Cinco votos. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana 
Penagos Robles.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de siete de abril de 



 

dos mil diez. México, Distrito Federal, ocho de abril de dos mil diez.  
Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 

 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 
 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  43/2010 
 
 

DOMICILIO PARA RECIBIR NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL 
AMPARO. EL QUEJOSO, TERCERO PERJUDICADO O PERSONA 
EXTRAÑA AL JUICIO, PUEDEN  SEÑALARLO EN LA ZONA 
METROPOLITANA O CONURBADA AL MUNICIPIO O CIUDAD 
DONDE EL JUEZ O TRIBUNAL QUE CONOZCA DEL ASUNTO 
TENGA SU LUGAR DE RESIDENCIA. Conforme al artículo 30, 
fracción I, de la Ley de Amparo, para efectos de recibir notificaciones 
personales en el juicio de garantías, el quejoso, tercero perjudicado o 
persona extraña al juicio deben señalar domicilio en el lugar de 
residencia del juez o tribunal que conozca del asunto. La expresión 
“lugar de la residencia del juez o tribunal que conozca del asunto” 
contenida en el citado artículo, debe entenderse como el municipio o 
ciudad donde se asienta el domicilio de dichas autoridades. Por tanto, si 
el domicilio del juez o tribunal se encuentra en determinado municipio o 
ciudad, que a su vez forma parte de una zona conurbada o área 
metropolitana por estar declarado así en la ley o decreto emitido por la 
autoridad competente para ello, es indudable que los interesados 
pueden señalar domicilio en la zona conurbada al municipio o área 
metropolitana donde esté ubicada la sede o residencia del juez o del 
tribunal que conozca del asunto, siempre y cuando dicha área 
metropolitana o zona conurbada corresponda al circuito judicial del 
juzgado o tribunal de que se trate, establecido por el Consejo de la 
Judicatura Federal mediante acuerdos generales. 
 
 
Contradicción de tesis 191/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo, todos del Cuarto Circuito; el Primer Tribunal Colegiado del 
Octavo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil, ambos 
del Segundo Circuito. 10 de marzo de 2010. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA  NACIÓN  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha catorce de abril de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, quince de abril de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  44/2010 
 
 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL PROCEDIMIENTO 
MERCANTIL. EL RECURSO DE APELACIÓN, ADMITIDO EN EL 
EFECTO DEVOLUTIVO, QUE VERSA SOBRE EL DESAHOGO DE 
PRUEBAS, NO CONSTITUYE UNA CUESTIÓN PREVIA QUE IMPIDA 
QUE OPERE AQUELLA FIGURA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
1076, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO DE COMERCIO. La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 
6/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 53, con el 
rubro: “CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL PROCEDIMIENTO 
MERCANTIL. NO OPERA CUANDO LA MATERIA DEL RECURSO DE 
APELACIÓN ADMITIDO SÓLO EN EFECTO DEVOLUTIVO ESTÁ 
CONSTITUIDA POR EL ANÁLISIS DE UNA CUESTIÓN QUE DEBE 
RESOLVERSE DE MANERA PREVIA.”, estableció el criterio bajo el 
cual las cuestiones previas son aquellos aspectos de naturaleza 
trascendental que inciden directa e inmediatamente en la debida 
consecución del procedimiento, que por constituir un elemento esencial 
del juicio deben ventilarse antes de que éste continúe, teniendo  
impacto en el resultado final del juicio. Esto es, dichos supuestos 
derivan de la imposibilidad de que las partes sigan actuando en el juicio 
ante la necesidad de que alguna cuestión directa o indirectamente 
relacionada con éste sea resuelta primero, porque efectivamente las 
partes y el juez no pueden actuar sino hasta que se dirima esa cuestión, 
por lo que no corre el plazo de caducidad de la instancia, pues ello 
implicaría sancionar a las partes con la perención del juicio cuando 
éstas no están en posibilidad de actuar. Así, el recurso de apelación 
admitido en el efecto devolutivo cuya materia versa sobre el desahogo 
de pruebas no puede considerarse como una cuestión previa que deba 
resolverse para poder seguir con el trámite del juicio principal, porque 
nada impide a las partes y al juez seguir actuando en la instancia 
principal, pues éste puede ordenar el desahogo de las probanzas que 
se encuentren admitidas y con base en ellas dictar sentencia definitiva, 
máxime que las violaciones que hubiere en relación con dichos 
aspectos afectarían la garantía de defensa de las partes e influirían si 
trascendiera su resultado al fallo final que se dicte en el juicio. Por tanto, 
el recurso de apelación admitido en el efecto devolutivo, que versa 
sobre el desahogo de pruebas, no constituye una cuestión previa que 
impida que opere la caducidad de la instancia en materia mercantil, en 
términos del artículo 1076, fracción VI, del Código de Comercio.  
 
 
Contradicción de tesis 384/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto 
Circuito. 24 de marzo de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha catorce de abril de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, quince de abril de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  45/2010 
 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. LA FACULTAD DEL JUEZ DE DISTRITO 
PARA CONOCER DE LOS DEL FUERO COMÚN QUE TENGAN 
CONEXIDAD CON ILÍCITOS FEDERALES, NO IMPLICA QUE LAS 
CONDUCTAS DEBAN ANALIZARSE A LA LUZ DE LA 
DESCRIPCIÓN TÍPICA PREVISTA EN EL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL. Conforme al segundo párrafo del artículo 10 del Código 
Federal de Procedimientos Penales, en caso de concurso de delitos los 
jueces federales son competentes para juzgar los del fuero común que 
tengan conexidad con ilícitos federales, de manera que las conductas 
típicas del fuero común sujetas a proceso deben conservar ese carácter 
una vez que el juez de distrito conozca del asunto. Esto es, la conducta 
que puede constituir delito del orden común debe calificarse y 
sancionarse en términos del ordenamiento local, independientemente 
de que el juez federal esté conociendo de dichos delitos con motivo de 
la conexidad, sin que la atracción de los delitos locales, por su 
conexidad con otros pertenecientes al orden federal, tenga el efecto de 
modificar la descripción de la conducta típica realizada por el legislador 
local, pues la naturaleza del delito se determina por el lugar en donde 
se cometió, a menos que se surta alguna causal por la que el delito 
deba considerarse federal, conforme al artículo 50 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación. 
 
 
Contradicción de tesis 378/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Séptimo, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 24 de marzo de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Rocío Balderas Fernández. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha catorce de abril de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, quince de abril de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  46/2010 
 
 

ABANDONO DE PERSONAS. PARA LA CONFIGURACIÓN DE ESE 
DELITO BASTA CON QUE QUIEN TIENE EL DEBER DERIVADO DE 
UNA DETERMINACIÓN O SANCIÓN JUDICIAL DE PROPORCIONAR 
A OTRO LOS MEDIOS DE SUBSISTENCIA DEJE DE HACERLO SIN 
CAUSA JUSTIFICADA (LEGISLACIÓN PENAL DE LOS ESTADOS 
DE GUANAJUATO, CHIAPAS Y PUEBLA). De los artículos 215, 138 y 
347 de los Códigos Penales de Guanajuato, Chiapas (abrogado) y 
Puebla, respectivamente, se deriva que para que se actualice el tipo 
penal de incumplimiento de las obligaciones de asistencia familiar 
(Guanajuato), incumplimiento de deberes alimentarios (Chiapas) o 
abandono de persona (Puebla), se requiere que: 1) el activo abandone 
y deje de cumplir su obligación de asistencia; 2) carezca de motivo 
justificado para ello, y 3) en virtud de esa conducta, los acreedores 
queden sin recursos para atender sus necesidades de subsistencia 
entendida esta desde el punto de vista del derecho alimentario. En ese 
sentido, aun cuando la legislación penal de los Estados de Guanajuato, 
Chiapas y Puebla, no hace mención  a los recursos propios que 
aquéllos tengan o al apoyo que reciban o puedan recibir de terceras 
personas, es indudable que para la configuración del tipo penal basta 
con que quien tiene el deber derivado de una determinación, mandato o 
sanción judicial, de proporcionar a otro los medios de subsistencia, deje 
de hacerlo sin causa justificada. Ello es así, porque al tratarse de un 
delito de peligro no es preciso que los acreedores se encuentren en 
situación de desamparo absoluto real, surgido de la ausencia de 
recursos que permitan su subsistencia, la cual en su concepción 
jurídica, se presume ante la disposición de un juez civil, que 
previamente constató las necesidades del acreedor y las posibilidades 
del deudor, razón por la que la obligación a su cargo no puede 
desplazarse a otra persona en tanto que una autoridad judicial 
determinó que es a él y no a alguien más a quien corresponde 
garantizar la subsistencia de sus acreedores, lo que responde a un 
espíritu tutelar para la institución de la familia, pues elevando el 
incumplimiento a la categoría de ilícito penal se pretende castigar el 
abandono de quien debiendo amparar a los miembros de la familia que 
lo necesitan, los abandona sin justo motivo. 
 
 
 
Contradicción de tesis 126/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Sexto Circuito, hoy Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Sexto Circuito. 10 de febrero de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Constanza Tort San Román. 
 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 



 

Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de abril de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintidós de abril de dos mil 
diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  47/2010 
 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. NO OPERA CUANDO EL 
INCULPADO ESTÁ GOZANDO DEL BENEFICIO DE LIBERTAD 
PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. La Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que la prescripción de la acción penal no opera 
cuando el procesado se encuentra subjúdice, es decir, a disposición de 
la autoridad instructora, como es el caso en el que el acusado está 
disfrutando de la libertad caucional, pues la condición indispensable 
para que aquélla opere, es la imposibilidad que para el ejercicio de la 
acción penal opone la sustracción del acusado a la justicia que, unida al 
olvido del acto antijurídico consecutivo al transcurso del tiempo, se 
traduce en la exigencia social de confirmar la situación jurídica de los 
individuos en la remisión de sus infracciones; sin embargo, al estar 
disfrutando de tal beneficio, el inculpado no deja de estar sometido a la 
acción de las autoridades. Por tanto, la prescripción de la acción penal 
no opera en un proceso en el que se concedió la libertad provisional 
bajo caución al inculpado, porque en su situación se encuentra 
restringida su libertad, restricción que continúa viva y produciendo 
efectos mientras se pronuncia la sentencia definitiva, ya que el beneficio 
de dicha libertad caucional tiene el efecto de que los acusados no sean 
recluidos en los centros de readaptación, quedando sujetos a la 
potestad judicial por lo que al no practicarse diligencias en el proceso, 
no significa que corra el plazo de la prescripción de la acción penal 
porque ésta opera, como se dijo, cuando el acusado se sustrae de la 
justicia. Máxime que este Alto Tribunal ha sostenido que la 
consignación interrumpe la prescripción de la acción penal, pues si el 
ejercicio de ésta inicia con la consignación, resulta incongruente estimar 
que ésta no interrumpe la prescripción de la acción penal, toda vez que 
sería tanto como considerar que el derecho prescribe mientras se 
ejerce.  
 
 
Contradicción de tesis 448/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Octavo Circuito. 10 de marzo de 2010. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana 
Penagos Robles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiuno de abril de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintidós de abril de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL   48/2010. 

 
 

SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS 
MEXICANAS. EL ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO, INCISO B), 
EN RELACIÓN CON EL NUMERAL 31, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
DEL INSTITUTO RELATIVO, QUE PREVÉN EL HABER DE RETIRO 
DIFERENCIADO ENTRE LOS MILITARES, NO VIOLAN LA 
GARANTÍA DE IGUALDAD. El artículo primero transitorio, inciso b), en 
relación con el numeral 31, fracción III, de la Ley del Instituto de 
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, al establecer 
un haber de retiro diferenciado entre los militares retirados con treinta 
años de servicios efectivos o más, y los retirados que no cumplan con 
dichos años, no violan la garantía de igualdad contenida en el artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ello es 
así, porque el criterio de distinción utilizado por la Ley no es el origen 
étnico o nacional, el género, la edad, el hecho de tener capacidades 
diferentes, la religión, el estado civil, ni cualquier otro que permita 
identificar a una categoría de personas que compartan o compartieron, 
en una serie de contextos relevantes, una condición de exclusión o 
tengan por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas, ya que la norma distingue entre unos individuos y otros por 
los años de servicios efectivos prestados, sin que ésta se ajuste en un 
elemento que atente contra la dignidad humana. De ahí que la 
distinción normativa obedece a una finalidad objetiva, contemplada en 
la Constitución: la protección a la seguridad social; además, es 
instrumentalmente adecuada para cumplir con su objeto constitucional, 
esto es, se trata de una medida que busca reconocer la permanencia 
en el servicio de los militares con treinta o más años de servicio, en 
aras de que mantengan una vida decorosa y digna acorde con su 
jerarquía militar.  
 
Amparo en revisión 2074/2009. **********. 4 de noviembre de 2009. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 2045/2009.  **********. 4 de noviembre de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel 
Ángel Antemate Chigo. 
 
Amparo en revisión 2190/2009. **********. 25 de noviembre de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina 
Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 2183/2009. **********. 20 de enero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 2207/2009. **********. 27 de enero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron aprobados por la 
Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintiuno de abril 
de dos mil diez. México, Distrito Federal, veintidós de abril de dos 
mil diez. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 

 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  49/2010 
 
 
 

ORDEN DE APREHENSIÓN. CUANDO LA AVERIGUACIÓN PREVIA 
SE CONSIGNE POR DELITOS GRAVES SIN DETENIDO, DEBE SER 
LIBRADA POR AUTORIDAD COMPETENTE, PUES NO SE ESTÁ EN 
PRESENCIA DE UNA DILIGENCIA URGENTE DE LAS QUE NO 
ADMITEN DEMORA. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al interpretar el artículo 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, estableció que la orden de aprehensión 
es un acto que afecta a la persona, al restringir provisionalmente su 
libertad personal o ambulatoria, por lo que el juzgador que la emita 
debe ser legalmente competente para conocer del proceso penal que 
llegue a instruirse con motivo de los delitos por los que la libra. 
Asimismo, el artículo 432 del Código Federal de Procedimientos 
Penales obliga al juez a que, tratándose de consignaciones con 
detenido, practique las diligencias que no admitan demora o, en su 
caso, dicte el auto de formal prisión o el de libertad por falta de 
elementos para procesar, antes de que se resuelva la competencia por 
declinatoria, para que se respeten irrestrictamente los términos 
previstos en la Constitución, como son los de cuarenta y ocho y setenta 
y dos horas que se fijan para la declaración preparatoria y para resolver 
la situación jurídica del imputado, respectivamente. Sin embargo, el 
mencionado precepto no reconoce competencia extraordinaria al juez 
para que actúe en lo relativo a la solicitud de libramiento de una orden 
de aprehensión proveniente de la consignación de una averiguación 
previa por cualquier clase de delito sin detenido, bajo el argumento de 
que se trata de una diligencia urgente que no admite demora, pues no 
subyace dicha necesidad. Por tanto, conforme al artículo 142 del 
Código citado, la solicitud antes descrita no constituye una diligencia 
urgente que no admite demora, porque el órgano jurisdiccional no tiene 
que inadvertir un aspecto de previo y especial pronunciamiento, que por 
su naturaleza constituya un presupuesto procesal, como lo es 
determinar si es legalmente competente para librar la orden de 
aprehensión solicitada por el agente del Ministerio Público y para 
conocer del proceso penal que llegue a instaurarse. Esto es así, porque 
los términos establecidos en la consignación para su radicación y la 
orden o negativa de la aprehensión inciden y son aplicables al juez que 
sea competente de acuerdo con los órdenes jurídicos que regulan sus 
atribuciones, mas no pueden constituir un criterio para fijar dicha 
competencia. 
 
 
 
Contradicción de tesis 436/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 7 de abril de 
2010. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 



 

de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha nueve de junio de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, diez de junio de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   50/2010 
 
 

EXPROPIACIÓN DE BIENES ARRENDADOS. SUPUESTOS EN LOS 
QUE EL PARTICULAR PRIVADO DE SU DERECHO REAL DE 
PROPIEDAD (ARRENDADOR), PUEDE PERCIBIR EL PAGO DE LAS 
RENTAS VENCIDAS.  El acto jurídico administrativo de expropiación 
tiene como efecto jurídico la extinción del derecho real de propiedad, y 
en caso de que el inmueble expropiado sea objeto de un contrato de 
arrendamiento, éste también se extingue por virtud de aquél acto, de 
manera que quien es dueño y arrendador no tiene acción contractual 
para reclamar el pago de rentas.  Sin embargo, cuando subsiste la 
situación de hecho, consistente en que quien fue arrendatario siga 
beneficiándose del uso y goce del bien expropiado porque el Estado no 
lo ha ocupado físicamente, se producen también consecuencias 
jurídicas. En efecto, debe considerarse que el antiguo propietario 
conserva su calidad de poseedor originario del bien, posesión de buena 
fe y derivada de un título traslativo de dominio, de manera que tiene a 
su disposición la acción derivada del hecho jurídico de la posesión, con 
facultades, por ministerio de ley, a percibir los frutos civiles por 
concepto de las rentas producidas día a día por el uso y goce que 
beneficia al anterior arrendatario, quien es poseedor derivado del bien, 
hasta que éste lo entregue, o el Estado ocupe físicamente el inmueble, 
caso en el que cesa de hecho la posesión; o bien, cuando se ordene la 
desocupación y entrega del bien expropiado, pues en ese momento 
deja de considerarse de buena fe la posesión.  Mientras ello no suceda, 
las rentas percibidas por el poseedor deberán regularse por las 
disposiciones que norman el contrato de arrendamiento. 
 
 
 
Contradicción de tesis 295/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Décimosegundo, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: Olga Sánchez Cordero de García Villegas y José de Jesús 
Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la 
Peza López Figueroa. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha nueve de junio de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, diez de junio de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL  51/2010 

 
 

CONFESIONAL EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL O FAMILIAR. EL 
PROVEÍDO POR EL QUE SE REQUIERE A UNA DE LAS PARTES 
CON RESIDENCIA EN LUGAR DISTINTO DE AQUEL EN QUE SE 
ENCUENTRA EL JUZGADO, PARA QUE COMPAREZCA 
PERSONALMENTE A DESAHOGAR LA PRUEBA RELATIVA, NO 
CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. El indicado proveído no constituye un acto de imposible 
reparación para efectos de la procedencia del amparo indirecto, toda 
vez que ocasiona una afectación a derechos adjetivos al obligar al 
justiciable a cumplir con las condiciones fijadas para el desahogo de la 
prueba, sin afectar de manera directa e irremediable algún derecho 
sustantivo, ya que ocasiona una molestia consustancial a la tramitación 
del procedimiento judicial. Por otra parte, el traslado que, en su caso, 
realice alguna de la partes en el juicio –del lugar de su residencia a 
aquel en el que se ubica el juzgado– puede generar gastos; sin 
embargo, éstos pueden ser materia de la sentencia o resolución que 
ponga fin al juicio, pues en materia civil los códigos de las entidades de 
la República establecen parámetros para reclamar y cuantificar los 
gastos y costas correspondientes, esto es, las erogaciones necesarias 
para iniciar, tramitar y concluir el juicio; además, el perjuicio económico 
del traslado de un lugar a otro no entraña afectación a un derecho 
previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, 
en consecuencia, no puede reclamarse en amparo indirecto.  
 
 
Contradicción de tesis 479/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 12 de mayo de 2010. Mayoría de tres votos. Disidentes: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha nueve de junio de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, diez de junio de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  52/2010 
 
 

CONFLICTO COMPETENCIAL EN ASUNTOS RELACIONADOS EN 
MATERIA DE AMPARO ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO DE LA MISMA CIRCUNSCRIPCIÓN TERRITORIAL. DEBE 
RESOLVERSE CON BASE EN EL CRITERIO PREVENCIÓN-
ASIGNACIÓN. Los conflictos de turno por conocimiento previo 
denominados “de asuntos relacionados”, se suscitan cuando en una 
misma circunscripción territorial un tribunal colegiado de circuito: 1) se 
niega a conocer de un asunto en el que el acto reclamado lo constituye 
una resolución o actuación dictada o ejecutada en el curso de un 
procedimiento penal, civil, laboral o contencioso-administrativo, en 
cualquiera de sus estados procesales; 2) aduce que guarda relación 
con un diverso asunto vinculado con la misma causa o procedimiento, 
del que con anterioridad ya correspondió su conocimiento a un tribunal 
diferente con jurisdicción en un mismo territorio; y 3) este último se 
niega a conocer del asunto. Ahora bien, para solucionar dichos 
conflictos debe estarse al criterio de prevención-asignación, esto es, 
fincando la competencia al tribunal que se turnó el asunto de mayor 
antigüedad, con independencia de: 1) la determinación que dicte en su 
admisión, desechamiento, prevención e incluso en su resolución de 
fondo; 2) su tipo (queja, revisión, amparo directo); y 3) el estadio 
procesal de la causa o procedimiento de origen. 
 
 
Competencia 52/2010. Suscitada entre los Tribunales Colegiados 
Segundo y Cuarto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 12 de 
mayo de 2010. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
Competencia 15/2010. Suscitada entre los Tribunales Colegiados 
Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 12 de 
mayo de 2010. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Luis Ceballos Daza. 
 
 
Competencia 85/2010. Suscitada entre el Tribunal Colegiado, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil, ambos del Segundo Circuito. 12 de mayo de 
2010. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio A. Montoya Rodríguez. 
 
 
Competencia 59/2010. Suscitada entre los Tribunales Colegiados 
Primero y Segundo, ambos en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito. 12 de mayo de 2010. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 
 
Competencia 71/2010. Suscitada entre los Tribunales Colegiados 
Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 12 de 
mayo de 2010. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Etienne Luquet Farías. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de junio  
de  dos mil diez. México, Distrito Federal, diez de junio  de dos mil 
diez.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 



 

  TESIS JURISPRUDENCIAL  53/2010 
 
 

CONFLICTO COMPETENCIAL EN ASUNTOS RELACIONADOS EN 
MATERIA DE AMPARO ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO DE DISTINTA CIRCUNSCRIPCIÓN TERRITORIAL. DEBE 
RESOLVERSE CON BASE EN EL PRINCIPIO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA Y EN EL CRITERIO DE TERRITORIALIDAD. Cuando un 
tribunal colegiado de circuito de nueva creación y con competencia por 
territorio restada de la de diversos tribunales, se niega a conocer de un 
asunto en el que el acto reclamado lo constituye: 1) una resolución o 
actuación dictada o ejecutada en el curso de un procedimiento 
jurisdiccional, en cualquiera de sus estadios procesales, seguida ante 
un órgano jurisdiccional con residencia en la nueva circunscripción 
territorial; 2) aduciendo que guarda relación con un diverso asunto 
vinculado con la misma causa o procedimiento, del que con anterioridad 
ya correspondió su conocimiento a un tribunal colegiado diferente, 
ahora con jurisdicción en diverso territorio; y 3) éste se niega a conocer 
del asunto, se suscita un conflicto de competencia que debe resolverse 
con base en el principio de acceso a la justicia y en el criterio de 
territorialidad, de modo que es el lugar de residencia del órgano 
jurisdiccional que emitió el acto reclamado el que determina cuál es el 
tribunal competente, con miras a acercar la justicia a los gobernados, 
salvo las excepciones que, administrativamente, fije el Consejo de la 
Judicatura Federal en los acuerdos generales respectivos. 
 
 
Competencia 62/2010. Suscitada entre el Tribunal Colegiado, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal, ambos del Segundo Circuito. 12 de mayo 
de 2010. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
 
Competencia 90/2010. Suscitada entre el Tribunal Colegiado, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal, ambos del Segundo Circuito. 12 de mayo 
de 2010. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
Competencia 107/2010. Suscitada entre el Tribunal Colegiado, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal, ambos del Segundo Circuito. 12 de mayo 
de 2010. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
Competencia 84/2010. Suscitada entre el Tribunal Colegiado, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México y el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal, ambos del Segundo Circuito. 12 de mayo 
de 2010. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Competencia 82/2010. Suscitada entre el Tribunal Colegiado, con 
residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México y el Primer Tribunal 



 

Colegiado en Materia Civil, ambos del Segundo Circuito. 12 de mayo de 
2010. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO 
DEACUERDOS DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y 
texto de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de nueve de junio  
de  dos mil diez. México, Distrito Federal, diez de junio  de dos mil 
diez.  Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  54/2010 
 
 

RECURSOS. LOS TÉRMINOS LEGALES PARA INTERPONERLOS 
COMIENZAN A CONTAR A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE A AQUÉL 
EN QUE SE PRESENTA EL ESCRITO POR EL CUAL LA PARTE 
INTERESADA SOLICITA QUE SE LE TENGA POR NOTIFICADA LA 
RESOLUCIÓN DE QUE SE TRATE (CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES PARA EL ESTADO DE TAMAULIPAS). La notificación es el 
acto realizado por el órgano jurisdiccional mediante el cual hace del 
conocimiento de las partes el contenido de una resolución. Ahora bien, 
conforme al artículo 63 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Tamaulipas, existen tres formas de llevar a cabo una 
notificación: de forma personal; por medio de lista; y por último, a través 
de la notificación por cédula. Sin embargo, también cabe lugar a la 
notificación en donde la parte interesada, mediante escrito, ocurre ante 
el tribunal jurisdiccional correspondiente para darse por enterada de la 
resolución judicial de que se trate, de lo que se advierte que al tener la 
certeza jurídica de que la parte interesada que comparece conoce dicha 
resolución judicial, tanto el fin de la notificación como la obligación de 
llevarla a cabo por el órgano jurisdiccional se ven cumplidos. En este 
sentido, se advierte que la actuación procesal antes referida tiene los 
efectos de una notificación personal, y acorde con el artículo 55 del 
mismo Código, se tiene por hecha el día de su presentación, surtiendo 
sus efectos ese mismo día y, en consecuencia, los términos legales 
para interponer los recursos a que haya lugar comenzarán a correr al 
día siguiente y no al día siguiente a aquél en que surta efectos el auto 
que le recae a dicha comparecencia, ello en virtud de que la finalidad de 
este acuerdo es asentar en el expediente la promoción realizada y no el 
de enterar a la parte compareciente del contenido de la resolución 
judicial.  
 
 
Contradicción de tesis 20/2010. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimonoveno 
Circuito y el entonces Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Noveno 
Circuito, ahora Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 
Trabajo del Décimonoveno Circuito. 19 de mayo de 2010. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola 
Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha nueve de junio de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, diez de junio de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   55/2010. 
 
 

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 27, PRIMER PÁRRAFO, DE LA 
LEY RELATIVA, AL UTILIZAR LA EXPRESIÓN “CUALQUIERA 
OTRA CANTIDAD  O PRESTACIÓN QUE SE ENTREGUE AL 
TRABAJADOR POR SU TRABAJO”, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y SEGURIDAD  JURÍDICA. La 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que si bien es 
deseable que en las leyes no exista ambigüedad ni confusión, la 
inconstitucionalidad de una norma no deriva de la falta de definición de 
algún término o concepto indeterminado, ni de los vicios o 
imprecisiones en su redacción, pues las leyes no son diccionarios. En 
ese sentido, la expresión “cualquiera otra cantidad o prestación que se 
entregue al trabajador por su trabajo” contenida en el artículo 27, primer 
párrafo, de la Ley del Seguro Social, no es vaga ni ambigua, porque 
enunciativamente el legislador establece qué conceptos forman parte 
del salario base de cotización, y excluye los que no forman parte de 
éste. Es decir, a contrario sensu, todas las cantidades o prestaciones 
que no estén en el listado de excluyentes forman parte del referido 
salario. En consecuencia, al utilizar el indicado precepto la mencionada 
expresión no viola los principios de seguridad jurídica y legalidad 
tributaria contenidos en los artículos 16 y 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
respectivamente, porque no causa perjuicio alguno al patrón 
contribuyente. Lo anterior es así,  pues conforme al artículo 15, fracción 
II, de la Ley del Seguro Social, es el patrón quien está obligado a 
conocer cuáles son las prestaciones que entrega al trabajador por su 
trabajo, ya que el salario base de cotización está debidamente acotado, 
y no deja margen a la autoridad administrativa para actuar 
arbitrariamente. 
 
Amparo en revisión 2042/2009. **********. 28 de octubre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 2123/2009. **********. 25 de noviembre de 2009. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena 
Goslinga Remírez. 
 
Amparo en revisión 2141/2009. **********. 2 de diciembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 
Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
Amparo en revisión 2208/2009. **********. 27 de enero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza 
López Figueroa. 
 
Amparo en revisión 69/2010. **********. 10 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A: Que el rubro y texto 



 

de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de 
junio  de  dos mil diez. México, Distrito Federal, veinticuatro de 
junio  de dos mil diez.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  56/2010 
 
 
 

COSTAS. LA HIPÓTESIS DE SU CONDENA QUE PREVÉ EL 
ARTÍCULO 140, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, NO 
REQUIERE QUE EL JUEZ DETERMINE SI DEL PROCESO SE 
ADVIERTE UNA PRESUNCIÓN IURIS TANTUM QUE INFIERA 
TEMERIDAD O MALA FE, A LA LUZ DEL ARTÍCULO 126 DE LA LEY 
ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 
DISTRITO FEDERAL. El artículo 140 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal dispone un sistema mixto para la 
condena en costas: un criterio subjetivo y otro objetivo. El primero 
atribuye al Juez la facultad de condenar en costas a la parte que, a su 
juicio, haya actuado con temeridad o mala fe, mientras que el segundo 
constriñe al juzgador a condenar en costas a la parte que se sitúe en 
alguna de las hipótesis previstas por la ley. Como puede apreciarse, el 
criterio subjetivo queda a valoración del Juez y, por el contrario, el 
objetivo dispone en forma específica los casos establecidos en las 
fracciones que enumeran las hipótesis específicas para la condena en 
costas. Por otra parte, el artículo 126 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal prevé que las costas 
constituyen la sanción impuesta –en términos de ley– a los litigantes 
que hayan actuado de mala fe, con falsedad o sin derecho, cuyo objeto 
es el pago de los gastos legales que el juicio implicó a la contraparte; tal 
disposición no contiene supuesto para la condena en costas, pues de la 
exposición de motivos de la promulgación de dicho artículo, se advierte 
que la intención del legislador fue establecer un sistema regulador de 
montos y aranceles exigibles en pago por la intervención en los 
procedimientos jurisdiccionales y fijar los dispositivos para su 
actualización mediante la normatividad de la condenación en costas, 
apoyándose en el artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal, que prevé –en términos de la ley– los 
supuestos objetivos que no requieren de la valoración subjetiva del 
Juez. Por tanto, la hipótesis que prevé el artículo 140, fracción IV, del 
citado código, para la condena en costas cuando el vencido sea 
condenado por dos sentencias conformes en su parte resolutiva, con el 
objeto de asegurar que cubra al vencedor las erogaciones que 
injustamente le fueron causadas en ambas instancias, no requiere que 
el juzgador, aplicando su criterio, determine si del proceso se advierte 
una presunción iuris tantum que infiera temeridad o mala fe, a la luz del 
artículo 126 de la Ley Orgánica referida. 
 
 
 
Contradicción de tesis 92/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Décimo Tercero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 9 de junio de 2010. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 



 

de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de junio de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticuatro de junio de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  57/2010 
 
 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LA 
DECLARACIÓN JUDICIAL RESPECTIVA NO ES UN ELEMENTO 
CONSTITUTIVO DE ESA CONSECUENCIA PROCESAL, PERO SI HA 
DE EMITIRSE, DEBE PRONUNCIARSE POR EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL QUE CONOZCA DE LA CAUSA. Conforme al 
artículo 1076 del Código de Comercio, la caducidad de la instancia 
opera de pleno derecho, lo que significa que se produce desde que 
transcurre el término relativo sin que existan actos de impulso procesal, 
y sin que la declaración judicial respectiva sea un elemento constitutivo 
de esa consecuencia procesal. Sin embargo, ello no significa que, en 
caso de controversia, no deba existir una resolución declarativa en el 
sentido de que la instancia caducó, pues lo que produce la caducidad 
son los hechos que constituyen la hipótesis normativa, que siempre 
pueden ser objeto de discusión y prueba. Por tanto, la resolución 
declarativa debe emitirse en el mismo procedimiento conforme al 
principio de la continencia de la causa, esto es, por el Juez de la causa 
o por el tribunal de alzada, que en su caso se sustituya a la jurisdicción 
de aquél, pero no puede declararse por un órgano jurisdiccional ajeno a 
la relación jurídico procesal, de manera que si pretende hacerse valer la 
caducidad en un juicio distinto, debe demostrarse que en el juicio en 
que operó se decretó judicialmente. 
 
 
 
Contradicción de tesis 56/2010. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 9 de junio de 
2010. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza 
López Figueroa. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintitrés de junio de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticuatro de junio de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  58/2010 
 
 

COMPRAVENTA CON RESERVA DE DOMINIO. EL CONTRATO 
RELATIVO CONSTITUYE JUSTO TÍTULO PARA ACREDITAR LA 
POSESIÓN CON CARÁCTER DE PROPIETARIO PARA EJERCER 
LA ACCIÓN DE PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. El contrato de 
compraventa con reserva de dominio previsto en el artículo 2,312 del 
Código Civil para el Distrito Federal, constituye justo título para ejercer 
la acción de prescripción adquisitiva, toda vez que el comprador posee 
en concepto de dueño o propietario, y su posesión es originaria y no 
derivada. El hecho de que el vendedor se reserve el domino del 
inmueble, en el contrato no desvirtúa su naturaleza, es por esto que se 
considera suficiente para que el comprador ejerza su posesión con 
carácter de propietario, ya que claramente tiene la intención de poseer 
la cosa a título de dueño. No obsta a lo anterior que el artículo 2,315 del 
mismo ordenamiento establezca que mientras no se transmita la 
propiedad de la cosa vendida al comprador, éste será considerado 
arrendatario, para el efecto de que pague las rentas correspondientes, 
ya que esto únicamente opera para proteger al vendedor en caso de 
que se rescinda el contrato. 
 
 
Contradicción de tesis 5/2010. Entre las sustentadas por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. 
23 de junio de 2010. Mayoría de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha siete de julio de dos 
mil diez.- México, Distrito Federal, ocho de julio de dos mil diez.- 
Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  59/2010 
 
 
 

REVOCACIÓN. PROCEDE ESE RECURSO CONTRA AUTOS 
INAPELABLES, DICTADOS EN JUICIOS MERCANTILES CUANDO 
POR SU MONTO SE VENTILEN EN JUZGADOS DE PAZ O DE 
CUANTÍA MENOR, O EL MONTO SEA INFERIOR A DOSCIENTOS 
MIL PESOS. De la interpretación conjunta de los artículos 1334 y 1340 
del Código de Comercio, se advierte que como la apelación no procede 
en juicios mercantiles cuando el monto del contrato sea inferior a 
doscientos mil pesos por concepto de suerte principal, los autos 
recaídos en esos negocios pueden revocarse por el juez que los dictó, 
sin que sea factible considerar que el artículo 1339 del citado Código 
impide interponer el recurso de revocación en asuntos de dicha cuantía, 
al referir que sólo son recurribles las resoluciones dictadas durante el 
procedimiento y las sentencias que recaigan en negocios cuyo valor 
exceda de doscientos mil pesos, ya que la intención del legislador al 
usar la expresión “recurribles” fue referirse al recurso de apelación, 
como se advierte del segundo párrafo del indicado artículo 1339, el cual 
establece que las sentencias recurribles, conforme al supuesto previsto 
en su primer párrafo, son apelables. Por tanto, los autos dictados en 
juicios mercantiles, cuando por su monto se ventilan en juzgados de 
paz o de cuantía menor, o el monto es inferior a doscientos mil pesos 
por concepto de suerte principal, son impugnables mediante el recurso 
de revocación. 
 
 
Contradicción de tesis 51/2010. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 23 de junio de 2010. 
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Luisa 
Reyes Retana Esponda. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha siete de julio de dos 
mil diez.- México, Distrito Federal, ocho de julio de dos mil diez.- 
Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 



 

 
 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  60/2010 
 
 

SECUESTRO EXPRESS. EL CONCURSO DE PENAS QUE 
SUBSISTIÓ ENTRE EL QUINTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 160 DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, ACTUALMENTE 
ABROGADO, Y EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 163 BIS DEL 
MISMO ORDENAMIENTO LEGAL, SE RESUELVE CON EL 
PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO A FAVOR DEL REO. Del 
contenido de los artículos citados, se advierte que ambos describen y 
sancionan la misma conducta, esto es, la privación de la libertad para 
cometer los delitos de robo y extorsión previstos en los artículos 220 y 
236 del Código Penal para el Distrito Federal, respectivamente, 
vigentes hasta la derogación del artículo 160, quinto párrafo, del mismo 
ordenamiento, conforme al decreto publicado en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal el 9 de junio de 2006; de ahí que sea preciso determinar 
cuál de las dos penas previstas en los citados tipos es aplicable cuando 
la conducta se actualizó durante la vigencia de ambas normas, ya que 
el concurso de penas suscitado no tiene solución en los principios de 
especialidad, consunción y subsidiariedad contemplados en el artículo 
13 del referido Código, en virtud de que ninguna de las normas 
confrontadas tiene carácter especial, al no contener una de ellas algún 
elemento específico que suponga el predominio sobre la otra, ni 
respecto de los bienes jurídicos que tutelan, ya que ambas son de 
idéntico contenido, tutelan la libertad y el patrimonio de las personas, y 
ninguna es subsidiaria de la otra, pues prevén la misma conducta y son 
independientes entre sí, esto es, una de ellas no cubre las lagunas o 
defectos de la otra. Por tanto, para resolver el concurso de penas entre 
los artículos 160, quinto párrafo y 163 Bis, primer párrafo, del Código 
Penal para el Distrito Federal, vigente hasta el 8 de agosto de 2006, 
debe acudirse al principio de mayor beneficio a favor del reo previsto en 
el artículo 10 del referido Código, en el cual se elige entre las dos penas 
previstas por el legislador, la que resulte más benéfica para el 
inculpado.  
 
 
Contradicción de tesis 477/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Noveno, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 23 de junio de 2010. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha siete de julio de dos 
mil diez.- México, Distrito Federal, ocho de julio de dos mil diez.- 
Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  61/2010 
 
 

ACCIÓN DE USUCAPIÓN EJERCITADA POR EL COMPRADOR EN 
CONTRA DEL VENDEDOR (TITULAR REGISTRAL). SU 
PROCEDENCIA. Si bien es cierto que puede obtenerse un documento 
susceptible de inscripción mediante el ejercicio de la acción pro forma, 
también lo es que ello no excluye la posibilidad de que, si el comprador 
tiene la legitimación activa para ejercerla, así como para ejercer la 
acción de usucapión (por tener una posesión pública, pacífica, continua 
y en concepto de propietario), éste pueda elegir esta acción en contra 
del vendedor, si considera que le es más fácil acreditar los requisitos de 
la usucapión.  Esta posibilidad contribuye a solucionar algunos 
problemas que surgen en la práctica, ya que mientras más tiempo 
carezca el propietario de un título susceptible de inscribirse en el 
Registro Público de la Propiedad, más inseguridad jurídica se presenta, 
no sólo para las partes (en especial para el comprador), sino también 
ante terceros, de manera que al no cumplir con el efecto de oponibilidad 
y, por tanto, padecer de una ineficacia funcional, da lugar a que 
concurran situaciones de excepción al principio res inter alios acta. Esto 
es, permitir que el comprador ejerza la acción de usucapión en contra 
del vendedor, para contar con un documento susceptible de inscribirse, 
que avale su derecho de propiedad y pueda oponerse a terceros, no se 
contrapone al ejercicio de la acción pro forma, ya que ésta, además de 
ser diversa en los diferentes sujetos legitimados para ejercerla pasiva o 
activamente, tiene un fin distinto, que es el otorgamiento de firma y 
escritura pública, título que, al igual que la sentencia que declara la 
usucapión es un instrumento inscribible, el cual permite al comprador 
que puedan concurrir en su persona ambas legitimaciones, de manera 
que le sea posible accionar de la forma que más convenga a sus 
intereses y a la celeridad con la que pueda obtenerse dicho título, a fin 
de inscribirse y no permanezca más el estado de inseguridad jurídica 
que genera su falta de inscripción. Además, negarle a un sujeto que 
cuenta con ambas legitimaciones activas, una vía para obtener un 
documento inscribible, no permite que éste sea plenamente eficaz, toda 
vez que no surte efectos contra terceros, aunado al hecho de que se 
estaría estableciendo un procedimiento más lento, el cual resultaría 
contrario a lo establecido por el segundo párrafo del artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esta posibilidad 
no trae como consecuencia que se faculte al comprador para que, 
mediante la acción de usucapión, deje de cubrir al vendedor el precio 
pactado. Toda vez que, en estos casos, se deben distinguir los 
aspectos reales (esto es, la transmisión de propiedad, como efecto 
principal) de los obligacionales (es decir, el pago del precio, como 
primera obligación del comprador) del contrato. El hecho de reunir los 
requisitos legales de la usucapión, y que por dicha causa, se adquiera 
un nuevo título de propiedad, es totalmente independiente de lo que 
sucede a nivel obligacional, ya que el propietario, derivado de este 
nuevo título que avala su derecho real, sigue estando obligado al pago 
total del precio adeudado. 
 
 
Contradicción de tesis 236/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Quinto, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito y Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 23 de junio de 2010. Mayoría de tres votos. Disidentes: 



 

José Ramón Cossío Díaz y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha siete de julio de dos 
mil diez.- México, Distrito Federal, ocho de julio de dos mil diez.- 
Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  62/2010 
 
 

PAGARÉ. CORRESPONDE A LA PARTE DEMANDADA LA CARGA 
DE PROBAR QUE YA REALIZÓ EL PAGO TOTAL DEL ADEUDO O 
BIEN QUE, EN SU CASO, ES MENOR AL RECLAMADO, AUN 
CUANDO SEA UNA CANTIDAD INFERIOR A LA CONTENIDA EN 
AQUÉL. En un juicio ejecutivo mercantil en el que se ejercita la acción 
cambiaria directa derivada de un pagaré, conforme a los artículos 151 y 
152 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, y 1391 del 
Código de Comercio, para que el juzgador despache auto de ejecución 
debe revisar, de oficio, si es procedente o no la vía intentada, mediante 
el análisis del documento base de la acción, para verificar que satisfaga 
los requisitos a que se refiere el artículo 170 de la indicada Ley, entre 
ellos, que contenga una cantidad cierta, líquida y exigible. Ahora bien, la 
certeza y liquidez de la deuda no se pierde por el hecho de que el 
pagaré señale una cantidad mayor a la reclamada, sin constar en él la 
anotación de haberse realizado algún pago parcial, como lo estipula el 
artículo 130 del citado ordenamiento; pues atendiendo a los principios 
de incorporación y literalidad que rigen a los títulos de crédito, lleva 
incorporado el derecho del actor hasta por el monto que consigna, 
estableciendo la presunción de que ésta es la medida del derecho del 
accionante. Esas características del pagaré, como título de crédito, 
hacen que represente una prueba preconstituida del derecho literal que 
contiene, cuyo ejercicio sólo está condicionado a su presentación. Por 
tanto, en caso de que por cualquier circunstancia, el actor reclame una 
cantidad menor a la mencionada en ese documento, corresponde al 
demandado la carga de probar, en el momento procesal oportuno, que 
ya realizó el pago del adeudo, o bien que, en su caso, éste es menor al 
reclamado; pues sólo de esa manera podrá contradecir o nulificar la 
presunción del derecho del actor incorporado en el título. Además, la 
circunstancia de que el accionante decida cobrar una cantidad inferior, 
es algo que no causa perjuicio alguno al demandado, toda vez que, en 
principio, se encuentra obligado a pagar aquella cantidad. 
 
 
Contradicción de tesis 429/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Décimo y Décimoprimero, ambos  en Materia 
Civil del Primer Circuito. 9 de junio de 2010. Cinco votos. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Blanca Lobo Domínguez. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha siete de julio de dos 
mil diez.- México, Distrito Federal, ocho de julio de dos mil diez.- 
Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   63/2010. 
 
 

INTERPRETACIÓN DIRECTA DE NORMAS CONSTITUCIONALES. 
CRITERIOS POSITIVOS Y NEGATIVOS PARA SU IDENTIFICACIÓN. 
En la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
pueden detectarse, al menos, dos criterios positivos y cuatro negativos 
para identificar qué debe entenderse por "interpretación directa" de un 
precepto constitucional, a saber: en cuanto a los criterios positivos: 1) la 
interpretación directa de un precepto constitucional con el objeto de 
desentrañar, esclarecer o revelar el sentido de la norma, para lo cual 
puede atenderse a la voluntad del legislador o al sentido lingüístico, 
lógico u objetivo de las palabras, a fin de entender el auténtico 
significado de la normativa, y ello se logra al utilizar los métodos 
gramatical, analógico, histórico, lógico, sistemático, causal o teleológico. 
Esto implica que la sentencia del tribunal colegiado de circuito 
efectivamente debe fijar o explicar el sentido o alcance del contenido de 
una disposición constitucional; y, 2) la interpretación directa de normas 
constitucionales que por sus características especiales y el carácter 
supremo del órgano que las crea y modifica, además de concurrir las 
reglas generales de interpretación, pueden tomarse en cuenta otros 
aspectos de tipo histórico, político, social y económico. En cuanto a los 
criterios negativos: 1) no se considera interpretación directa si 
únicamente se hace referencia a un  criterio emitido por la Suprema 
Corte de Justicia en el que se establezca el alcance y sentido de una 
norma constitucional. En este caso, el tribunal colegiado de circuito no 
realiza interpretación alguna sino que simplemente refuerza su 
sentencia con lo dicho por el Alto Tribunal; 2) la sola mención de un 
precepto constitucional en la sentencia del tribunal colegiado de circuito 
no constituye una interpretación directa; 3) no puede considerarse que 
hay interpretación directa si deja de aplicarse o se considera infringida 
una norma constitucional; y, 4) la petición en abstracto que se le 
formula a un tribunal colegiado de circuito para que interprete algún 
precepto constitucional no hace procedente el recurso de revisión si 
dicha interpretación no se vincula a un acto reclamado. 
 
Reclamación 112/2009. 13 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 
 
Amparo directo en revisión 1107/2009.  **********. 8 de julio de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la 
Peza López Figueroa. 
 
Recurso de reclamación 197/2009. **********. 12 de agosto de 2009. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto 
Lara Chagoyán. 
 
Amparo directo en revisión 1231/2009. 12 de agosto de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Selina Haidé 
Avante Juárez. 
 
Recurso de reclamación  294/2009. **********. 4 de noviembre de 
2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Laura Patricia Rojas Zamudio. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A: Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de siete de julio  de  
dos mil diez. México, Distrito Federal, ocho  de julio  de dos mil 
diez.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   64/2010. 
 

 
MULTA EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. NO DEBE 
IMPONERSE CUANDO QUIEN LO INTERPONE ES UN 
TRABAJADOR. La multa a que se refiere el último párrafo del artículo 
103 de la Ley de Amparo no debe imponerse cuando quien interpone el 
recurso de reclamación es un sujeto de derecho laboral, concretamente 
un trabajador, dado que quienes integran esta categoría carecen de 
conocimientos técnicos especializados en materia de derecho que les 
permitan advertir si el recurso intentado tiene o no un motivo justificado. 
Además, por la condición de sujetos de derecho laboral, son objeto de 
tutela jurídica por la citada Ley de Amparo, de manera que la imposición 
de una sanción sería contraria a dicha tutela y agravaría injustamente la 
situación de la parte ordinariamente débil. 
 
Reclamación 91/2009. **********. 29 de abril 2009. Cinco votos. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Antemate 
Chigo. 
 
Reclamación 323/2009. **********. 25 de noviembre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Jesús 
Antonio Sepúlveda Castro. 
 
Reclamación 366/2009. **********. 20 de enero de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Reclamación 20/2010. **********. 24 de febrero de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz. 
J. Jaimes Ramos. 
 
Reclamación  185/2010.  **********. 23 de junio de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía 
Argumosa López. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión de once de agosto  
de  dos mil diez. México, Distrito Federal, doce  de agosto  de dos 
mil diez.  Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  65/2010 
 
 

PAGARÉ. EL REQUISITO DE ESTABLECER EL LUGAR DE SU  
SUSCRIPCIÓN, EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 
170 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE 
CRÉDITO, SE SATISFACE AL SEÑALAR LA ENTIDAD FEDERATIVA 
DE LA REPÚBLICA MEXICANA EN QUE AQUÉLLA SE REALIZÓ. 
Para tener por satisfecho el mencionado requisito, basta con que se 
señale como lugar de suscripción del pagaré alguna entidad federativa 
de la República Mexicana, toda vez que una entidad federativa es un 
“lugar”, y no podría válidamente sostenerse que hay una “omisión” en 
cuanto al lugar de suscripción del pagaré, máxime que en todo el 
territorio nacional esa clase de documentos se rigen por la Ley General 
de Títulos y Operaciones de Crédito, en su defecto, por las leyes 
mercantiles especiales, y a falta de éstas, por el Código Civil Federal, 
ordenamientos todos de carácter federal. Por ello, el requisito formal a 
que se hace mención, queda plenamente satisfecho al insertar en el 
pagaré la entidad federativa de su suscripción. 
 
 
Contradicción de tesis 455/2009. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 10 de marzo de 
2010. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: 
Luisa Reyes Retana Esponda. Encargado del Engrose: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de agosto de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, doce de agosto de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 

 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  66/2010 
 
 

DEMANDA DE AMPARO. LA EXHIBICIÓN DE COPIAS DE ÉSTA 
PARA EL TRASLADO AL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO 
FEDERAL, NO CONSTITUYE UN FORMALISMO SIN SENTIDO O UN 
OBSTÁCULO PARA EL ACCESO A LA JUSTICIA. De los artículos 
120 y 167 de la Ley de Amparo se advierte la obligación del promovente 
del amparo, ya sea en la vía directa o indirecta, de exhibir con su 
demanda copias suficientes de ésta para el traslado a cada una de las 
partes, dentro de las cuales se encuentra el agente del Ministerio 
Público Federal, en términos del artículo 5o., fracción IV, de dicha ley. 
El incumplimiento de ese requisito lleva al juzgador a prevenir al 
quejoso para que lo cumpla, y en caso de omisión, debe tenerse por no 
interpuesta la demanda, salvo los amparos en materia penal en los que 
la ley hace una excepción sobre el particular. Por tanto, el requisito 
formal referido no constituye un formalismo sin sentido o un obstáculo 
para el acceso a la justicia, toda vez que la existencia de formas 
concretas para acceder a ésta, no corresponden a la actuación 
caprichosa del Constituyente de dotar al legislador ordinario con un 
poder arbitrario. Por el contrario, responde a la intención de aquél de 
facultar a éste para establecer mecanismos que proporcionen a las 
partes todos los elementos para intervenir en el juicio, a fin de 
garantizar el respeto a las garantías de seguridad jurídica y dentro de 
éstas, a las de legalidad e igualdad en los procedimientos. Además, los 
órganos jurisdiccionales no son los únicos con el deber de ajustarse a 
los mecanismos jurídicos establecidos por el legislador para el ejercicio 
de la función jurisdiccional, en virtud de que los gobernados deben 
acatarlos al pretender ejercer aquel derecho, pues cuando quieren 
hacer uso del derecho de acceso a la justicia, deben someterse a las 
formas previstas por el legislador. 
 
 
Contradicción de tesis 111/2010. Entre las sustentadas por el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
7 de julio de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de agosto de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, doce de agosto de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 



 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL  67/2010 

 
 

CRÉDITO REFACCIONARIO. LA EXHIBICIÓN DE LOS PAGARÉS 
DERIVADOS DEL CONTRATO RELATIVO ES SUFICIENTE PARA LA 
PROCEDENCIA DE LA VÍA EJECUTIVA MERCANTIL. Cuando se 
intente una acción en la vía ejecutiva mercantil que tenga por objeto 
obtener el pago de un adeudo derivado de un contrato de crédito 
refaccionario, para su procedencia es suficiente la exhibición de los 
pagarés suscritos con motivo de dicho contrato, sin requerir que se 
acompañe el contrato origen de la obligación, pues basta que tales 
títulos de crédito cumplan los requisitos previstos por el artículo 170 de 
la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito para que traigan 
aparejada ejecución, acorde con el numeral 1391, fracción IV, del 
Código de Comercio. Lo anterior es así, porque tratándose de pagarés 
derivados de un crédito refaccionario, debe constar en ellos su 
procedencia, con lo cual quedan identificados y ello no significa que 
pierdan su carácter ejecutivo, pues esto sólo constituye una excepción 
al principio de abstracción de los títulos de crédito, lo cual tiene como 
consecuencia que los subsecuentes tenedores puedan oponer las 
excepciones derivadas del negocio subyacente.  
 
 
Contradicción de tesis 35/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito. 4 de agosto de 2010. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de agosto de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, doce de agosto de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
TESIS  JURISPRUDENCIAL  68/2010 

 
COSTAS. CUANDO SE HACE VALER LA ACCIÓN DE NULIDAD DE 
CONTRATOS SE ACTUALIZA LA EXCEPCIÓN PARA SU CONDENA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 129 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES. 
El artículo 128 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 
Aguascalientes dispone la regla general para la condena al pago de 
gastos y costas; y el artículo 129 del mismo ordenamiento, establece 
excepciones a dicha regla, para no condenar en costas a la parte que 
pierde en el juicio, siempre que se presenten los supuestos siguientes: 
I. que no le sea imputable la falta de composición voluntaria de la 
controversia; y II. que haya limitado su actuación en el desarrollo del 
proceso a lo estrictamente indispensable para hacer posible la definitiva 
resolución del negocio. Así, en el primer supuesto, a la parte perdidosa 
no le es imputable la falta de composición voluntaria de la controversia 
cuando: a) la ley ordena que se decida necesariamente por la autoridad 
judicial; b) consista en una mera cuestión de derecho dudoso, o en 
sustituir el arbitrio judicial a las voluntades de las partes; y, c) en el caso 
de la demandada, que haya sido llamada a juicio sin necesidad. Por 
otra parte, tratándose de acciones de nulidad, el artículo 2097 del 
Código Civil de la misma entidad, prevé que los efectos producidos 
provisionalmente por el acto declarado nulo se destruirán 
retroactivamente cuando se pronuncie por el juez la nulidad. En ese 
sentido, si se tiene en cuenta que de la interpretación de dicho artículo 
se advierte que éste impone a los particulares una orden para que 
acudan ante órgano jurisdiccional a fin de que se pronuncie respecto de 
la procedencia o improcedencia de la acción de nulidad, máxime que 
nuestro sistema no reconoce la existencia de nulidades de pleno 
derecho, sino que determina que éstas deben declararse por autoridad 
judicial, en todos los casos y previo procedimiento formal 
correspondiente, es indudable que cuando se hace valer la acción de 
nulidad de contratos se actualiza un caso de excepción para condenar 
en costas previsto en el artículo 129 del código adjetivo civil de 
Aguascalientes, consistente en que a la perdidosa no le es imputable la 
falta de composición voluntaria de la controversia.  
 
 
Contradicción de tesis 82/2010. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Tercer Circuito (actualmente Segundo Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Circuito), ambos en Materia Civil. 4 de agosto de 2010. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando 
A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de agosto de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, doce de agosto de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
HAGH*pmm 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  69/2010 
 
 
 

EMPLAZAMIENTO DE PERSONA FÍSICA. PARA ESTABLECER EL 
LUGAR EN QUE DEBE REALIZARSE ES INNECESARIO SEGUIR EL 
ORDEN EXCLUYENTE PREVISTO EN LAS DISPOSICIONES 
SUSTANTIVAS QUE REGULAN EL DOMICILIO COMO ATRIBUTO 
DE LA PERSONALIDAD, EN CASO DE NO HABERSE DESIGNADO 
UNO CONVENCIONAL (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE 
PUEBLA, JALISCO, DISTRITO FEDERAL Y CHIAPAS). El domicilio 
en donde puede realizarse el emplazamiento de la demandada, 
persona física, no debe atender estrictamente al orden que para el 
domicilio, como atributo de la personalidad, prevén los artículos 57 del 
Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Puebla, 72 del Código 
Civil del Estado de Jalisco, 29 del Código Civil para el Distrito Federal y 
27 del Código Civil para el Estado de Chiapas, por lo que puede 
realizarse en el lugar donde reside con el propósito de establecerse; en 
el que tiene el principal asiento de sus negocios; o bien, en el que se 
encuentre este último, cuando el emplazamiento se entienda personal y 
directamente con el demandado, y el funcionario judicial que lo 
practique verifique su identidad. Las anteriores alternativas, sin 
desatender los requisitos exigidos por las legislaciones procesales para 
realizar el emplazamiento, permiten salvaguardar la garantía de 
audiencia contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que debe otorgarse al demandado cuando 
es llamado a juicio en caso de que las partes no hayan establecido un 
domicilio convencional. Las formalidades previstas por la legislación 
adjetiva para realizar el emplazamiento, no tienen otro fin que garantizar 
al demandado que tenga noticia cierta y plena del inicio de un juicio en 
su contra, así como de sus consecuencias, en aras de su derecho a 
una defensa adecuada y oportuna. 
 
Contradicción de tesis 416/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito; el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el entonces 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito (ahora Primero). 4 de agosto 
de 2010. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Blanca 
Lobo Domínguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha once de agosto de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, doce de agosto de dos mil 
diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  70/2010 
 
 
 

NULIDAD DE CONTRATO. LA ACCIÓN RELATIVA RELACIONADA 
CON LOS ACTOS JURÍDICOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 618 
DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE 
JALISCO, DEBE TRAMITARSE EN LA VÍA SUMARIA. De la 
interpretación del citado precepto que establece las reglas para la 
procedencia de los juicios sumarios, se concluye que contiene un 
supuesto para determinar que la acción de nulidad de contrato debe 
ventilarse en la vía sumaria, cuando esté relacionada con los actos 
jurídicos previstos en el artículo 618 del Código de Procedimientos 
Civiles del Estado de Jalisco. Lo anterior es así, ya que de la exposición 
de motivos de la promulgación de dicho artículo, se advierte que la 
intención del legislador fue establecer un sistema de celeridad para 
resolver los asuntos relacionados en los mencionados actos y lo 
concerniente a ellos, pues dicho numeral no contempla literalmente que 
la acción de nulidad de contrato deba ejercitarse mediante esta vía 
especial, ni limita la procedencia del juicio sumario, pues en su fracción 
II, con la expresión “que versen sobre cualquier cuestión relativa a los 
contratos”, remite a cualquier otro supuesto derivado de los contratos 
especificados, como  lo  es  la  acción  de  nulidad. 
 
 
Contradicción de tesis 105/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Tercer Circuito. 18 de agosto de 2010. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de fecha veinticinco 
de agosto de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiséis de 
agosto de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  71/2010 
 
 
 

RECONVENCIÓN. PUEDE HACERSE VALER SÓLO CONTRA LA 
PARTE ACTORA, NO CONTRA TERCERAS PERSONAS, PERO 
CUANDO EXISTEN SITUACIONES DE LITISCONSORCIO 
NECESARIO, AQUÉLLA INCLUYE A TODOS LOS 
LITISCONSORTES, SIN QUE DEBA RECURRIRSE A LA VÍA 
ESPECÍFICA LEGALMENTE PREVISTA PARA LLAMAR A JUICIO A 
TERCEROS. En la jurisprudencia 1a./J. 59/2002, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XVI, diciembre de 2002, página 133, de rubro “RECONVENCIÓN. 
SÓLO PUEDE HACERSE VALER EN CONTRA DEL ACTOR, NO ASÍ 
DE TERCERAS PERSONAS”, la Primera Sala de la Suprema Corte 
sostuvo que la reconvención es la figura procesal que permite a la parte 
demandada en un juicio presentar, a su vez, una demanda sólo contra 
el actor, no contra terceras personas. Sin embargo, las “terceras 
personas” que, en términos de la tesis citada, no pueden ser objeto de 
la reconvención, sino que deben ser llamadas a juicio mediante el 
procedimiento separado y específico que esté legalmente previsto al 
efecto, son personas no inicialmente presentes en el juicio y distintas a 
los participantes de una situación de litisconsorcio necesario. Los 
integrantes de un litisconsorcio necesario no pueden ser conceptuados 
como “terceros”, pues comparten el mismo interés del demandado en 
vía de reconvención, en el sentido de que resienten en la misma 
medida los efectos de la modificación, anulación o subsistencia de los 
actos jurídicos y, por tanto, no puede hablarse de una persona física o 
moral con intereses distinguibles a los de las partes. En este sentido 
hay que concluir que, cuando existe un litisconsorcio, la reconvención 
puede dirigirse contra todas las personas que jurídicamente deban 
figurar como actores, lo que incluye a personas que inicialmente 
pueden no haber comparecido en el juicio y que deben, por tanto, ser 
integradas al mismo sin necesidad de recurrir a la vía específica 
legalmente prevista para llamar a terceros interesados en el mismo. 
 
 
Contradicción de tesis 137/2010. Entre las sustentadas por el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 18 de agosto de 2010. Mayoría 
de tres votos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Francisca María Pou Giménez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de fecha veinticinco 
de agosto de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiséis de 
agosto de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  72/2010. 

 

IGUALDAD. EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY GENERAL DE SALUD 
QUE PREVÉ LOS NARCÓTICOS Y DOSIS MÁXIMAS QUE SON 
CONSIDERADAS PARA ESTRICTO E INMEDIATO CONSUMO 
PERSONAL, NO VIOLA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. El 
mencionado precepto, al cual remite el sistema de previsión penal de 
delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo –artículos 
475, 476, 477 y 478 del mismo ordenamiento legal–, constituye una 
medida que adopta el Estado como parte de una política integral para 
combatir precisamente dicha clase de delitos, de esta manera se está 
en un ámbito en el que no hay una afectación directa de derechos 
fundamentales de los individuos, porque la Constitución no otorga, ni 
explícita o implícitamente, a ninguna persona a quien se le atribuya la 
comisión de un delito contra la salud en la modalidad de comercio o 
suministro, conforme al sistema punitivo establecido en el Código Penal 
Federal, un derecho subjetivo atinente a que, por su situación personal, 
naturaleza del narcótico y cantidad del mismo, deba ser incluido 
legislativamente en la hipótesis que representa mayor beneficio como 
las previstas en la Ley General de Salud, que tienen como finalidad 
resolver una problemática de grandes magnitudes, como la venta al 
menudeo de determinadas sustancias y establecer un esquema de 
protección a la salud de los miembros de la sociedad en términos de la 
obligación generada al Estado a partir del artículo 4º de la Constitución 
Federal, ante el peligro abstracto que representa el comercio y 
suministro ilegal de narcóticos. Por tanto, no estamos ante normas que 
establezcan clasificaciones entre los ciudadanos sobre la base de los 
criterios mencionados por el artículo 1° constitucional como motivos 
prohibidos de discriminación entre las personas: el origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición 
social, el estado de salud, etcétera. Nos encontramos, por el contrario, 
con disposiciones legales dictadas que atienden a la necesidad de 
recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convivencia social; 
sin soslayar las circunstancias de las personas que despliegan esta 
clase de conductas ilícitas, los terceros que se ven involucrados, que en 
su mayor parte son jóvenes que no alcanzan la mayoría de edad, cuyos 
datos de adicción son preocupantes, así como la determinación de 
mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención 
para farmacodependientes y no farmacodependientes. El legislador, por 
lo tanto, no introduce arbitrariamente una disposición que distingue 
entre aquellos que quedan supeditados al orden jurídico del 
narcomenudeo y los que no, sino que lo hace con el fin de alcanzar un 
objetivo constitucionalmente previsto, sin incurrir en desproporciones 
arbitrarias en términos de los bienes y derechos afectados. 
 
Amparo en revisión 416/2010. 8 de septiembre de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
Amparo en revisión 571/2010.  8 de septiembre de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz 
Joaquina Jaimes Ramos. 
 
Amparo en revisión 579/2010.  8 de septiembre de 2010. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena 
Velázquez. 



 

 
Amparo en revisión 581/2010. 8 de septiembre de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 
Olguín y José Luis Ceballos Daza. 
 
Amparo en revisión 628/2010. 8 de septiembre de 2010. Cinco votos. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión privada de 
veintinueve de septiembre de dos mil diez. México, Distrito 
Federal, veintinueve de septiembre de dos mil diez.  Doy fe. 
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HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  73/2010. 
 
 
IGUALDAD Y DERECHO A LA SALUD. EL ARTÍCULO 479 DE LA 
LEY GENERAL DE SALUD, NO ES VIOLATORIO DE LOS CITADOS 
PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES AL LIMITAR LA CANTIDAD DE 
NARCÓTICOS QUE DEBE CONSIDERARSE PARA SU ESTRICTO E 
INMEDIATO CONSUMO PERSONAL. Al analizar el artículo 479 de la 
Ley General de Salud, al cual remite el sistema de previsión penal de 
delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo –artículos 
475, 476, 477 y 478 del mismo ordenamiento legal–, de acuerdo a un 
escrutinio cuidadoso de igualdad, resulta que no vulnera los artículos 1° 
y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
respecto al establecimiento de dosis máximas de narcóticos que se 
estiman destinados para el estricto e inmediato consumo personal. En 
efecto, la determinación legal de mérito, atiende a fines 
constitucionalmente válidos consistentes en respetar un ámbito acotado 
de libertad conferido a los farmacodependientes, así como eficientar el 
combate al narcomenudeo lo cual, constituye un propósito inmediato 
para alcanzar un fin aún de mayor trascendencia como es proteger la 
salud pública. Medida que se manifiesta como necesaria para evitar que 
una cantidad superior a la considerada como dosis máxima, pueda 
llegar a manos de otras personas y con ello incentivar o propiciar la 
inducción al consumo de drogas. Asimismo, no puede tildarse que la 
medida no sea proporcional, porque los beneficios que aporta su 
adopción por parte del legislador representan un mayor beneficio en la 
protección de la sociedad en general, frente a la particular libertad del 
farmacodependiente, de quien no se restringe el consumo de las 
sustancias que requiere por el problema de salud que presenta, sino lo 
que se evita es que exista una posesión indiscriminada de narcóticos 
que ponga en peligro la salud de terceros. 
 
Amparo en revisión 563/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz Joaquina 
Jaimes Ramos. 
 
Amparo en revisión 577/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 557/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 505/2010.  8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
Amparo en revisión 597/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y José 
Luis Ceballos Daza. 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión privada de 
veintinueve de septiembre de dos mil diez. México, Distrito 
Federal, veintinueve de septiembre de dos mil diez.  Doy fe. 
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HAGH/rfr. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  74/2010. 
 

FARMACODEPENDENCIA. CONSTITUYE UNA CAUSA 
EXCLUYENTE DEL DELITO CONDICIONADA A LAS DOSIS 
MÁXIMAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al emitir la tesis P. VII/2010, señaló que la 
farmacodependencia es una enfermedad y, por tanto, constituye una 
causa de exclusión del delito. Ahora bien, la posesión de narcóticos por 
parte de farmacodependientes, no puede constituir una acción 
desmedida, sino que debe sujetarse a las dosis máximas establecidas 
en la tabla de orientación de consumo personal e inmediato prevista en 
el artículo 479 de la Ley General de Salud. Delimitación que atiende a la 
libertad del farmacodependiente, al no restringirle el consumo de 
sustancias que requiere por el problema de salud que presenta, así 
como la protección a la salud de terceros evitando la posesión 
indiscriminada de narcóticos. Por tanto, la posesión de narcóticos en 
cantidad superior a las establecidas en la tabla de referencia, no 
actualiza la causa de exclusión del delito contemplada en el artículo 15, 
fracción IX, del Código Penal Federal, no obstante que el sujeto activo 
padezca dicha enfermedad. 
 
Amparo en revisión 576/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 597/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y José 
Luis Ceballos Daza. 
 
Amparo en revisión 466/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 467/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
Amparo en revisión 493/2010. 8 de septiembre de 2010. Mayoría de 
cuatro votos. Disidente José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz Joaquina 
Jaimes Ramos. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión privada de 
veintinueve de septiembre de dos mil diez. México, Distrito 
Federal, veintinueve de septiembre de dos mil diez.  Doy fe. 
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HAGH/rfr. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 75/2010. 
 

 
DELITOS FISCALES. EL ARTÍCULO 101 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN QUE ESTABLECE LOS CASOS EN QUE NO 
PROCEDE LA SUSTITUCIÓN Y CONMUTACIÓN DE SANCIONES O 
CUALQUIER OTRO BENEFICIO A LOS SENTENCIADOS POR 
AQUELLOS ILÍCITOS, ASÍ COMO LOS REQUISITOS QUE DEBEN 
SATISFACERSE EN LOS QUE SÍ PROCEDE SU OTORGAMIENTO, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ANTE LA LEY. La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha establecido en jurisprudencia firme 
que el principio de igualdad ante la ley, contenido en el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no implica que 
todos los individuos deban encontrarse siempre y en cualquier 
circunstancia en condiciones de absoluta igualdad, sino que dicho 
principio se refiere a la igualdad jurídica, la cual se traduce en el 
derecho de todos los gobernados de recibir el mismo trato que aquellos 
que se encuentran en similar situación de hecho. Lo anterior significa 
que no toda desigualdad de trato es violatoria de garantías, sino sólo 
cuando produce distinción entre situaciones objetivas y de hecho 
iguales, sin que exista para ello una justificación razonable e igualmente 
objetiva, de manera que a iguales supuestos de hecho corresponden 
similares situaciones jurídicas. En congruencia con tal criterio se 
concluye que el artículo 101 del Código Fiscal de la Federación que 
prevé los casos en los que no procede otorgar los beneficios de 
sustitución y conmutación de sanciones o cualquier otro beneficio a los 
sentenciados por delitos fiscales, así como los requisitos que deberán 
satisfacerse en los que sí proceda su otorgamiento, no viola el principio 
constitucional mencionado, pues no da trato diferenciado a quienes 
cometen el delito de defraudación fiscal respecto de los infractores que 
sí cuentan con el privilegio de obtener la sustitución o conmutación de 
las penas que se les impongan, ya que existe la posibilidad de que el 
responsable por aquel delito pueda gozar de esos beneficios, toda vez 
que el referido artículo 101 únicamente prevé en qué casos no 
proceden. 
 
Amparo directo en revisión 1707/2002. 12 de noviembre de 2003. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Andrea Nava 
Fernández del Campo. 
 
Amparo directo en revisión 835/2004. **********. 6 de octubre de 
2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Secretario: José de Jesús Bañales Sánchez. 
 
Amparo directo en revisión 1130/2005. **********. 24 de agosto de 
2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 
Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 406/2009. **********. 13 de mayo de 2009. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 721/2009. **********. 3 de junio 2009. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena 
Goslinga Remírez. 



 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de 
octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 76/2010. 
 

 
INCIDENCIA DE LOS IMPUESTOS. SU CONCEPTO Y VALORACIÓN 
JURÍDICA Y ECONÓMICA. La incidencia es un fenómeno de tipo 
económico causado por el proceso de traslación de los impuestos, 
conforme al cual, desde un punto de vista económico y financiero, no 
jurídico, se identifica a quien pagará materialmente y soportará el 
impacto del tributo. Dicho fenómeno se presenta mediante un aumento 
en los costos de operación del contribuyente, quien, por ese conducto, 
pretende trasladar la carga del impuesto a los consumidores como parte 
del precio; sin embargo, esta situación no siempre se presenta y para 
advertirla, es necesario analizar cada operación. Si los afectados por el 
traslado del impuesto son también contribuyentes del mismo, podrán 
acreditarlo y trasladarlo a su vez a otros sujetos mediante la misma 
mecánica del incremento de precios. Pero cuando la operación culmina 
en un sujeto no causante del impuesto o exento, éste deberá aceptar el 
traslado como parte del precio pagado por el bien o servicio relativo. 
Para comprender dicho fenómeno económico, es necesario tener 
presentes los significados de los diversos conceptos de: percusión, 
traslación, incidencia e impacto fiscal. La percusión, identifica el 
momento y la persona quien, por disposición de la ley, debe pagar la 
contribución e ingresarla a la hacienda pública, o sea, identifica al 
"contribuyente de derecho", la percusión es el punto donde la ley 
impone la exacción. La traslación del impuesto es el fenómeno por el 
cual un "contribuyente de derecho" percutido por el impuesto, se hace 
reembolsar o recupera indirectamente la carga fiscal que le produjo la 
percusión del impuesto, lo que hace adicionando voluntariamente al 
precio de venta del producto o servicio la carga de la contribución. La 
incidencia, también llamada repercusión, se presenta  cuando el 
impuesto llega a un tercero que, por las características de la ley, ya no 
puede trasladarlo a otro, fenómeno que se caracteriza por el hecho de 
que el sujeto incidido debe considerar el traslado del impuesto que 
retuvo, como parte integrante del precio del bien o servicio adquirido, es 
el lugar donde descansa el impuesto, desde el punto de vista 
económico. Sin embargo, aun cuando es frecuente que el sujeto 
incidido sea el consumidor final, esto no es la regla general, pues puede 
acontecer que en la determinación de los precios de las operaciones, el 
sujeto percutido o contribuyente de derecho, decida no trasladar la 
carga del impuesto y absorberla para no ver mermadas sus utilidades 
por el descenso de las ventas (principio económico de la elasticidad de 
la demanda). El impacto fiscal, es el efecto producido por la ley, en 
cuanto señala quién es el sujeto pasivo de la contribución sobre quien 
recaerá la obligación tributaria de pagar el tributo e ingresarlo a la 
hacienda pública. No debe confundirse el impacto fiscal  con la 
identificación de quien materialmente desembolsa o paga efectivamente 
el impuesto desde el punto de vista económico (incidencia), pues 
conforme a este concepto, sólo será causante de la contribución la 
persona sobre quien recaiga la obligación jurídico normativa de 
tributación impuesta por la ley; la problemática económica sobre quién 
es la persona que eventual y casuísticamente pagará el impuesto con 
afectación patrimonial directa en cada operación concreta en los 
tributos con incidencia, no es un problema analizable jurídicamente, 
sino por las finanzas y la economía. 
 



 

Amparo directo en revisión 1114/2003. **********. 14 de abril de 2004. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Emmanuel G. Rosales 
Guerrero. 
 
Amparo directo en revisión 2061/2007. **********. 30 de enero de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Mario César Flores Muñoz. 
 
Amparo en revisión 101/2009. **********. 24 de junio de 2009. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio 
Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 1868/2009. **********. 26 de agosto de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 1857/2009. **********. 2 de septiembre 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de 
octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez. Doy fe. 
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HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 77/2010. 
 
 
CONTRADICCIÓN DE TESIS. LA AUTORIDAD SEÑALADA COMO 
RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AMPARO EN QUE SE 
SUSTENTÓ UNA DE LAS TESIS, TIENE LEGITIMACIÓN PARA 
DENUNCIARLA. Los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 197-A de la Ley de Amparo 
establecen, en esencia, que cuando los tribunales colegiados de circuito 
sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su 
competencia, las partes que intervinieron en los juicios en que dichas 
tesis fueron sustentadas podrán denunciar la contradicción ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual decidirá la tesis que 
debe prevalecer. En consecuencia, la autoridad responsable que 
intervino en el juicio de amparo de donde derivó una de las tesis 
sustentadas está legitimada para hacer la denuncia respectiva. 
 
Contradicción de tesis 161/2004-PS. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos del Décimo Sexto 
Circuito. 6 de abril de 2005. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Jaime Flores Cruz. 
 
Contradicción de tesis 105/2008-PS. Entre las sustentadas por el 
Primer y el Segundo Tribunales  Colegiados en Materia Penal del 
Primer Circuito. 28 de septiembre de 2005. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique 
Sánchez Frías. 
 
Contradicción de tesis 169/2005-PS. Entre las sustentadas por el 
Primero, Segundo, Sexto, Séptimo, Octavo y Noveno Tribunales 
Colegiados en Materia Penal del Primer Circuito, así como por el 
Primero y Cuarto Tribunales Colegiados del Décimo Quinto Circuito. 31 
de mayo de 2006. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores 
Cruz.  
 
Contradicción de tesis 91/2009. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Primero y Décimo Primero, ambos en Materia Civil del 
Primer Circuito. 29 de abril de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
Contradicción de tesis 257/2009. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado  en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 11 de noviembre de 
2009. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
José Álvaro Vargas Ornelas. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de 
octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez. Doy fe. 
HAGH/rfr. 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   78/2010.  

 

RETROACTIVIDAD DE LA LEY Y APLICACIÓ N RETROACTIVA. 
SUS DIFERENCIAS.  El análisis de retroactividad de las leyes implica 
estudiar si una determinada norma tiene vigencia o aplicación respecto 
de derechos adquiridos o situaciones jurídicas acaecidas con 
anterioridad a su entrada en vigor. En cambio, el análisis sobre la 
aplicación retroactiva de una ley supone la verificación de que los actos 
materialmente administrativos o jurisdiccionales estén fundados en 
normas vigentes, y que en caso de un conflicto de normas en el tiempo 
se aplique la que genere un mayor beneficio al particular. 
 
Amparo directo en revisión 737/2005. 3 de agosto de 2005. Cinco 
votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Andrea Nava 
Fernández del Campo. 
 
Amparo directo en revisión 829/2008. **********. 9 de julio de 2008. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina 
Coutiño Mata. 
 
Amparo directo en revisión 1151/2008. **********.  22 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado. 
 
Amparo directo en revisión 1431/2008.  **********. 22 de octubre de 
2008. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño 
Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
Amparo directo en revisión 1013/2010. **********. 4 de agosto de 
2010. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de 
la Peza López Figueroa. 
                
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión privada de 
veintisiete de octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, 
veintiocho de octubre de dos mil diez.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 

 
HAGH/cop. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  79/2010. 

 

INCONFORMIDAD. ES IMPROCEDENTE AQUELLA QUE SE 
PROMUEVA AL DESAHOGAR LA VISTA RESPECTO DEL INFORME 
DE CUMPLIMIENTO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE. Del 
análisis de lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 105 de la Ley 
de Amparo, se desprende que, a través de las inconformidades a  que 
se refiere dicho precepto legal, se combate la resolución de los 
juzgados de distrito o tribunales de circuito que conocieron del juicio de 
amparo por la que éstos tienen por cumplida la ejecutoria respectiva, y 
no así el informe de cumplimiento presentado por la autoridad 
responsable.  En consecuencia, resulta improcedente la inconformidad 
que, en su caso, intente promover la parte interesada al desahogar la 
vista que se le otorgue respecto de las constancias de cumplimiento 
exhibidas por la autoridad responsable, previo a que el juez o tribunal 
del conocimiento emita el correspondiente acuerdo de cumplimiento. 
 

Inconformidad 71/2006. **********. 29 de marzo de 2006. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Lorena Goslinga 
Remírez. 
 
Inconformidad 79/2008. **********. 16 de abril de 2008. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Claudia Alatorre Villaseñor. 
 
Inconformidad 215/2010. **********. 7 de julio de 2010. Unanimidad de 
cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Laura Patricia Rojas 
Zamudio. 
 
Inconformidad 224/2010. **********. 4 de agosto de 2010. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Laura Patricia Rojas 
Zamudio. 
 
Inconformidad 251/2010. **********. 11 de agosto de 2010. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de 
octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 80/2010. 
 
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. CASO EN QUE EL ESTUDIO DE 
LOS ARGUMENTOS ENDEREZADOS POR LA OMISIÓN EN LA 
APLICACIÓN DE JURISPRUDENCIA ES UN TEMA DE 
CONSTITUCIONALIDAD. Conforme a la jurisprudencia de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 53/98, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo VIII, agosto de 1998, página 326, con el rubro: 
"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE LEGALIDAD 
SON INOPERANTES.", los agravios tendientes a acreditar la omisión 
por parte del tribunal colegiado de circuito en la aplicación de la 
jurisprudencia invocada en la demanda de garantías, devienen 
inoperantes por tratarse de argumentos de mera legalidad. Sin 
embargo, si la aplicación de criterios jurisprudenciales implica, 
directamente o por analogía, la declaratoria de inconstitucionalidad del 
precepto cuya constitucionalidad se cuestiona en conceptos de 
violación, deberá valorarse como un tema de constitucionalidad.  
 
Amparo directo en revisión 795/2006. **********. 21 de junio de 2006. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo. 
 
Amparo directo en revisión 1175/2007. **********. 22 de agosto de 
2007. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Mario César Flores Muñoz. 
 
Amparo directo en revisión 831/2009. **********. 1o. de julio de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila 
Ornelas. 
 
Amparo directo en revisión  1887/2009. **********. 25 de noviembre de 
2009. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan 
Carlos Roa Jacobo. 
 
Amparo directo en revisión 2047/2009. **********. 13 de enero de 
2010. Unanimidad de cuatro votos. Impedido: Juan N. Silva Meza. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa 
Jacobo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de 
octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL   81/2010. 
 
 
 
MULTA EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. PROCEDE IMPONER 
LA MEDIA CUANDO EL PROMOVENTE ES UN PERITO EN 
DERECHO. Conforme al último párrafo del artículo 103 de la Ley de 
Amparo, procede imponer una multa cuando el recurso de reclamación 
sea interpuesto sin motivo, es decir, cuando resulte notoriamente 
infundado o improcedente, por faltar el fundamento de hecho y de 
derecho que debe invocar el promovente para apoyar su pretensión. 
Ahora bien, para determinar si la conducta del recurrente se ubica 
dentro de dicha norma y, en su caso, fijar el importe de la multa a 
imponer, deben considerarse las circunstancias del caso concreto, 
mediante un análisis lógico y racional, basado en los datos objetivos del 
expediente. Por tal razón, se concluye que los licenciados en derecho 
actúan sin motivo y, por tanto, se hacen acreedores a la imposición de 
la multa media prevista en el referido artículo 103, cuando interponen 
un recurso de revisión en amparo directo notoriamente improcedente y, 
no obstante ello, posteriormente promueven un recurso de reclamación 
igualmente deficiente -por su propio derecho o en representación del 
quejoso- contra el auto desechatorio de aquél; toda vez que constituye 
una agravante el hecho de que sean peritos en derecho, pues al ser 
profesionales versados en la ciencia jurídica deben reputarse 
conocedores del sistema normativo que rige la procedencia de los 
medios de defensa legales. 
 
Reclamación 83/2007-PL. **********. 11 de abril de 2007. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la Barrera Vite.  
 
Reclamación  270/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique 
Sánchez Frías. 
 
Reclamación 269/2009. **********. 21 de octubre de 2009. Cinco votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Mariana Mureddu Gilabert.  
 
Reclamación 381/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco votos. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Reclamación 137/2010. **********. 26 de mayo de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos 
Madrazo. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial  fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión privada de 
veintisiete de octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, 
veintiocho de octubre de dos mil diez.  Doy fe. 
 



 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 82/2010. 
 

 
RECLAMACIÓN. SU PRESENTACIÓN NO ES EXTEMPORÁNEA SI 
OCURRE ANTES DE QUE INICIE EL PLAZO PARA HACERLO. 
Conforme al artículo 103 de la Ley de Amparo, el recurso de 
reclamación podrá interponerse dentro del término de tres días 
siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución 
impugnada; sin embargo, si dicho recurso se interpone antes de que 
inicie dicho plazo, su presentación no es extemporánea, pues el citado 
numeral sólo se refiere a que el aludido medio de defensa no puede 
hacerse valer después de tres días, lo cual no impide que el escrito 
correspondiente se presente antes de ese término. 
 
Reclamación 125/2009. **********. 17 de junio de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Isabel 
Castillo Vorrath. 
 
Reclamación 300/2009. **********. 4 de noviembre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 
 
Reclamación 308/2009. **********. 11 de noviembre de 2009. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 
 
Reclamación 328/2009. **********. 18 de noviembre de 2009. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la 
Barrera Vite. 
 
Reclamación 369/2009. **********. 13 de enero de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Amalia Tecona 
Silva. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintisiete de 
octubre de dos mil diez. México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez. Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
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HAGH/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  83/2010 
 
 

EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. EN 
CASO DE RESULTAR APLICABLE EL CÓDIGO DE COMERCIO, 
VIGENTE CON ANTERIORIDAD A LAS REFORMAS PUBLICADAS 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LAS FEDERACIÓN DEL 24 DE MAYO 
DE 1996, LA APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN LOCAL 
SUPLETORIA, DEBE REGIRSE CONFORME A SUS PROPIAS 
REGLAS DE VIGENCIA. Con fundamento en el último párrafo del 
artículo 14 constitucional, se concluye que en los juicios del orden civil, 
la sentencia definitiva deberá dictarse conforme a la ley vigente. Por lo 
tanto, en caso de que respecto de un emplazamiento en un juicio 
ordinario mercantil, resulte aplicable el Código de Comercio, vigente 
con anterioridad a las reformas publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación del 24 de mayo de 1996, por tratarse de un asunto en el 
que el crédito se contrató con anterioridad a la vigencia de dichas 
reformas, debe darse trato a dicha legislación, como vigente aunque 
objetivamente ya no lo sea, pues precisamente en ello consiste el 
conflicto de normas en el tiempo; y si en el artículo 1054 del texto 
anterior del Código de Comercio, se establece una norma remitente, al 
señalar como supletoria a la legislación procesal local, deberá buscarse 
la norma supletoria remitida, con base en las normas de vigencia 
propias de dicha norma remitida, sin que para ello deban tomarse en 
cuenta las reglas de vigencia de la norma remitente. Por lo tanto, si la 
norma supletoria se encuentra en el artículo 69 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León, que fue 
reformado mediante decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha 
entidad el 21 de julio de 1997, debe considerarse inaplicable el texto 
reformado de dicho precepto, en aquellos juicios originados por 
demandas que se hubieren presentado y se encuentren en trámite con 
anterioridad a su entrada en vigor, en términos del segundo transitorio 
del decreto en mención. 
 
 
Contradicción de Tesis 447/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Civil del 
Cuarto Circuito. 11 de agosto de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Rocío Balderas Fernández. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  84/2010 
 
 

CONTRAGARANTÍA. SE DEBE CAUCIONAR EL MONTO TOTAL 
POR EL QUE SE PRETENDA EJECUTAR LA SENTENCIA DICTADA 
EN UN JUICIO CIVIL, EN CASO DE HABERSE CONCEDIDO LA 
SUSPENSIÓN PARA EL EFECTO DE QUE ÉSTA NO SE EJECUTE. 
Conforme al artículo 107, fracción X, segundo párrafo de la Constitución 
Federal, la suspensión concedida al quejoso puede quedar sin efecto si 
“la otra parte da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al 
estado que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños 
y perjuicios consiguientes”; disposición que es acorde con el primer 
párrafo del artículo 126 de la Ley de Amparo, donde se establece que 
dicha caución debe ser bastante para “restituir las cosas al estado que 
guardaban antes de la violación de garantías y pagar los daños y 
perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda 
el amparo”. En estos términos, en caso de que en un juicio de amparo 
se reclame una sentencia definitiva dictada en un juicio civil, en la que 
se haya condenado al quejoso a entregar al tercero una cantidad 
determinada; habiéndose concedido al impetrante la suspensión para el 
efecto de que dicha resolución no se ejecute, y considerando que los 
posibles efectos de la ejecutoria de amparo serían devolver al 
impetrante el numerario o los bienes que por esa cantidad se 
sustrajeran de su patrimonio con la ejecución de la sentencia 
reclamada, la contrafianza debe caucionar, además del pago de daños 
y perjuicios al quejoso, el monto por el que se pretenda ejecutar ese 
fallo, pues el levantamiento de la suspensión concedida al impetrante 
implica la ejecución anticipada de una resolución cuya 
constitucionalidad se encuentra subjudice. 
 
 
Contradicción de tesis 18/2010. Entre las sustentadas por el entonces 
Tercer Tribunal Colegiado (ahora Segundo en Materias Administrativa y 
de Trabajo) y el Tribunal Colegiado en Materia Civil, ambos del Décimo 
Primer Circuito.  18 de agosto de 2010.  Cinco votos. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Blanca Lobo Domínguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 

 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  85/2010 
 
 

CONCURSO REAL DE DELITOS. SE ACTUALIZA CUANDO EL 
ACTIVO COMETE EL DELITO CONTRA LA SALUD, EN LA 
MODALIDAD DE POSESIÓN DE NARCÓTICOS, Y EL DE 
PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO DE USO EXCLUSIVO DEL 
EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA, AÚN CUANDO SE 
REALICEN SIMULTÁNEAMENTE. El hecho de que el sujeto activo 
posea narcóticos, en términos del primer párrafo del artículo 195 del 
Código Penal Federal y, al mismo tiempo, porte un arma de fuego 
reservada para uso exclusivo del Ejército, Armada y Fuerza Aérea no 
configura un concurso ideal de delitos, porque para ello, es necesario 
que la pluralidad de conductas integren una verdadera unidad 
delictiva, lo cual se presenta cuando entre las conductas existe una 
relación de interdependencia, es decir, que por la forma como se 
materializan o el momento en que se consuman, se trate de 
conductas que no puedan disociarse. De acuerdo a lo anterior, 
cuando el autor posee algún narcótico y porte o traiga consigo un 
arma de fuego de las reservadas para uso exclusivo del Ejército, 
Armada y Fuerza Aérea, se actualiza un concurso real de delitos, aun 
cuando tales acciones típicas se realicen de manera simultánea; pues 
lo que importa para la actualización de esta última clase de concurso, 
es la pluralidad de actos o acciones independientes entre sí y la 
pluralidad de delitos que con esas conductas se cometan. 
 
 
Contradicción de tesis 25/2010. Entre las sustentadas por los 
entonces Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, (hoy Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo y Segundo en Materias Penal 
y Administrativa) ambos del Octavo Circuito. 18 de agosto de 2010. 
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José 
Luis Ceballos Daza. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  86/2010 
 
 

SUSPENSIÓN. PROCEDE OTORGARLA CONTRA LA  ORDEN  DE  
COMPARECENCIA O PRESENTACIÓN PARA QUE EL INDICIADO 
DESAHOGUE DILIGENCIAS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. La 
suspensión a petición de parte de los actos reclamados se encuentra 
regulada por los artículos 124 y 138 de la Ley de Amparo, por lo que la 
que se solicite contra la orden de comparecencia o presentación 
procederá si: i) la solicita el agraviado; ii) no se sigue perjuicio al interés 
social, ni se contravienen  disposiciones de orden público, y iii) los 
daños y perjuicios causados son de difícil reparación. Además, dado 
que la indicada orden no es un requisito indispensable para integrar la 
averiguación previa y es un acto dentro del procedimiento, su 
suspensión, por regla general, no impide continuarlo hasta antes del 
ejercicio de la acción penal que es la resolución firme de tal etapa; sin 
embargo, de estimar que pudiera consumarse irreparablemente el daño 
o perjuicio si no se suspende dicho procedimiento, el juzgador de 
amparo puede suspenderlo. Por tanto, para determinar la procedencia 
de la suspensión contra la orden de comparecencia o presentación 
dictada por el Ministerio Público a fin de que el indiciado desahogue 
diligencias en la averiguación previa, debe realizarse un examen previo 
y temporal que no es exhaustivo ni definitivo, pero que del mismo 
deberán advertirse motivos suficientes que justifiquen, si bien no una 
restitución en la garantía violada (como sucede con la concesión del 
amparo), sí una paralización o inmovilización del acto y/o sus efectos. 
Al respecto, deberá considerase el posible, real y presente perjuicio al 
interés social o contravención al orden público, la dificultad en la 
reparación de los daños que con la continuación del acto se puedan 
causar o su imposible restitución, y la posibilidad de que el acto 
reclamado sea violatorio de la garantía alegada. Todo ello sin que 
pueda estimarse que por el simple hecho de que se trata del 
procedimiento de averiguación previa, la suspensión de un acto dentro 
de éste o del procedimiento mismo, contraviene el interés social y el 
orden público, sino que tal extremo debe ser razonado y valorado por el 
juzgador. 
 
 
 
Contradicción de tesis 454/2009. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado del Quinto Circuito (ahora Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito) y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Sexto Circuito (actualmente Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Sexto Circuito). 8 de septiembre de 2010. Mayoría 
de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. Herrera Moro 
Ramírez. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de 



 

octubre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  87/2010 
 
 

SANCIÓN PECUNIARIA TRATÁNDOSE DE DELITOS FISCALES. EL 
ARTÍCULO 94 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
DEROGADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 28 DE JUNIO DE 2006, AL 
PREVER QUE LA AUTORIDAD JUDICIAL NO IMPONDRÁ 
AQUÉLLA, CONTIENE UN DERECHO SUSTANTIVO QUE DEBE 
APLICARSE ULTRACTIVAMENTE A FAVOR DEL GOBERNADO, EN 
CUMPLIMIENTO AL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN DE LA 
LEY. Si se tiene en cuenta que la disposición de no imponer sanciones 
pecuniarias en los delitos fiscales, prevista en el artículo 94 del Código 
Fiscal de la Federación, derogado mediante Decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 28 de junio de 2006, es un derecho 
sustantivo del gobernado y no una cuestión meramente adjetiva o 
procesal, al involucrar una prohibición a la facultad de la autoridad 
judicial de imponer sanciones, que conforme a los artículos 24 y 29 del 
Código Penal Federal, constituyen las penas y medidas de seguridad 
que incluyen la multa y la reparación del daño, es indudable que al 
artículo primeramente citado le es aplicable el principio de exacta 
aplicación de la ley vigente en el momento de cometerse el hecho 
delictivo, que emana del segundo párrafo del artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto  a  la  
aplicación  ultractiva de la ley a favor del indiciado, procesado, acusado 
o sentenciado. Lo anterior significa que al resolver sobre el particular 
debe aplicarse la ley más benéfica, de manera que si el delito fiscal se 
cometió durante la vigencia del precepto derogado, éste debe aplicarse 
ultractivamente a favor del gobernado, dado que otorga el beneficio a 
no ser sancionado pecuniariamente por la autoridad judicial.  Lo anterior 
sin conceder que en aplicación ultractiva del artículo derogado, las 
autoridades administrativas, con arreglo a las leyes fiscales, podrán 
hacer efectivas las contribuciones omitidas, los recargos y las 
sanciones administrativas correspondientes, sin que ello afecte el 
procedimiento penal. 
 
 
Contradicción de tesis 65/2010. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 8 de septiembre de 
2010. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  88/2010 
 
 

ACTA DE NACIMIENTO MEXICANA. EL HECHO DE QUE SEÑALE 
QUE EL ALUMBRAMIENTO OCURRIÓ EN TERRITORIO MEXICANO, 
HABIÉNDOSE ACREDITADO EN JUICIO QUE SUCEDIÓ EN EL 
EXTRANJERO, CONSTITUYE UN VICIO SUSTANCIAL QUE HACE 
PROCEDENTE LA NULIDAD DE AQUÉLLA (LEGISLACIONES DE 
LOS ESTADOS DE JALISCO Y COAHUILA). La circunstancia de que 
un acta de nacimiento mexicana contenga un hecho falso, consistente 
en señalar que el alumbramiento ocurrió en territorio mexicano, 
habiéndose acreditado en juicio que sucedió en el extranjero, constituye 
un vicio sustancial que hace procedente su nulidad y no su rectificación, 
al ser una cuestión que puede modificar la situación jurídica de la 
persona de cuyo estado civil se trate y debido a la posibilidad de 
inscribir el acta de nacimiento extranjera en el Registro Civil que 
corresponda.  Ello es así, pues mantener su validez sólo ocasionaría 
una duplicidad de actas que daría lugar a incertidumbre e inseguridad 
jurídicas, debilitando la función de orden público que corresponde a 
dicho Registro; precisando que la nulidad del acta de nacimiento sólo 
puede solicitarse por las personas de cuyo estado civil se trate, así 
como por aquellas a quienes la ley lo permita expresamente. 
 
 
Contradicción de tesis 121/2010. Entre las sustentadas por el actual 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Octavo 
Circuito, antes Quinto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 8 de 
septiembre de 2010. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: 
Rosa María Rojas Vértiz Contreras 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:   Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  89/2010 
 
 

APELACIÓN. RESULTA PROCEDENTE CONTRA LAS 
SENTENCIAS, AUTOS, INTERLOCUTORIAS O RESOLUCIONES 
DICTADOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO MERCANTIL, CUANDO 
EL MONTO DEL NEGOCIO RESULTE DE CUANTÍA 
INDETERMINADA. La improcedencia del recurso de apelación en los 
juicios mercantiles respecto de asuntos de cuantía inferior a los 
doscientos mil pesos establecida en los artículos 1339 y 1340 del 
Código de Comercio, constituye una disposición excepcional, puesto 
que el legislador excluyó de forma limitativa la procedencia de ese 
medio de defensa cuando la controversia impulsó una cuantía inferior a 
doscientos mil pesos; esto es, el creador de la norma no hizo extensiva 
la hipótesis normativa a los demás juicios mercantiles ni a otro tipo de 
procedimientos judiciales. En esta lógica, el tratamiento que debe darse 
a asuntos de cuantía indeterminada, al no estar previstos como tales en 
el Código de Comercio, es el que imponen las reglas generales, es 
decir, las que regulan los juicios ordinarios, de tal suerte que los autos, 
interlocutorias y sentencias dictadas durante el procedimiento pueden 
ser impugnadas a través del recurso de apelación. Aunado a lo anterior, 
se estima que debe atenderse la regla establecida en el artículo 238 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, ─misma que señala que 
“sólo son apelables las sentencias que recaigan en negocios cuyo valor 
exceda de mil pesos, y en aquellos cuyo interés no sea susceptible de 
valuarse en dinero”─, por resultar complementaria al Código de 
Comercio. Así, se considera que la regla aplicable es la establecida en 
el artículo 1339, en el sentido de que contra las resoluciones dictadas 
en el procedimiento y sentencias recaídas en asuntos de cuantía 
indeterminada procede el recurso de apelación. 
 
 
Contradicción de tesis 79/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Undécimo, ambos en Materia Civil 
del Primer Circuito. 29 de septiembre de 2010. Unanimidad de cuatro 
votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Luisa Reyes 
Retana Esponda. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintisiete de 
octubre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veintiocho de 
octubre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  90/2010 
 
 

TERCERO PERJUDICADO. CUANDO SE RECLAMEN 
VIOLACIONES AL DERECHO DE PETICIÓN O A LOS PRINCIPIOS 
DE PLENITUD Y EXPEDITEZ EN LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA, EXISTE SI EL ACTO RECLAMADO DERIVA DE UN 
JUICIO O PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO. 
Cuando de la demanda de garantías, se advierta que el acto impugnado 
proviene de un juicio o de un procedimiento seguido en forma de juicio 
en donde haya intervenido el quejoso y su contraparte, debe 
considerarse a éste último como tercero perjudicado, aun cuando en el 
juicio de amparo se reclamen violaciones a las garantías consagradas 
en los artículos 8° y 17 de la Constitución Federal, en específico, por la 
falta de acuerdo a una promoción o la omisión de alguna autoridad 
jurisdiccional de dictar la resolución que ponga fin a un juicio o a un 
procedimiento seguido en forma de juicio; pues la figura del tercero 
perjudicado no puede dejar de existir, en función de la naturaleza de los 
actos que se impugnen, pues el carácter de tercero perjudicado que 
tiene la contraparte del agraviado, deviene expresamente de lo 
dispuesto en el inciso a) de la fracción III del artículo 5º de la Ley de 
Amparo, y su intervención como tal en el juicio de garantías constituye 
un derecho procesal legalmente tutelado.  
 
 
Contradicción de tesis 96/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero (antes Tribunal Colegiado del Sexto 
Circuito) y Segundo (antes Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 
Circuito), ambos en Materia Civil del Sexto Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 8 de 
septiembre  de  2010. Cinco votos.  Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  91/2010 
 
 

IRRETROACTIVIDAD. EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE 
LA LEY ARANCELARIA PARA EL COBRO DE HONORARIOS 
PROFESIONALES DE ABOGADOS Y NOTARIOS Y DE COSTAS 
PROCESALES PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, ES 
INCONSTITUCIONAL POR SER CONTRARIO A LA GARANTÍA DE. 
El citado artículo transitorio, al limitar la aplicación de la Ley Arancelaria 
para el Cobro de Honorarios de Abogados y Notarios, publicada el 8 de 
marzo de 1953 en el Periódico Oficial del Estado de Guanajuato, a los 
incidentes de liquidación de costas tramitados antes de la entrada en 
vigor de la actual ley arancelaria (4 de abril de 2006), afecta una 
situación jurídica preexistente; ya que el monto económico (arancel) de 
la condena en costas, es una norma de carácter sustantivo, y en esos 
casos, la ley aplicable debe ser la vigente en el momento en que se 
generó el derecho a reclamar dicha prestación, es decir, la fecha en que 
se dictó la sentencia de condena; con independencia de que la 
tramitación para el ejercicio de dicho derecho tenga lugar una vez que 
se encuentre vigente la nueva legislación; por lo cual, la aplicación del 
nuevo ordenamiento arancelario resulta retroactiva y por tanto 
contraviene, únicamente en ese aspecto, la garantía de irretroactividad 
contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
 
Contradicción de tesis 446/2009. Entre los criterios sustentados por el 
Primero y Segundo Tribunales Colegiados en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 20 de octubre de 2010. Unanimidad 
de cuatro votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 

 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  92/2010 
 
 

AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE EL PROMOVIDO POR EL 
OFENDIDO CONTRA LA SENTENCIA DE SEGUNDO GRADO, EN 
LO RELATIVO A LA REPARACIÓN DEL DAÑO, CUANDO AQUÉLLA 
CONFIRMÓ LO RESUELTO POR EL JUEZ NATURAL, Y SÓLO EL 
MINISTERIO PÚBLICO INTERPUSO EL RECURSO DE APELACIÓN 
(LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y DE NUEVO LEÓN). 
Cuando el juzgador de primera instancia dicta sentencia condenatoria al 
considerar comprobados el delito y la responsabilidad penal del 
inculpado, pero en lo relativo a la reparación del daño resuelve 
absolverlo, ello se traduce en un agravio a la víctima impugnable 
mediante el recurso de apelación, independientemente de que también 
lo haga el Ministerio Público, pues ambos gozan de legitimación para 
ese efecto, y en tanto que las obligaciones constitucionales conferidas 
al representante social no excluyen las prerrogativas y derechos 
otorgados al ofendido, quien también debe agotar sus medios de 
defensa. Así, en caso de que sólo el Ministerio Público interponga el 
recurso de apelación, y la ejecutoria de segundo grado confirme lo 
relativo a la reparación del daño, se concluye que el juicio de amparo 
directo promovido por el ofendido contra esta última resolución es 
improcedente en términos del artículo 73, fracción XI, de la Ley de 
Amparo, porque dicho acto reclamado es la consecuencia de un acto 
consentido, pues la falta de impugnación constituye la manifestación de 
voluntad no subsanable por el hecho de que la sentencia de primera 
instancia haya sido apelada por la autoridad ministerial. 
 
 
Contradicción de tesis 161/2010. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 27 de octubre 
de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: David Arturo Esquinca Vila. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL   93/2010 
 
 

QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, DE LA LEY 
DE AMPARO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE 
DISTRITO POR EL QUE REQUIERE A LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES LA TOTALIDAD DE LAS CONSTANCIAS DE LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. Conforme a los artículos 149, 152 y 78 de la 
Ley de Amparo, los funcionarios o autoridades responsables están 
obligados a expedir las copias o documentos que les sean solicitados y, 
si no lo hacen, el juez de distrito puede solicitárselos, siempre que 
dichas constancias sean necesarias para la resolución del asunto. 
Aunque lo anterior puede considerarse como una regla general, existen 
casos de excepción en los que las autoridades o funcionarios no están 
en posibilidad legal de expedir las copias o documentos solicitados por 
las partes interesadas para ofrecerlas en el juicio, como sucede en la 
averiguación previa, en la que el Ministerio Público de la Federación y/o 
el Subprocurador de Investigación Especializada en Delitos Federales 
están limitados a expedir todas las constancias de esas averiguaciones, 
pues ante los órganos jurisdiccionales deben promover el principio de 
reserva de identidad y otros datos personales de la víctima u ofendido 
cuando éstos son menores, se trate de los delitos de violación, 
secuestro o delincuencia organizada, y en los demás casos que se 
considere necesario para su protección en términos del artículo 4 de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Por lo tanto, 
no debe aplicarse con rigidez el artículo 149, segundo párrafo, de la Ley 
de Amparo, tratándose de las constancias necesarias para apoyar el 
informe justificado, pues es innecesario y contrario al principio de 
justicia pronta y expedita contenido en el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que el juez de distrito, a fin 
de allegarse las pruebas al juicio, solicite a los funcionarios o 
autoridades la expedición de todas las constancias de la averiguación 
previa, al existir un impedimento legal para realizar dicha expedición, 
porque hacerlo ocasiona un daño no reparable en la sentencia 
definitiva, ya que se trastoca el principio de reserva aludido, 
vulnerándose las investigaciones practicadas en la averiguación previa 
que requieren de ese sigilo, ya que se tendría acceso a toda la 
información, aun la no relacionada con los quejosos. En consecuencia, 
contra el acuerdo del juez de distrito por el que requiere a las 
autoridades responsables la totalidad de las constancias de la 
averiguación previa durante la tramitación del juicio de amparo indirecto 
procede el recurso de queja previsto en la fracción VI del artículo 95 de 
la Ley de Amparo, y de proporcionarse dicha información, queda bajo la 
más estricta discrecionalidad del juzgador la guarda, custodia y difusión 
de las pruebas aportadas al juicio, acorde con los artículos 80 y 87 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la 
Ley de Amparo. 
 
 
Contradicción de tesis 232/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Sexto, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  94/2010 

 
 

ARRESTO COMO MEDIO DE APREMIO. PUEDE IMPONERSE LAS 
VECES QUE EL JUZGADOR CONSIDERE NECESARIAS PARA 
HACER CUMPLIR SUS DETERMINACIONES. Del artículo 73 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se advierte 
que no contiene limitante alguna para que los titulares de los órganos 
jurisdiccionales impongan los medios de apremio las veces que 
consideren necesarias para hacer cumplir sus determinaciones, dado el 
carácter de autoridad con que están investidos. Por tanto, en términos 
de su fracción IV, los jueces están facultados para imponer, fundada y 
motivadamente, el arresto hasta por treinta y seis horas, cuantas veces 
consideren necesarias, a fin de hacer cumplir sus determinaciones, 
atendiendo a las circunstancias particulares del caso y al tipo de 
determinación a cumplirse, tales como la naturaleza, las consecuencias 
y la gravedad del asunto. 
 
 
Contradicción de tesis 237/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Cuarto y Décimo Tercero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 27 de octubre de 2010. Mayoría de tres votos. 
Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  95/2010 
 
 

DELITOS FISCALES PERSEGUIBLES POR QUERELLA DE LA 
SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. PARA EL 
CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE 
LA ACCIÓN PENAL, DEBE ATENDERSE A LAS REGLAS 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 100 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. El citado precepto prevé que la acción penal en delitos 
fiscales perseguibles por querella, por declaratoria y por declaratoria de 
perjuicio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, prescribe en 
tres años contados a partir del día en que la autoridad hacendaria tenga 
conocimiento del delito y del delincuente; y en cinco años cuando no lo 
tenga, plazo este último que se computa a partir de la fecha de la 
comisión del delito; mientras que en los demás casos rigen las reglas 
del Código Penal Federal. De lo anterior se advierte que dicha previsión 
sólo se refiere a la prescripción de la acción penal en los delitos fiscales 
perseguibles por querella, y no a otros, como aquellos respecto de los 
que no se exige este último requisito de procedibilidad, cuya 
prescripción se rige por las disposiciones del Código Penal indicado. En 
ese sentido, se concluye que las reglas de prescripción de la acción 
penal previstas por dicho ordenamiento penal no aplican en los delitos 
fiscales perseguibles por querella, en atención al principio de 
especialidad, respecto del cual la norma especial prevalece sobre la 
general. 
 
 
Contradicción de tesis 187/2010. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Octavo Circuito (antes Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito). 
27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  96/2010 
 
 

DELITOS FISCALES. LOS PLAZOS ESTABLECIDOS EN EL 
ARTÍCULO 100 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA 
QUE LA OFENDIDA SE QUERELLE Y EN SU CASO EL MINISTERIO 
PÚBLICO EJERZA ACCIÓN PENAL, NO SE INTERRUMPEN CON 
LAS ACTUACIONES DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO NI CON LAS DE LA REPRESENTACIÓN 
SOCIAL EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. El Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia P./J. 
92/2000, sostuvo que el único órgano facultado para investigar y 
perseguir la comisión de un delito fiscal es el Ministerio Público Federal, 
al que puede coadyuvar la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en 
los términos y con los límites que marcan las leyes; correspondiendo a 
la autoridad hacendaria el deber de verificar el cumplimiento de las 
obligaciones fiscales y, en su caso, denunciar la posible comisión de un 
ilícito. De ahí que si durante algún acto de verificación del cumplimiento 
de obligaciones fiscales conoce de hechos probablemente constitutivos 
del ilícito, puede presentar inmediatamente la querella respectiva, sin 
importar el estado que guarden sus actuaciones, ya que en el 
procedimiento que se inicie, el Ministerio Público Federal realiza las 
investigaciones conducentes, a fin de establecer si existe o no el delito 
denunciado. En ese sentido, y considerando que los delitos fiscales 
perseguibles por querella únicamente se rigen por los plazos 
establecidos en el artículo 100 del Código Fiscal de la Federación, debe 
entenderse que las actuaciones realizadas tanto por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público como por la autoridad ministerial en la 
averiguación previa no interrumpen los plazos para que la ofendida se 
querelle ni para que si procede, el Ministerio Público ejerza acción 
penal, esto es, tiene que ejercer dicha acción antes de que fenezcan los 
plazos de tres o cinco años (de acuerdo al supuesto que se actualice) 
establecidos en el citado precepto legal. 
 
 
Contradicción de tesis 187/2010. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Octavo Circuito (antes Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito). 
27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  97/2010 
 
 

EMBARGO PRECAUTORIO. LOS BIENES SEÑALADOS EN ÉSTE, 
SIRVEN PARA GARANTIZAR LAS RESULTAS DEL JUICIO AUN 
CUANDO SE HAYAN TRANSMITIDO A OTRA PERSONA Y LA 
CUANTÍA SEÑALADA EN EL DEFINITIVO EXCEDA DE LA 
ESTABLECIDA INICIALMENTE. De los artículos 389, fracción I, 390, 
391, 397 y 398 del Código Federal de Procedimientos Civiles, se 
advierte que el embargo es la medida cautelar que puede solicitarse por 
el interesado en el juicio o antes de su inicio, y tiene por objeto la 
individualización e indisponibilidad del bien afectado para asegurar que 
el importe obtenido por su realización judicial se aplique a satisfacer el 
interés del acreedor. Por tanto, si una persona adquiere un bien 
mediante algún convenio o contrato, después de que se trabó embargo 
precautorio y haya tenido conocimiento de la existencia del gravamen, 
es indudable que tiene la obligación de responder por el pago de la 
condena que se ejecute contra la parte demandada, aun cuando la 
cuantía fijada en el embargo definitivo sea mayor a la señalada en el 
precautorio, por haberlo adquirido con el carácter de causahabiente, 
pues con la celebración del convenio o contrato no sólo se adquieren 
derechos personales, sino también la obligación de responder de las 
resultas del juicio, siempre y cuando el valor de los bienes embargados 
sean suficientes para cubrir dicha condena. 
 
 
Contradicción de tesis 164/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos del Décimo Segundo 
Circuito. 27 de octubre de 2010. Mayoría de tres votos. Disidente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Fernando A. Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  98/2010 
 
 

RECLAMACIÓN. ES FUNDADO EL RECURSO CUANDO COEXISTE 
UNA RESOLUCIÓN EN QUEJA QUE TIENE POR EFECTO DEJAR 
INSUBSISTENTE EL AUTO QUE MOTIVÓ EL DESECHAMIENTO 
MATERIA DE LA PROPIA RECLAMACIÓN. Es fundado un recurso de 
reclamación cuando coexiste con la resolución de una queja que tendría 
como único efecto la insubsistencia del auto que dejó firme una 
resolución, la cual, sirvió de base para dictar el auto impugnado en la 
reclamación. Lo anterior, no obstante que el auto que constituye la 
materia de la reclamación, haya sido  dictado ajustado a derecho en el 
momento de su emisión, y que la materia de la reclamación y la queja 
sean independientes; ello es así, toda vez que en el caso concreto, la 
queja fundada deja insubsistente el auto que declaró firme una 
resolución, de forma tal que ésta última deja de constituir cosa juzgada. 
Así, debe admitirse el medio de impugnación interpuesto en su contra, 
cuando éste se hizo valer en tiempo y forma, pues de admitirse lo 
contrario, es decir, declarar infundada la reclamación quedaría firme el 
auto de desechamiento de un recurso que fue interpuesto en tiempo y 
forma, dejando así, en total indefensión a la parte interesada. 
 
 
Contradicción de tesis 183/2010. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito (hoy Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo, del mismo 
Circuito). 27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  99/2010 
 
 

EJECUCIÓN DE SENTENCIA DERIVADA DE UN JUICIO EJECUTIVO 
MERCANTIL. EL DERECHO PARA SOLICITARLA PRESCRIBE EN 
EL TÉRMINO DE TRES AÑOS. El derecho para solicitar la ejecución 
de una sentencia firme y obtener lo reconocido en ésta es de naturaleza 
sustantiva, por lo cual se extingue mediante la figura de la prescripción. 
Así, el derecho a solicitar la ejecución de una sentencia derivada de un 
juicio ejecutivo mercantil prescribe en el término de tres años, conforme 
al artículo 1079, fracción IV, del Código de Comercio, que prevé una 
norma específica para tal supuesto frente al término genérico de diez 
años contenido en el artículo 1047 del mismo Código, el cual debe 
aplicarse en los casos en que no se señalen plazos más cortos para la 
prescripción.  
 
 
Contradicción de tesis 475/2009. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 27 de octubre 
de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretarias: Ana María Ibarra Olguín y Luisa Reyes Retana 
Esponda. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha tres de noviembre de 
dos mil diez.- México, Distrito Federal, cuatro de noviembre de dos 
mil diez.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 100/2010. 
 
 
MULTA. CUANDO SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN EN 
AMPARO DIRECTO, DEBE IMPONERSE LA QUE PREVÉ EL 
ARTÍCULO 90 DE LA LEY DE AMPARO. El artículo 90 de la Ley de 
Amparo, en su último párrafo, establece que cuando se deseche el 
recurso de revisión interpuesto contra sentencias pronunciadas por 
tribunales colegiados de circuito, por no contener dichas sentencias 
decisión sobre la constitucionalidad de una ley o no establecer la 
interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, se 
impondrá al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, 
una multa de treinta a ciento ochenta días de salario. En ese sentido, se 
concluye que al existir un desechamiento del recurso de revisión en 
tales términos, no debe tomarse en consideración lo que establece el 
artículo 3o. bis, párrafo segundo, de la ley en comento, referente a la 
demostración de que el recurrente haya actuado de mala fe, puesto que 
el primero de los preceptos mencionados tiene plena aplicación en 
cierto caso específico, mientras que el segundo en supuestos 
genéricos, por lo que para imponer la multa indicada, al desechar el 
recurso de revisión, no tiene por qué atenderse a la mala fe con que 
hubiesen actuado los promoventes, sino sólo al hecho de que aquél se 
desechó por no contener la resolución recurrida decisión sobre la 
constitucionalidad de una ley o no establecer la interpretación directa de 
un precepto de la Constitución Federal, de manera que una vez 
actualizada esta hipótesis, sólo se atenderá a las atenuantes y 
agravantes, así como a las consecuencias que conllevó dicha conducta, 
para imponer una multa dentro de los límites que establece el referido 
artículo 90. 
 

Reclamación 114/2002-PL. **********. 12 de junio de 2002. Cinco votos. 
Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Marco Antonio 
Arredondo Elías. 
 
Reclamación 147/2003-PL. **********. 18 de junio de 2003. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan 
N. Silva Meza. Secretario: Luis Fernando Angulo Jacobo. 
 

Reclamación 94/2008-PL. **********. 14 de mayo de 2008. Unanimidad 
de cuatro votos. Ausente: Sergio a Valls Hernández. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Juan N. Silva 
Meza. Secretaria: Paola Yaber Coronado. 
 
Reclamación 103/2008-PL. **********. 14 de mayo de 2008. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola 
Mendoza. 
 
Reclamación 270/2009. **********. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique 
Sánchez Frías. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 



 

JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 

 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  101/2010. 
 
 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. REQUISITOS DE PROCEDENCIA 
QUE DEBEN SER REVISADOS POR EL PRESIDENTE DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O DE SUS SALAS. 
Conforme al artículo 90 de la Ley de Amparo, corresponde al 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación calificar la 
procedencia del recurso de revisión, admitiéndolo o desechándolo. Por 
su parte, los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 83, fracción V y 93 de la Ley de Amparo; 
10, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 
el Acuerdo número 5/1999, de veintiuno de junio de mil novecientos 
noventa y nueve, del Pleno de este alto tribunal, disponen que los 
requisitos de procedencia que deben calificar el Presidente de la 
Suprema Corte o los de sus Salas son aquellos que pueden ser 
advertidos de una inmediata apreciación, como son: I. La oportunidad 
del recurso; II. La existencia de un planteamiento de 
inconstitucionalidad de una ley o interpretación directa de un precepto 
de la Constitución Federal (ya sea que se haya planteado en la 
demanda de amparo directo o que en la sentencia a revisar se hubiera 
omitido su estudio o se hubiera realizado de manera oficiosa por el 
tribunal colegiado de circuito), y, III. La falta de legitimación procesal del 
promovente del recurso de revisión intentado. Lo anterior, en virtud de 
que tales aspectos son susceptibles de apreciarse inmediatamente, en 
tanto que aspectos como la calificación de los agravios propuestos y el 
cumplimiento de los requisitos de importancia y trascendencia requieren 
forzosamente un estudio profundo del planteamiento realizado, por lo 
que en tal supuesto corresponde al Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación o a las Salas respectivas, la realización del tal 
estudio. 
 

Reclamación 115/2006-PL. **********. 10 de mayo de 2006. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Laura Patricia 
Rojas Zamudio. 
 
Reclamación 161/2006-PL. Comisariado de Bienes Comunales del 
Poblado de “San Juan de Coapanoaya”, Municipio de Ocoyoacac, 
Estado de México. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Reclamación 323/2006-PL. **********. 22 de noviembre de 2006. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara 
López. 
 
Reclamación 162/2008-PL. **********. 20 de agosto de 2008. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román. 
 
Reclamación 169/2010. **********. 30 de junio de 2010. Cinco votos. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Blanca Lobo 
Domínguez. 
 
 
 



 

LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 
Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión privada de 
diecisiete de noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, 
dieciocho de noviembre de dos mil diez.  Doy fe. 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
  
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 102/2010. 
 
MULTA. EL ARTÍCULO 304 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, QUE 
PREVÉ UN MÍNIMO Y UN MÁXIMO PARA SU CUANTIFICACIÓN, NO 
VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El Tribunal en Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que para que una multa no 
sea contraria al texto constitucional, debe permitir que la autoridad 
facultada para imponerla pueda determinar, en cada caso, su monto o 
cuantía, tomando en cuenta la gravedad de la infracción, la capacidad 
económica del infractor, la reincidencia en la comisión del hecho que la 
motiva, o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la gravedad o 
levedad del hecho infractor, para así determinar individualmente la 
multa que corresponda. En ese sentido, el artículo 304 de la Ley del 
Seguro Social, al prever que cuando los patrones y demás sujetos 
obligados realicen actos u omisiones que impliquen el incumplimiento 
del pago de los conceptos fiscales que establece el artículo 287 del 
citado ordenamiento, serán sancionados con multa del 40% al 100% del 
concepto omitido, no viola el artículo 22 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues permite a la autoridad 
administrativa individualizar la sanción, entre un mínimo y un máximo, 
atendiendo a las circunstancias específicas de la infracción y a la 
situación particular del infractor. 
 
Amparo directo en revisión 1791/2009. **********. 18 de noviembre de 
2009. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y Ponente: José de Jesús 
Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el asunto Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre. 
 
Amparo directo en revisión 9/2010. **********. 3 de marzo de 2010.  
Cinco  votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada. 
 
Amparo directo en revisión 430/2010. **********. 19 de mayo de 2010. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro. 
 
Amparo directo en revisión 431/2010. **********. 28 de abril de 2010. 
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen 
Vergara López. 
 
Amparo directo en revisión 641/2010. **********. 26 de mayo de 2010. 
Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro. 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
HAGH/rfr. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 103/2010. 
 

 
POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL. EL CESE O BAJA DE LOS 
AGENTES QUE INCUMPLAN CON LOS REQUISITOS DE 
PERMANENCIA PREVISTOS EN LA LEY ORGÁNICA DE LA 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, VIGENTE A 
PARTIR DEL 30 DE MAYO DE 2009, NO ES INMEDIATO, PUES 
PARA ELLO SE REQUIERE SUSTANCIAR EL PROCEDIMIENTO 
RELATIVO Y RESOLVER CADA CASO CONCRETO. La entrada en 
vigor de la citada legislación no tiene como consecuencia necesaria, 
inmediata o inminente la baja o cese de los agentes de la Policía 
Federal Ministerial que incumplan con los nuevos requisitos de 
permanencia en el cargo. Esto es así, pues del análisis conjunto de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República no se advierte 
esa posibilidad. En efecto, el artículo 86 de esta ley prevé que los 
agentes de la Policía Federal Ministerial podrán ser separados de sus 
cargos si incumplen con los requisitos de permanencia establecidos por 
las leyes vigentes, pero esta regla admite discrecionalidad en función 
del caso concreto, la cual deriva del procedimiento aplicable, contenido 
en el artículo 47 del mismo ordenamiento, conforme al cual 
necesariamente deberá instrumentarse dicho proceso para concretar 
esa forma de terminación extraordinaria del cargo. Dicho procedimiento 
inicia con la formulación de una queja -fundada y motivada en relación 
con el caso concreto- por el superior jerárquico ante el Consejo de 
Profesionalización de la Procuraduría General de la República, en la 
cual deberá señalarse el requisito de ingreso o permanencia que se 
considera incumplido, adjuntando los documentos y pruebas pertinentes 
del caso; dicho Consejo notificará la queja al servidor público, lo citará a 
una audiencia para que manifieste lo que a su derecho convenga y 
resolverá, proporcional y razonablemente, aunado a que durante la 
tramitación del procedimiento se podrá suspender al servidor público 
una vez que dicho Consejo resuelva sobre la procedencia del cese o 
baja solicitados -sólo si fuere necesario para evitar obstáculos y para su 
mejor resolución-. Además, conforme al artículo cuarto transitorio de la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, quienes se 
encuentren en servicio al momento de entrada en vigor de la indicada 
ley, tendrán un plazo de 60 días hábiles para: a) manifestar su voluntad 
de permanecer en la Procuraduría General de la República y someterse 
a las evaluaciones de control de confianza y de competencias 
profesionales y aprobarlas; b) acogerse al programa de reubicación 
dentro de la administración pública federal conforme con su perfil; o c) 
adherirse a un programa de conclusión definitiva de servicios; lo cual se 
instrumentará en el plazo de 3 años a partir de la entrada en vigor de la 
referida ley; siendo hasta después de optar por la permanencia y de no 
someterse o no acreditar razonablemente las evaluaciones para 
verificar el cumplimiento de los requisitos de permanencia, cuando por 
esa causa dejarán de prestar sus servicios, -lapso dentro del cual los 
interesados pueden cumplir el nuevo requisito de permanencia 
sobrevenido que no hubieran cubierto-. 
 

Amparo en revisión 2198/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 



 

Amparo en revisión 21/2010. **********. 17 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 40/2010. **********. 3 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. 
Herrera-Moro Ramírez. 
 
Amparo en revisión 90/2010. **********. 24 de marzo de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 410/2010. **********. 7 de junio de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Juan N. Silva Meza. Secretaria: Rocío 
Balderas Fernández.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 

 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 104/2010. 
 

 
POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL. LOS NOMBRAMIENTOS DE SUS 
AGENTES NO SON CONTRATOS DE TRABAJO SINO "ACTOS 
CONDICIÓN". Los nombramientos a cargos públicos, como los de 
Policía Federal Ministerial, representan actos administrativos 
condicionados, también conocidos como "actos condición", en virtud de 
que sus investiduras no se concretan mediante un acto unilateral 
(aunque sea discrecional) emitido por la persona facultada para hacer la 
designación, pues no puede imponerse obligatoriamente un cargo 
público a un administrado sin su aceptación, ni tampoco se trata de un 
contrato, porque el nombramiento no origina situaciones jurídicas 
individuales. Por ende, se trata de actos diversos en cuya formación 
concurren las voluntades del Estado y del particular que acepta el 
nombramiento, cuyos efectos no son fijar derechos y obligaciones 
recíprocas, sino condicionar la existencia del acto administrativo del que 
deriva el cargo a las disposiciones legales vigentes en las que se 
determinen abstracta e impersonalmente los derechos y obligaciones 
que les corresponden, de manera que esta modalidad representa una 
expresión de la voluntad de la administración pública mediante 
resolución, que se caracteriza porque su validez o extinción se 
relaciona necesariamente con acontecimientos futuros e inciertos que 
representan las condiciones a las cuales se subordina tanto el valor 
como la subsistencia del acto. Por tanto, los nombramientos de los 
agentes policiales, siendo actos condición, jurídicamente no pueden 
considerarse contratos de trabajo conforme a la fracción XIII del 
apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que excluye a los miembros de los cuerpos de 
seguridad pública y policías de la aplicación de las normas que rigen las 
relaciones del Estado con sus trabajadores, siendo esa expulsión el fin 
constitucional perseguido con la introducción de esa regulación, 
concretada mediante el decreto de reformas a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 5 de diciembre de 1960, en cuya exposición de motivos 
se mencionó que era necesario establecer bases constitucionales para 
un régimen protector de los empleados al servicio del Estado en 
términos semejantes -no iguales- a los previstos en el apartado A, por 
una parte, pero con la precisión, por la otra, de que de dicho estatus se 
haría la exclusión expresa de cuatro grupos: militares, marinos, 
miembros de los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio 
exterior, lo que a la fecha permanece a pesar de las reformas 
constitucionales posteriores. 
 

Amparo en revisión 2198/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
Amparo en revisión 21/2010. **********. 17 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 40/2010. **********. 3 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. 
Herrera-Moro Ramírez. 
 



 

Amparo en revisión 90/2010. **********. 24 de marzo de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 410/2010. **********. 7 de junio de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Juan N. Silva Meza. Secretaria: Rocío 
Balderas Fernández.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 
 
 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 105/2010. 
 

 
POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL. EL NOMBRAMIENTO Y LA 
PERMANENCIA EN EL CARGO DE SUS AGENTES NO SON 
SUSCEPTIBLES DE ANÁLISIS CONSTITUCIONAL A TRAVÉS DE 
LA GARANTÍA DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El 
nombramiento de Policía Federal Ministerial representa un acto 
condición y, por ende, debe reconocerse que no tiene el efecto de fijar 
derechos ni obligaciones entre la persona designada y el Estado, sino 
de condicionar la existencia del acto al cumplimiento de las 
disposiciones legales existentes por parte de la persona destinataria, 
las que determinan en forma abstracta e impersonal los derechos y 
obligaciones que le corresponden, aunado a que constitucionalmente 
los policías y el personal de seguridad pública se encuentran excluidos 
de los derechos de estabilidad en el empleo conforme a la fracción XIII 
del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, los nombramientos de los 
agentes policiales y su permanencia en dichos cargos representan 
cuestiones que no son susceptibles de análisis constitucional a través 
de la garantía de irretroactividad de la ley contenida en el primer párrafo 
del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, dado que no pueden invocarse derechos adquiridos en ese 
ámbito, pues el acto condición se caracteriza por regir sobre la 
obligación de cumplimiento de las exigencias presentadas en términos 
de las leyes y exigencias de subsistencia vigentes, y la permanencia, al 
representar un estado de inmutabilidad y estancia en un mismo lugar. 
Esto es, se trata de un concepto referido hacia el futuro, ya que 
"permanecer" no es un concepto que actúe hacia el pasado ni afecta 
situaciones que pudieran constituir derechos adquiridos, sino que trata 
situaciones y acontecimientos que sólo se presentan en tiempo futuro, 
porque la satisfacción de requisitos para mantener dicho estado 
presupone que su contenido se satisfaga al porvenir, es decir, se trata 
de situaciones cuyo tiempo gramatical denota una acción, proceso o 
estado de cosas posteriores. 
 
Amparo en revisión 2198/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
Amparo en revisión 2256/2009. **********. 10 de febrero de 2010. 
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Alfredo Aragón Jiménez Castro.  
 
Amparo en revisión 21/2010. **********. 17 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 40/2010. **********. 3 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. 
Herrera-Moro Ramírez. 
 
Amparo en revisión 90/2010. **********. 24 de marzo de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el 



 

asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 106/2010. 
 

 
POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL. SUS AGENTES PERTENECEN 
CONSTITUCIONALMENTE A UN RÉGIMEN ESPECIAL DONDE NO 
PUEDE RECLAMARSE LA POSIBLE AFECTACIÓN A DERECHOS 
LABORALES COMO EL DE ESTABILIDAD EN EL EMPLEO O 
CARGO O INMUTABILIDAD DE LAS CONDICIONES DE 
PERMANENCIA. Los agentes de la policía federal ministerial son 
empleados públicos nombrados mediante actos condición, que por 
virtud del artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos fueron excluidos de los 
derechos laborales de los trabajadores del Estado, pero particularmente 
carecen del derecho a la estabilidad en el empleo y de la inmutabilidad 
de toda condición de ingreso o permanencia en el cargo, medida 
constitucional que se adoptó en congruencia con los principios del 
derecho internacional en la materia, particularmente en los artículos 9, 
punto 1, del Convenio 87 sobre La Libertad Sindical y la Protección del 
Derecho de Sindicación, aprobado el 17 de junio de 1948; y 1, puntos 2 
y 3, del Convenio 151 sobre La Protección del Derecho de Sindicación y 
los Procedimientos para Determinar las Condiciones de Empleo en la 
Administración Pública aprobado el 27 de junio de 1978, ambos de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), en los que se recomendó 
la no inclusión como trabajadores estatales de militares, marinos, 
cuerpos de seguridad pública en los derechos laborales, como también 
se les excluyó de los derechos de estabilidad por las características 
peculiares de sus servicios públicos cuyo objeto es el establecimiento 
del orden, la estabilidad y defensa de la nación, o para su imagen 
interna, cuyo control requiere de una rígida disciplina jerárquica de 
carácter administrativo, una constante vigilancia y una movilidad de los 
cargos y servidores públicos en razón de las necesidades que se 
susciten para el Estado y que representa una medida de orden 
constitucional a la fecha y que reconoce la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la jurisprudencia del Tribunal en Pleno P./J. 24/95, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo II, septiembre de 1995, página 43, de rubro: 
"POLICÍAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL SERVICIO DEL 
GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO Y DE SUS MUNICIPIOS. SU 
RELACIÓN JURÍDICA ES DE NATURALEZA ADMINISTRATIVA.". De 
todo lo anterior se sigue que la relación jurídica entre el Estado y un 
agente del servicio público de seguridad no es de trabajo, ni siquiera la 
que corresponde a un empleado de confianza como lo establece la 
jurisprudencia de la Segunda Sala del alto tribunal 2a./J. 14/98, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo VII, marzo de 1998, página 352, de rubro: 
"POLICÍA JUDICIAL FEDERAL. LOS ARTÍCULOS 65 Y 66 DE LA LEY 
ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, 
EN LOS QUE SE LES CONSIDERA TRABAJADORES DE 
CONFIANZA, SON INCONSTITUCIONALES DE ACUERDO CON LA 
JURISPRUDENCIA TEMÁTICA RELATIVA.", por lo cual no pueden 
reclamar la posible afectación a derechos de estabilidad laboral ni la 
inmutabilidad de las condiciones de subsistencia de su nombramiento. 
 
Amparo en revisión 2198/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 



 

 
Amparo en revisión 21/2010. **********. 17 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 40/2010. **********. 3 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. 
Herrera-Moro Ramírez. 
 
Amparo en revisión 90/2010. **********. 24 de marzo de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 410/2010. **********. 7 de junio de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Juan N. Silva Meza. Secretaria: Rocío 
Balderas Fernández.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 
 
 

“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 107/2010. 
 

 
POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL. CUANDO ALGUNA NORMA 
CALIFIQUE LABORALMENTE A SUS AGENTES COMO 
EMPLEADOS DE CONFIANZA, JURÍDICAMENTE NO PUEDE SER 
ENTENDIDA EN SU LITERALIDAD NI PODRÍAN RECONOCERSE 
ALCANCES PROPIOS DE ESTA CLASE DE TRABAJADORES. Los 
agentes de la Policía Federal Ministerial son empleados públicos 
nombrados mediante actos condición y regidos constitucionalmente por 
el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos que los excluye como trabajadores de 
cualquier clase. Esta excepción está reconocida por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, sin que pase inadvertido que en algunos 
ordenamientos se les ha considerado incorrectamente como empleados 
de confianza, contradiciendo la regulación e interpretación 
constitucional. Incluso, preceptos con dichas características se han 
estimado inconstitucionales, como lo establece la jurisprudencia 2a./J. 
14/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo VII, marzo de 1998, página 352, de 
rubro: "POLICÍA JUDICIAL FEDERAL. LOS ARTÍCULOS 65 Y 66 DE 
LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA 
REPÚBLICA, EN LOS QUE SE LES CONSIDERA TRABAJADORES 
DE CONFIANZA, SON INCONSTITUCIONALES DE ACUERDO CON 
LA JURISPRUDENCIA TEMÁTICA RELATIVA.". Por tanto, es 
inconcuso que cuando alguna norma califique laboralmente a dichos 
agentes policiales como empleados de confianza, jurídicamente no 
puede ser entendida en su literalidad ni podrían reconocerse alcances 
propios de esta clase de operarios, pues ello contravendría el sistema 
normativo constitucional establecido para el caso donde existe 
exclusión expresa del máximo orden jurídico que no admite ser 
contradicha ni entendida de manera diferente por provenir directamente 
del texto constitucional. 
 
Amparo en revisión 2198/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
Amparo en revisión 21/2010. **********. 17 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 40/2010. **********. 3 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. 
Herrera-Moro Ramírez. 
 
Amparo en revisión 90/2010. **********. 24 de marzo de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 410/2010. **********. 7 de junio de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas; en su 



 

ausencia hizo suyo el asunto Juan N. Silva Meza. Secretaria: Rocío 
Balderas Fernández.  
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 108/2010. 
 

 
EMPLEADOS PÚBLICOS. DIFERENCIAS ENTRE REQUISITOS DE 
INGRESO Y PERMANENCIA EN CARGOS PÚBLICOS CUYOS 
NOMBRAMIENTOS SE EXPIDEN COMO ACTOS CONDICIÓN, Y SU 
RELACIÓN CON EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA 
LEY. Quienes pretenden ingresar a un cargo público y quienes, ya en el 
mismo, deseen permanecer en éste, no se colocan en una misma 
situación. Esto puede valorarse al observar las diferencias entre los 
requisitos de ingreso, que deben cubrirse para tener acceso a 
diferentes cargos públicos y se encuentran establecidos en las normas 
aplicables vigentes en el momento del acceso al cargo, y los requisitos 
de permanencia; conforme a éstos, si después del ingreso, el 
interesado desea continuar en el desempeño de la misma función, 
deberá observar las condiciones para la subsistencia del acto 
administrativo de nombramiento que, por esta razón, debe considerarse 
un acto condición.  Ahora bien, si la expresión permanencia significa 
mantenerse sin mutación o cambios en una misma posición o lugar que 
se ocupa, una persistencia en un estado o calidad que se representa 
por una duración firme, constancia, perseverancia, estabilidad o 
estancia, es claro que se trata de un concepto que actúa hacia el futuro 
y siempre con posterioridad al ingreso. Es decir, la permanencia, por sí 
sola, no puede actuar hacia el pasado ni afectar situaciones que 
podrían llegar a constituir derechos adquiridos, por referirse a 
acontecimientos que necesariamente se presentarán en tiempo futuro y 
cuyo contenido sólo podrá ser satisfecho al porvenir. Sin embargo, 
conforme al principio de irretroactividad de la ley contenido en el primer 
párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el problema de los efectos de una ley en su ámbito temporal 
de validez descansa en la diferencia entre un efecto inmediato y otro 
retroactivo, por lo que resulta inconcuso que los requisitos de 
permanencia no pueden verse afectados por dicho principio 
constitucional, ya que éstos tienen efectos sobre situaciones en curso y 
hacia lo que pudiera ser próximo, pero no sobre situaciones pasadas; 
esto es, los interesados podrán continuar en el desempeño del cargo 
siempre que satisfagan los requisitos previstos en todas  las 
disposiciones vigentes durante el encargo y las demás que estén por 
sobrevenir. Por tanto, los requisitos de permanencia no violan el 
principio de irretroactividad de la ley, ya que en tales supuestos no se 
afectan situaciones anteriores de la persona que desea continuar en el 
cargo y, por lo mismo, no se le priva de derechos adquiridos conforme a 
una ley anterior; no obstante, lo anterior está referido exclusivamente a 
las características abstractas de una ley, con independencia de la forma 
específica de actuación de la autoridad encargada de observar el 
cumplimiento de la norma, lo cual sólo podrá valorarse en cada caso 
concreto. 
 
Amparo en revisión 2198/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
Amparo en revisión 2256/2009. **********. 10 de febrero de 2010. 
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Alfredo Aragón Jiménez Castro. 
 



 

Amparo en revisión 21/2010. **********. 17 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 40/2010. **********. 3 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. 
Herrera-Moro Ramírez. 
 
Amparo en revisión 90/2010. **********. 24 de marzo de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 

 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 109/2010. 
 

 
POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL. EL ARTÍCULO 35, FRACCIONES 
I, INCISO D) Y II, INCISO A), DE LA LEY ORGÁNICA DE LA 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA VIGENTE A 
PARTIR DEL 30 DE MAYO DE 2009, NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El citado artículo, en su fracción I, 
inciso d), establece como requisito para ingresar como agente de la 
policía federal ministerial de carrera a la Procuraduría General de la 
República, acreditar que se han concluido, por lo menos, los estudios 
correspondientes a la educación superior o equivalente (la que se 
imparte después del bachillerato o equivalente y comprende educación 
normal, tecnológica y universitaria, incluyendo carreras profesionales 
cortas, licenciatura, maestría y doctorado, así como cursos de 
actualización y especialización); mientras que la fracción II, inciso a), 
dispone que entre los requisitos de permanencia deben cumplirse los 
de ingreso. Por otra parte, el artículo 86 del mismo ordenamiento prevé 
que los agentes de la policía federal ministerial "podrán" ser separados 
de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia que 
establezcan las leyes vigentes, de lo que se sigue que la autoridad a 
quien competa la emisión de la resolución de separación, remoción, 
baja, cese, destitución o cualquier otra forma de terminación del 
servicio, cuenta con discrecionalidad para la emisión de la decisión 
correspondiente en función del caso concreto; esto se confirma con el 
artículo 46, fracción II, inciso a), de la citada ley, que señala que la 
terminación del servicio profesional de carrera ministerial, policial y 
pericial será extraordinaria cuando la separación del servicio sea por 
incumplimiento de requisitos de permanencia, para lo cual se requiere 
de la sustanciación del procedimiento previsto en el artículo 47 de la 
norma indicada y la emisión de la resolución relativa por el Consejo de 
Profesionalización de la Procuraduría General de la República, en 
donde previo a la sustanciación se precisa qué requisito se considera 
incumplido y en dónde, previa audiencia del posible afectado, la 
determinación sea tomada de forma proporcional y razonable en 
función del caso concreto. Además, conforme al artículo cuarto 
transitorio de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, el personal que se encuentre laborando en la Procuraduría 
General de la República tendrá un plazo de 60 días hábiles para optar 
por: a) manifestar su voluntad por permanecer en la Procuraduría y 
someterse a las evaluaciones de control de confianza y de 
competencias profesionales y aprobarlas; b) acogerse al programa de 
reubicación dentro de la Administración Pública Federal conforme con 
su perfil; o c) adherirse a un programa de conclusión definitiva de 
servicios; el cual, se instrumenta en tres años. Por tanto, resulta 
inconcuso que si el referido artículo 35, fracciones I, inciso d) y II, inciso 
a), de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República es 
impugnado con motivo de su entrada en vigor y sin que exista 
aplicación concreta o resolución de cese o baja, no viola la garantía de 
irretroactividad de la ley contenida en el primer párrafo del artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 
además de que los nombramientos de los agentes policiales 
representan actos condición respecto de los cuales es inaplicable dicha 
garantía, será hasta después de optar por la permanencia y tras 
someterse a las evaluaciones y no acreditarlas, o después del 
procedimiento y resolución del Consejo de Profesionalización cuando el 



 

posible afectado deje de prestar sus servicios, ya que en el referido 
artículo cuarto transitorio, se concede tiempo razonable para que los 
interesados en su permanencia tengan oportunidad de cubrir los 
requisitos que no hubieran satisfecho, pues no prejuzga sobre el 
dictado de una resolución de cese o baja que no fuere razonable o sea 
desproporcional en función del caso concreto. 
 
Amparo en revisión 2198/2009. **********. 3 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. 
 
Amparo en revisión 21/2010. **********. 17 de febrero de 2010. Cinco 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda 
Aguilar. 
 
Amparo en revisión 40/2010. **********. 3 de marzo de 2010. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania C. 
Herrera-Moro Ramírez. 
 
Amparo en revisión 90/2010. **********. 24 de marzo de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente José de Jesús Gudiño Pelayo. 
Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 410/2010. **********. 7 de junio de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Juan N. Silva Meza. Secretaria: Rocío 
Balderas Fernández.  
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de 
la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de diecisiete de 
noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez. Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/rfr. 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  110/2010 
 
 

AMPARO DIRECTO. CUANDO EL SENTENCIADO LO PROMUEVE 
EN VISTA DE QUE LA  SALA  INCREMENTA LA PENA O MODIFICA 
LA CONCESIÓN DEL BENEFICIO DE LA CONDENA CONDICIONAL, 
A RAÍZ DE QUE EL MINISTERIO PÚBLICO ÚNICAMENTE APELÓ 
LA SENTENCIA CONDENATORIA RESPECTO A ESTOS TEMAS, LA 
LITIS EN EL AMPARO SE CONSTRIÑE EXCLUSIVAMENTE A 
ESTOS ASPECTOS, SIN QUE PUEDA CONCEDERSE LA 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN FAVOR DEL SENTENCIADO 
PARA EL EFECTO DE QUE LA SALA ANALICE LOS ELEMENTOS 
DEL TIPO PENAL Y LA RESPONSABILIDAD DE ÉSTE. De los 
artículos 364 y 415 de los Códigos de Procedimientos Penales Federal 
y para el Distrito Federal, respectivamente, se advierte que la segunda 
instancia se abre a petición de parte legítima para resolver sobre los 
agravios expresados por el promovente al interponer el recurso de 
apelación. En consecuencia, si únicamente el Ministerio Público se 
inconforma a través de dicho recurso respecto de la modificación de la 
pena o de la concesión del beneficio de la condena condicional, la sala 
incrementa aquélla o modifica ésta, y el sentenciado promueve juicio de 
amparo directo contra la resolución recaída al indicado recurso, el 
tribunal colegiado de circuito no puede conceder la protección 
constitucional para el efecto de que la responsable analice los 
elementos del tipo penal y la responsabilidad del sentenciado. Lo 
anterior, en virtud de que la litis en el juicio de garantías se concreta 
exclusivamente a los agravios planteados por la representación social, 
pues al ordenarse el análisis de los aspectos mencionados se estaría 
realizando una revisión oficiosa no permitida. 
 
 
Contradicción de tesis 444/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo y Sexto, ambos en Materia Penal del 
Primer Circuito. 27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  111/2010 
 
 

CONTRATO DE SEGURO. EL TÉRMINO DE GRACIA ESTABLECIDO 
EN EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 40 DE LA LEY 
RELATIVA PARA LA CESACIÓN DE SUS EFECTOS, ES 
APLICABLE A LA PRIMERA FRACCIÓN DE LA PRIMA Y A LAS 
SUBSECUENTES PARCIALIDADES. El citado precepto establece que 
cuando no hubiese sido pagada la prima o la primera fracción de ella, 
en los casos de pago en parcialidades, dentro  del  término de  gracia –
convenido o no–, cesarán los efectos del contrato de seguro, sin 
señalar lo que sucedería respecto del pago de las subsecuentes 
parcialidades. Ahora bien, de la interpretación del primer párrafo del 
artículo 40 de la Ley sobre el Contrato de Seguro, a la luz de su historia 
legislativa y del marco jurídico que lo comprende, se advierte que el 
término de gracia indicado opera también para las subsecuentes 
parcialidades, sin necesidad de que el legislador lo especifique, pues la 
prima constituye una unidad que debe pagarse íntegramente, aun 
cuando el riesgo no hubiera sido cubierto por todo el periodo convenido 
conforme a los artículos 34, 36 y 44 del citado ordenamiento, de 
manera que basta con establecer genéricamente el plazo de gracia 
respecto de la prima para que sea aplicable a la prima total a liquidar, 
con independencia de su modalidad de pago, ya que una interpretación 
letrista sería contraria a la norma y a la intención legislativa, que fue 
fomentar la cultura del seguro y hacer accesible la protección a los 
asegurados, y desatendería el artículo 41 de la ley citada, que prevé la 
nulidad de cualquier convenio que reduzca el plazo para el pago o que 
haga nugatorio el periodo de gracia para las primas parciales a liquidar.  
 
 
Contradicción de tesis 189/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero y Décimo Primero, ambos en Materia 
Civil del Primer Circuito. 3 de noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: 
Constanza Tort San Román. 

 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 

 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL  112/2010 
 
 

SENTENCIA DE AMPARO. NO EXISTE EXCESO EN SU 
CUMPLIMIENTO CUANDO EL EFECTO DE LA CONCESIÓN FUE 
EMPLAZAR A LA PARTE DEMANDADA Y DEJAR INSUBSISTENTE 
TODO LO ACTUADO A PARTIR DE ESA DILIGENCIA Y LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE ORDENA RESTITUIR AL 
DEMANDADO LA POSESIÓN DE UN INMUEBLE, AUNQUE ELLO 
NO FUE MATERIA DE PRONUNCIAMIENTO EXPRESO EN LA 
EJECUTORIA DE GARANTÍAS. Cuando se otorga la protección 
constitucional por la falta o el indebido emplazamiento al juicio del 
demandado y como consecuencia se ordena dejar insubsistente todo lo 
actuado en el juicio natural a partir de esa diligencia, deben dejarse sin 
efectos todos los actos procesales realizados durante el procedimiento, 
no sólo hasta el dictado de la sentencia definitiva, sino también los 
efectuados en la etapa de ejecución, lo que incluye el remate y las 
adjudicaciones que pudieran haberse llevado a cabo. En ese tenor, si 
la autoridad responsable, al dar cumplimiento a la sentencia de 
amparo, ordena restituir al demandado en la posesión de un inmueble 
que ya había sido rematado y adjudicado a la parte actora, e incluso 
transmitido a un tercero, no incurre en exceso en el cumplimiento de la 
ejecutoria de amparo, aun cuando ello no se haya establecido 
expresamente en la resolución, pues esa determinación obedece a las 
consecuencias lógico-jurídicas de dicha ejecutoria de garantías, siendo 
innecesario que en el fallo constitucional se mencionen 
específicamente todos los actos que deben quedar insubsistentes, ya 
que la expresión “todo lo actuado” abarca cualquier diligencia o 
actuación llevada a cabo en el procedimiento. 
 
Contradicción de tesis 273/2010. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. 3 de noviembre de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Fernando Casasola Mendoza. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  113/2010 
 
 

ORDEN DE REAPREHENSIÓN. NO CESAN SUS EFECTOS 
CUANDO EL JUEZ DE LA CAUSA PENAL ORDENA SU 
SUSPENSIÓN, PORQUE EL QUEJOSO COMPARECE AL PROCESO 
BAJO LOS EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL 
OTORGADA EN EL JUICIO DE AMPARO INTERPUESTO CONTRA 
ESA MISMA ORDEN Y, POR ENDE, NO DEBE SOBRESEERSE EN 
EL JUICIO DE GARANTÍAS. La causal de improcedencia del juicio de 
amparo relativa a la cesación de efectos del acto reclamado ―prevista 
por la fracción XVI del artículo 73 de la Ley de Amparo―, no se 
actualiza cuando en un proceso penal en el que se dicta orden de 
reaprehensión, por incumplimiento a las obligaciones procesales 
derivadas del beneficio de libertad provisional bajo caución –entre ellas, 
comparecer a las diligencias judiciales–, pero el procesado se presenta 
ante el juez de la causa penal para la continuación del procedimiento, 
bajo los efectos de la suspensión provisional que le fue concedida con 
motivo del juicio de amparo que promovió contra aquella determinación, 
y la autoridad judicial declara “suspendida” la orden reclamada y, por 
ende, no procede el sobreseimiento en el juicio de garantías. Esto es 
así, por las razones siguientes: 1) la declaratoria de suspensión del acto 
reclamado, por parte de la autoridad judicial responsable, únicamente 
constituye el reconocimiento de la suspensión provisional que del 
mismo acto previamente ya había concedido el juez de distrito que 
conocía del amparo promovido contra la orden de reaprehensión; 2) la 
comparecencia del quejoso ante el juez de la causa penal solamente 
obedece al cumplimiento de la obligación impuesta por la autoridad del 
amparo, en términos del artículo 138 de la Ley de Amparo, a efecto de 
mantener subsistente la suspensión provisional del acto reclamado; 3) 
el empleo del vocablo ‘suspender’ exclusivamente implica detener o 
diferir por algún tiempo la ejecución del acto reclamado; y, 4) dicha 
suspensión de ninguna manera genera la destrucción total del acto 
reclamado, porque la orden de reaprehensión constituye solamente una 
consecuencia de la revocación del beneficio de libertad provisional bajo 
caución, pero que mantiene un vínculo indisoluble con otras que son 
propias y resultantes de dicha revocación, relativas a la declaratoria de 
incumplimiento de alguna de las obligaciones procesales derivadas de 
la concesión de dicho beneficio y la determinación de hacer efectiva la 
caución exhibida por ese rubro. De esta manera, si dichas 
consecuencias concurren al revocarse la libertad provisional bajo 
caución del procesado, aun en el supuesto de que la autoridad judicial 
responsable prescindiera de la ejecución material de la orden de 
reaprehensión, de ninguna manera puede estimarse que se han 
destruido todos los efectos del acto reclamado, en forma total e 
incondicional, de manera tal que las cosas vuelvan al estado que tenían 
antes de la violación constitucional, como si se hubiera otorgado el 
amparo, es decir, como si el acto no hubiere invadido la esfera jurídica 
del particular, o habiéndola irrumpido, la cesación no deje ninguna 
huella, que son los efectos que debe producir la causal de 
improcedencia por cesación de los efectos del acto reclamado. Aceptar 
como válida la postura contraria generaría la total negativa a la 
posibilidad de someter a examen de constitucionalidad la revocación del 
beneficio de libertad provisional bajo caución, derivada del 
incumplimiento a las obligaciones procesales.  
 



 

Contradicción de tesis 95/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos en Materia Penal del 
Segundo Circuito. 3 de noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro 
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 
 



 

    TESIS JURISPRUDENCIAL   114/2010. 
 

 
PENAS Y SISTEMA PARA SU APLICACIÓN. CORRESPONDE AL 
PODER LEGISLATIVO JUSTIFICAR EN TODOS LOS CASOS Y EN 
FORMA EXPRESA, LAS RAZONES DE SU ESTABLECIMIENTO EN 
LA LEY. El legislador al crear las penas y el sistema para la imposición 
de las mismas, no cuenta con libertad absoluta para su establecimiento 
en la ley, sino que debe atender a diversos principios como lo es el de 
la proporcionalidad entre delito y pena, ya que de ello dependerá si su 
aplicación es no humanitaria, infamante, cruel o excesiva, o por el 
contrario, es acorde a los postulados constitucionales. La proporción 
entre delito y pena, en el caso del Poder Legislativo, es el de hacer 
depender la gravedad de la pena en forma abstracta, lo cual se 
encuentra relacionado con la naturaleza del delito cometido, el bien 
jurídico protegido y el daño que se causa al mismo. Esto permite 
advertir la importancia que tiene el que el Poder Legislativo justifique, 
en todos los casos y en forma expresa, en el proceso de creación de la 
ley, cuáles son las razones del establecimiento de las penas y el 
sistema de aplicación de las mismas, para cuando una persona 
despliega una conducta considerada como delito. Lo anterior, permitirá 
que en un problema de constitucionalidad de leyes, se atienda a las 
razones expuestas por los órganos encargados de crear la ley y no a 
las posibles ideas que haya tenido o a las posibles finalidades u 
objetivos que se haya propuesto alcanzar. Así, lo relatado adquiere 
relevancia si se toma en consideración que al corresponderle al 
legislador señalar expresamente las razones de mérito, el órgano de 
control constitucional contará con otro elemento valioso cuyo análisis le 
permitirá llevar a cabo la declaratoria de constitucionalidad o 
inconstitucionalidad del precepto o preceptos impugnados. 
 
Amparo directo en revisión 1063/2005. 7 de septiembre de 2005. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores 
Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 1330/2007. **********. 10 de octubre de 
2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila Ornelas. 
 
Amparo directo en revisión 506/2009. **********. 29 de abril de 2009. 
Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores 
Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 1405/2009. **********. 7 de octubre de 
2009. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime 
Flores Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 406/2010. **********. 23 de junio de 2010. 
Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: 
Carmina Cortés Rodríguez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES,  SECRETARIO   DE   
ACUERDOS  DE LA PRIMERA SALA  DE  LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,   C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron  aprobados  por  la 



 

Primera  Sala de  este  Alto Tribunal, en sesión privada de 
diecisiete de noviembre de dos mil diez. México, Distrito Federal, 
dieciocho de noviembre de dos mil diez.  Doy fe. 
 
 
 
“En términos de lo previsto en los artículos 3, fracción II y 20, fracción VI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión Pública 
se suprimen los datos personales.” 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH/cop. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL  115/2010 
 
 

ÓRGANOS AUXILIARES. DEBEN ANALIZAR LA COMPETENCIA AL 
DICTAR SENTENCIA. El órgano auxiliar facultado mediante acuerdo 
general del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal para fallar 
asuntos en apoyo a otros juzgados de amparo debe analizar la 
competencia, ya que puede hacer todo lo que el tribunal de origen haría 
si estuviera resolviendo, en virtud de que el estudio de las cuestiones 
relacionadas con la competencia constituye uno de los presupuestos 
para el dictado de las sentencias, y la facultad para ello no puede 
disociarse de la de emitir el fallo. 
 
 
Contradicción de tesis 241/2010. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo y el Tribunal 
Colegiado en Materia Penal, ambos del Décimo Sexto Circuito. 20 de 
octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
HAGH*pmm 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL   116/2010 
 
 

DOCUMENTOS PRIVADOS. EL RECONOCIMIENTO DE SU 
CONTENIDO Y FIRMA A CARGO DE PERSONA AJENA AL JUICIO 
DE GARANTÍAS, NO ES EQUIPARABLE A LA PRUEBA DE 
POSICIONES PROHIBIDA POR EL ARTÍCULO 150 DE LA LEY DE 
AMPARO. El citado precepto señala que en el juicio de amparo es 
admisible toda clase de pruebas, excepto las que fueren contra la moral 
o contra el derecho y la de posiciones, la cual, conforme a la 
interpretación relacionada de los artículos 93, fracción I y 95, del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos 
del artículo 2o. de la Ley de Amparo, constituye una modalidad de la 
confesional expresa que se realiza mediante la absolución de 
cuestionamientos orales ante autoridad jurisdiccional, y tiene los 
siguientes requisitos: a) debe realizarse por una de las partes en el 
juicio; b) debe versar sobre hechos propios del confesante; y, c) los 
efectos que se producen son en contra de quien confiesa. Por otra 
parte, del artículo 93, fracción III, en relación con el artículo 203, ambos 
del Código citado, se advierte que el documento ofrecido en juicio, 
proveniente de un tercero, sólo prueba a favor de la parte que quiere 
beneficiarse con él y contra su colitigante y, siendo esto así, resulta que 
la prueba de reconocimiento de contenido y firma de documento privado 
a cargo de persona ajena al juicio de amparo tiene las siguientes 
características: a) el desahogo de la probanza no es a cargo de una 
parte en el juicio de garantías; y, b) lo que llegue a declararse no tiene 
efectos contra quien realiza el reconocimiento, pues lo que se obtiene 
con el desahogo de dicha probanza sólo repercute en los intereses de 
su oferente. En ese sentido, la prueba de reconocimiento de contenido 
y firma de documentos privados a cargo de persona ajena al juicio de 
garantías no es equiparable a la de posiciones prohibida por el artículo 
150 de la Ley de Amparo, al no revestir las mismas características. 
 
Contradicción de tesis 224/2010. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 10 de 
noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   117/2010 
 
 

JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. ANTE LA OPOSICIÓN DE PARTE 
LEGÍTIMA DEBE DARSE POR CONCLUIDO EL PROCEDIMIENTO 
DEJANDO A SALVO LOS DERECHOS DEL PROMOVENTE 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 882 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE HIDALGO). 
Conforme al citado precepto, cuando en un procedimiento de 
jurisdicción voluntaria se presenta oposición de parte legítima, pueden 
ocurrir dos hipótesis: 1) si la oposición no se funda en la negativa del 
derecho, se seguirá el procedimiento sumario; y, 2) si la oposición se 
funda en la negativa del derecho, se sustanciará con los trámites 
establecidos para el juicio que corresponda. Lo anterior debe 
entenderse en el sentido de que, si estando ya promovidas las 
diligencias de jurisdicción voluntaria se presenta oposición de parte 
legítima, en ese momento debe darse por concluido el procedimiento, 
sin considerar que se transforme en contencioso, ni que 
automáticamente deba tramitarse conforme a las reglas de un 
verdadero juicio. Por tanto, el artículo 882 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Hidalgo debe interpretarse en 
el sentido de que al presentarse oposición de parte legítima, el 
procedimiento de jurisdicción voluntaria debe darse por concluido, 
dejando a salvo los derechos del promovente, sin mayor trámite y sin 
algún otro acto procesal, salvo la declaratoria del órgano jurisdiccional 
en el sentido de que dentro del procedimiento de jurisdicción voluntaria 
se presentó oposición de parte legítima, motivo suficiente para 
concluirlo. 
 
 
Contradicción de tesis 188/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del Vigésimo Noveno 
Circuito. 10 de noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   118/2010 
 
 

ACCIÓN PENAL. MOMENTOS EN QUE PUEDEN IMPUGNARSE EN 
AMPARO INDIRECTO LAS RESOLUCIONES DEL MINISTERIO 
PÚBLICO SOBRE EL NO EJERCICIO O DESISTIMIENTO DE 
AQUÉLLA (INTERPRETACIÓN DEL RÉGIMEN TRANSITORIO DEL 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA 
REPÚBLICA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008). De los artículos transitorios 
del citado decreto, se advierte que cuando alguna legislatura no ha 
establecido el sistema penal acusatorio dentro de la legislación 
secundaria correspondiente ni ha emitido la declaratoria que señale 
expresamente que dicho sistema ha sido incorporado en los 
ordenamientos, o bien, la declaratoria en que se establezca que ya 
existían ordenamientos preconstitucionales sobre la materia, como 
estos aspectos condicionan la vigencia de las reformas y adiciones de 
mérito, al existir una vacatio legis que no puede exceder el plazo de 
ocho años dispuesto para ello, el fundamento para reclamar en amparo 
indirecto las determinaciones de no ejercicio o desistimiento de la 
acción penal se encuentra en el artículo 21, cuarto párrafo, de la 
Constitución General de la República, antes de reformarse, pues esas 
circunstancias hacen que siga surtiendo efectos. En cambio, de 
haberse cumplido las condiciones para la entrada en vigor de las 
reformas y adiciones constitucionales, la víctima u ofendido debe 
impugnar las determinaciones referidas ante el juez facultado dentro del 
sistema acusatorio instaurado, en razón de que la intención del 
Constituyente Permanente fue que en el nuevo esquema procesal el 
órgano jurisdiccional conozca de esas impugnaciones para controlar su 
legalidad, y que contra la resolución que se emita al respecto, proceda 
el juicio de garantías conforme al vigente artículo 20, apartado C, 
fracción VII, de la Ley Fundamental.  
 
 
Contradicción de tesis 103/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Tercero, Séptimo y Noveno, todos en Materia 
Penal del Primer Circuito. 10 de noviembre de 2010. Unanimidad de 
cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores 
Cruz. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   119/2010 
 
 

COSTAS. PARA ESTABLECER SU MONTO CUANDO EN LA 
CONTIENDA SE RECLAMAN PRESTACIONES DE CUANTÍA 
INDETERMINADA E INDETERMINABLE, DEBE ATENDERSE, 
ADEMÁS DEL VALOR DEL NEGOCIO, A TODAS LAS 
CONSTANCIAS QUE INTEGRAN EL SUMARIO, AUN CUANDO LAS 
PRESTACIONES RECLAMADAS NO SEAN DE CARÁCTER 
PREPONDERANTEMENTE ECONÓMICO. Cuando un juicio verse 
sobre prestaciones de cuantía indeterminada e indeterminable, el valor 
que debe tomarse para cuantificar el monto por concepto de costas 
será, además del de las prestaciones reclamadas, el de todas las 
constancias que integren el sumario, aun cuando aquéllas no sean de 
carácter preponderantemente económico, pues el hecho de que en las 
prestaciones de una demanda no se reclame cantidad líquida, no es 
suficiente para determinar que el asunto es de cuantía indeterminada 
para resolver el tema de las costas, sino por el contrario, debe 
atenderse a la relación jurídica narrada en los hechos de la demanda y 
todos los elementos consignados que permitan evaluar 
pecuniariamente las prestaciones. Esto es, para determinar las costas 
debe atenderse al monto del negocio, concepto en el cual se incluye el 
valor de las prestaciones reclamadas al constituir un dato relevante en 
la demanda, por lo cual, en cada caso debe atenderse a la naturaleza 
de la prestación reclamada y si ésta puede o no estimarse 
pecuniariamente; además, si es determinable o no, partiendo de si se 
ajusta o no a los parámetros establecidos en la ley procesal respectiva 
o a la naturaleza de lo resuelto. 
 
 
Contradicción de tesis 181/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Sexto y Décimo Primero, ambos en Materia Civil 
del Primer Circuito. 10 de noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro 
votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Alfredo Aragón Jiménez Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  120/2010 
 
 

EJERCICIO INDEBIDO DE SERVICIO PÚBLICO. ESTE DELITO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 214, EN SU ANTERIOR FRACCIÓN V, 
ACTUALMENTE FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, ES 
DE FORZOSA COMISIÓN DOLOSA. Mediante la reforma al Código 
Penal Federal –antes Código Penal para el Distrito Federal en Materia 
de Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero 
Federal–, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero 
de 1994, se adicionó un segundo párrafo al artículo 60, en el cual se 
establecieron los delitos que pueden considerarse culposos. Con lo 
anterior, el legislador introdujo el principio numerus clausus, por el cual 
en la parte general de la legislación sustantiva penal, se especifican los 
delitos considerados de esa naturaleza, de manera que, en virtud de 
ese señalamiento expreso, el juzgador no puede sancionar como 
culposa alguna conducta fuera de las previstas en los artículos 150, 
167, fracción VI, 169, 199 Bis, 289, parte segunda, 290, 291, 292, 293, 
302, 307, 323, 397, 399, 414, párrafos primero y tercero en su hipótesis 
de resultado, 415, fracciones I y II y último párrafo en su hipótesis de 
resultado, 416, 420, fracciones I, II, III y V, y 420 Bis, fracciones I, II y IV 
del mismo ordenamiento. Por tanto, el delito de ejercicio indebido de 
servicio público previsto en el artículo 214, en su anterior fracción V, 
actualmente fracción VI, del Código Penal Federal, al no contemplarse 
dentro de los delitos culposos indicados, debe considerarse de forzosa 
comisión dolosa. 
 
 
Contradicción de tesis 84/2010. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 10 de 
noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Beatriz Joaquina 
Jaimes Ramos. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  121/2010 
 
 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD DEL TRÁNSITO DE VEHÍCULO. 
CUANDO AL CONDUCIR UN VEHÍCULO DE MOTOR EN ESTADO 
DE EBRIEDAD O BAJO EL INFLUJO DE NARCÓTICOS SE 
PROVOQUEN DAÑOS A LAS PERSONAS O A LAS COSAS, SE 
ACTUALIZA UN CONCURSO IDEAL (LEGISLACIÓN PENAL DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). El primer párrafo del artículo 255 
del Código Penal para el Estado de Baja California establece que a 
quien conduzca un vehículo de motor en estado de ebriedad o bajo el 
influjo de narcóticos, no será castigado la primera vez cuando no haya 
provocado daño en las personas o en las cosas, pero el Ministerio 
Público le apercibirá formalmente, dejando constancia de que en caso 
de reincidir en un plazo de dos años, será consignado a la autoridad 
judicial. Por otra parte, el segundo párrafo del indicado precepto prevé 
que cuando se provoquen daños a las personas o a las cosas o si 
dentro de ese plazo contado a partir del apercibimiento, el sujeto incurre 
en aquella conducta se le impondrá pena de prisión, multa y suspensión 
del derecho a conducir vehículos de motor, de lo que se advierte que el 
sujeto no puede prevalerse de una excusa cuando haya reincidencia o 
cuando siendo la primera vez se ocasionen daños a las personas o a 
las cosas. Dicho artículo contiene un delito básico, al sancionar 
únicamente la conducción de un vehículo de motor en las 
circunstancias señaladas, sin que queden inmersas en dicho precepto 
las penalidades de los delitos de lesiones y daño en propiedad ajena 
que se ocasionen con motivo de la conducta desplegada. En ese 
sentido, no se actualiza el delito complejo unificado, pues del artículo 
255 del Código Penal para el Estado de Baja California no se advierte 
que conste de la unificación de dos infracciones, ni que de su fusión 
surja una figura delictiva nueva, y tampoco se actualiza el concurso 
real, pues no hay pluralidad de conductas, ya que sólo sanciona la 
conducción del vehículo. Sin embargo, como el propio artículo en su 
segundo párrafo prevé la posibilidad de que al conducir un vehículo en 
estado de ebriedad o bajo el influjo de cualquier narcótico se provoquen 
daños a las personas o a las cosas, para el evento de que se actualice 
ese supuesto, se estará en presencia de un concurso ideal, pues 
interviene una sola conducta, que es la conducción de un vehículo en 
estado de ebriedad o bajo el influjo de cualquier narcótico, que puede 
provocar varios resultados –daño en propiedad ajena y lesiones–, la 
cual debe sancionarse en términos del artículo 82, párrafo primero, del 
Código Penal para el Estado de Baja California. 
 
 
 
Contradicción de tesis 364/2009. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Segundo, Cuarto y Quinto, todos del Décimo 
Quinto Circuito. 10 de noviembre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 



 

de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecisiete de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, dieciocho de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  122/2010 
 

REVOCACIÓN. PROCEDE CONTRA EL AUTO QUE DESECHA UN 
INCIDENTE NO ESPECIFICADO EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. 
(CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE SAN LUÍS 
POTOSÍ). Los artículos 367 y 365 de los códigos citados establecen, 
respectivamente, en su fracción V, la procedencia del recurso de 
apelación contra los autos que resuelvan algún incidente no 
especificado. Por otra parte, los numerales 361 y 359 de los citados 
ordenamientos prevén, respectivamente, la procedencia del recurso de 
revocación contra los autos en que los códigos no concedan el recurso 
de apelación. Ahora bien, atendiendo al significado de “resolver”, tanto 
en el sentido común de la palabra, como de las hipótesis previstas en 
los artículos 367 y 365 citados –referidas a supuestos que solucionan 
problemas jurídicos planteados en el proceso penal-, aquélla debe 
interpretarse en el sentido de abordar frontalmente el problema jurídico 
planteado y darle solución. Por tanto, como el auto que desecha un 
incidente no especificado en el procedimiento penal no soluciona la 
problemática sometida a la jurisdicción del juzgador, sino que la 
rechaza, evitando pronunciarse al respecto por existir impedimento 
legal para resolverla, y en su contra la ley no prevé la procedencia del 
recurso de apelación, el recurso que procede es el de revocación; esto 
sin importar que las razones del auto se refieran a cuestiones de fondo 
o no, pues lo relevante y cierto jurídicamente es su sentido. 
 
 
Contradicción de tesis 147/2010. Entre las sustentadas por el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. 27 de octubre de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: 
Eugenia Tania C. Herrera-Moro Ramírez. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL  123/2010 
 
 

PRUEBA PERICIAL CALIGRÁFICA Y GRAFOSCÓPICA REALIZADA 
SOBRE COPIAS CERTIFICADAS (LEGISLACIONES DEL ESTADO 
DE MÉXICO Y VERACRUZ). En cuanto la ley procesal señala que el 
juzgador puede valerse de cualquier persona, cosa o documento para 
conocer la probable verdad, debe inferirse que el criterio que rige para 
la admisión de probanzas de los hechos controvertidos es la 
denominada libre cognición. Por ello, en el caso que se ofrezca por 
alguna de las partes la prueba pericial caligráfica y grafoscópica sobre 
copias certificadas para analizar la autenticidad de una firma dudosa, el 
juez debe valorar en cada caso si la calidad de la copia permite el 
desahogo de dicha prueba y en consecuencia, determinar de manera 
fundada y motivada si la misma debe o no ser admitida, ello con el 
objeto de obtener una justicia completa y efectiva, principio que 
establece el artículo 17 constitucional. Asimismo, si a juicio del perito, la 
copia certificada contiene los elementos técnicos necesarios para  su 
estudio, el juez podrá darle valor probatorio dependiendo del dictamen 
pericial, inclusive apoyándose de otros medios de convicción, como la 
lógica, la sana crítica y la experiencia.  
 
 
Contradicción de tesis 46/2010. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, actualmente 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del mismo 
circuito. 27 de octubre de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS  JURISPRUDENCIAL   124/2010 
 
 

AVERIGUACIÓN PREVIA. PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO 
CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINA O CONFIRMA EL 
ACUERDO DE RESERVA DE AQUÉLLA, (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 21 CONSTITUCIONAL EN SU REDACCIÓN ANTERIOR A 
LA REFORMA DE 18 DE JUNIO DE 2008). De la interpretación 
genético-teleológica del artículo 21, cuarto párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual constituye el 
basamento del diverso 114, fracción VII, de la Ley de Amparo, se 
concluye que el juicio de amparo indirecto procede contra la resolución 
que determina o confirma el acuerdo de reserva de la averiguación 
previa. Lo anterior, ya que en el procedimiento de reformas a la Ley 
Suprema publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 
diciembre de 1994, se equipararon los efectos de la resolución de no 
ejercicio o desistimiento de la acción penal con los de la reserva de la 
averiguación previa, bajo el argumento de que era preciso evitar que las 
resoluciones dictadas por el Ministerio Público respecto de la 
persecución de los delitos fueran negligentes o arbitrarias y que por 
actos de corrupción quedara algún delito sin perseguir. Aunado a lo 
anterior, se consideró que era necesario proporcionar confianza y 
seguridad a los gobernados en sus instituciones al saber que la 
indagatoria no será archivada o enviada a reserva por un acto unilateral 
de la autoridad, pues lo contrario atentaría contra los derechos 
reconocidos por la Constitución a las víctimas u ofendidos y solaparía el 
estado de indefensión e inseguridad jurídica en que podrían quedar, ya 
que corresponde a la autoridad ministerial tener los elementos 
suficientes para decidir sobre el ejercicio de la acción penal, 
independientemente de que aquéllos ofrezcan pruebas.  
 
 
Contradicción de tesis 59/2010. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado del Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 17 de noviembre de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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PRESCRIPCIÓN POSITIVA. REQUISITOS QUE DEBEN 
ACREDITARSE PARA SU PROCEDENCIA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE SONORA). La prescripción positiva o adquisitiva es un 
medio de adquirir el dominio mediante la posesión pacífica, continua, 
pública, cierta y en concepto de dueño, por el tiempo que establezca la 
normatividad aplicable, según se desprende de los artículos 998, 1307, 
párrafo primero, y 1323 del Código Civil para el Estado de Sonora. El 
concepto de dueño no proviene del fuero interno del poseedor, sino que 
le es aplicable precisamente a quien entró a poseer la cosa mediante 
un acto o hecho que le permite ostentarse como tal, siempre que sea 
poseedor originario, dado que en el ordenamiento de referencia, es el 
único que puede usucapir. Es relevante señalar que la posesión 
originaria puede ser justa o de hecho. Por ello, además de que el 
poseedor deberá probar el tiempo por el que ininterrumpidamente 
poseyó (cinco o diez años según el caso, atendiendo al citado artículo 
1323 del Código Civil para el Estado de Sonora), siempre deberá probar 
la causa generadora de la posesión. Consecuentemente, si pretende 
que se declare su adquisición por usucapión, por haber detentado la 
cosa durante cinco años en su calidad de poseedor originario, jurídico y 
de buena fe, debe exigírsele que demuestre el justo título, en el que 
basa su pretensión. Así mismo, si pretende que se declare su 
adquisición, por haber detentado la cosa durante cinco años en su 
calidad de poseedor originario, de hecho y de buena fe, debe exigírsele 
que pruebe el hecho generador de la posesión, al igual que si pretende 
que se declare su adquisición por haber detentado la cosa durante diez 
años en su calidad de poseedor originario, de hecho, aunque de mala 
fe. 
 
 
Contradicción de tesis 175/2010. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos en Materias Civil y 
de Trabajo del Quinto Circuito. 17 de noviembre de 2010. Unanimidad 
de cuatro votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Roberto Ávila 
Ornelas. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL  126/2010 
 
 

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. PARA SU CELEBRACIÓN NO ES 
NECESARIO QUE MEDIE EL PLAZO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
151 DE LA LEY DE AMPARO, ENTRE EL ÚLTIMO DÍA DEL PLAZO 
DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE PARA RENDIR SU INFORME 
JUSTIFICADO Y LA FECHA DE SU CELEBRACIÓN, CUANDO ÉSTA 
FUE OMISA EN RENDIRLO. La audiencia constitucional puede 
celebrarse aun sin el informe justificado de la autoridad responsable, en 
cuyo caso el artículo 149, tercer párrafo, de la Ley de Amparo establece 
la consecuencia de tal omisión, consistente en la presunción de certeza 
de los actos. Por otra parte, el artículo 151 de la ley de la materia prevé 
la oportunidad para ofrecer la prueba testimonial o pericial a fin de 
acreditar algún hecho, las cuales deben anunciarse cinco días hábiles 
antes del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, 
sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para ésta. Ahora bien, toda 
vez que en el juicio de amparo corresponde a la quejosa probar su 
interés jurídico y la inconstitucionalidad del acto reclamado, lo cual no 
se acreditó con la omisión de la autoridad responsable de rendir su 
informe justificado, sino que la carga de la prueba le corresponde desde 
el momento de la presentación de la demanda de garantías, el juez de 
amparo no está en aptitud de diferir la audiencia constitucional por el 
hecho de no contar con el informe justificado de la autoridad 
responsable. Al ser esto así, es innecesario que para la celebración de 
la  audiencia medie el plazo previsto para el ofrecimiento de la prueba 
testimonial o pericial entre la fecha de la celebración y la fecha en que 
feneció el plazo para rendir el informe con justificación, cuando la 
autoridad fue omisa en rendirlo. 
 
 
Contradicción de tesis 59/2010. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado del Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 17 de noviembre de 2010. 
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 
 
 
LICENCIADO HERIBERTO PÉREZ REYES, SECRETARIO DE 
ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN,  C E R T I F I C A:  Que el rubro y texto 
de la anterior tesis jurisprudencial fueron aprobados por la Primera 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticuatro de 
noviembre de dos mil diez.- México, Distrito Federal, veinticinco de 
noviembre de dos mil diez.- Doy fe. 
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